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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán, y el Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado Andrade.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 24 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de la sesiones 92ª y 93ª, ambas ordinarias, en 8 y 9 de marzo del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes 



Quince de Su Excelencia el Presidente de la República, con los que retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas: 



1.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletines N°s 5.522-07 y 5.324-07, refundidos). 



2.- Proyecto de reforma constitucional que adecua los plazos vinculados a las elecciones presidenciales (boletín N° 6.946-07). 



3.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07). 



4.- Proyecto de ley que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios en los sectores medios (boletín N° 7.320-14). 



5.- Proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (boletín N° 7.240-08). 



6.- Proyecto que permite el acceso uniforme a las licencias profesionales cumpliendo los requisitos exigidos en la Ley de Tránsito (boletín N° 7.212-15). 



7.- Proyecto que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial (boletín N° 7.187-04). 



8.- Proyecto que introduce modificaciones a la ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor (boletín N° 7.075-06). 



9.- Proyecto de ley que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades (boletín N° 6.952-07). 



10.- Proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (boletín N° 6.811-11). 



11.- Proyecto que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las Asociaciones Municipales (boletín N° 6.792-06). 



12.- Proyecto de ley que faculta a los Ministerios de Relaciones Exteriores; Hacienda; Economía, Fomento y Turismo, y al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, para integrarse al Directorio de la Fundación Imagen de Chile (boletín N° 6.759-10). 



13.- Proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Orpis, que establece el “Día de la adopción y del que está por nacer” (boletín N° 7.254-07). 



14.- Proyecto de ley que crea una comisión permanente de coordinación del Sistema de Justicia Penal (boletín N° 7.193-07). 



15.- Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público (boletín Nº 4.832-07). 



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes. 

Oficios 



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha elegido como su Presidente y como Primer y Segundo Vicepresidentes, a los Diputados señores Patricio Melero Abaroa, Pedro Araya Guerrero y Mario Bertolino Rendic, respectivamente.



--Se toma conocimiento. 



Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional: 



Con el primero remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado (boletín N° 7.085-15). 



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República. 



Con los dos últimos envía copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 2.331 del Código Civil. 



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos. 



De la señora Directora de Presupuestos, con el que da respuesta a una petición formulada en nombre del Senador señor Horvath, para equiparar el cálculo de la asignación de zona que perciben los funcionarios de las diferentes reparticiones del Fisco. 



De la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, con el que contesta respecto de la información solicitada en nombre del Senador señor Navarro, en lo referente al estado de avance en las obras de reparación de plantas de tratamiento de aguas servidas, de la empresa ESSBIO.



--Quedan a disposición de los señores Senadores. 

Informes 



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una comisión permanente de coordinación del Sistema de Justicia Penal, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 7.193-07) (Véase en los Anexos, documento 1).


De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite el acceso uniforme a las licencias profesionales cumpliendo los requisitos exigidos en la Ley de Tránsito, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 7.212-15) (Véase en los Anexos, documento 2). 



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de las Senadoras señoras Rincón, Allende, Alvear y Pérez (doña Lily), en primer trámite constitucional, que permite al padre y a la madre, indistintamente, abrir cuentas de ahorro a favor de sus hijos (boletín N° 7.519-05) (Véase en los Anexos, documento 3). 



De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Horvath, Cantero, Gómez, Orpis y Sabag, en primer trámite constitucional, en materia de aprovechamiento y beneficio de tiburones (boletín N° 7.489-03) (Véase en los Anexos, documento 4). 



--Quedan para tabla. 

Moción



Del Senador señor Escalona, con la que inicia un proyecto de ley sobre organizaciones de usuarios de servicios públicos (boletín N° 7.542-03) (Véase en los Anexos, documento 5). 



--Pasa a la Comisión de Economía. 

Declaración de inadmisibilidad 



Moción de los Senadores señores Larraín (don Hernán), Cantero, Orpis, Prokurica y Uriarte, con la que inician un proyecto de ley relativo al pago de patente municipal por las generadoras eléctricas. 



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el N° 1° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política, y en atención a lo establecido en el inciso segundo de dicho precepto. 

Proyecto de acuerdo 



De los Senadores señores Larraín (don Hernán), Escalona, Espina, Frei, García, Kuschel, Larraín (don Carlos), Longueira, Pérez Varela, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag y Tuma, relativo a la anunciada fusión de las empresas Nestlé y Soprole (boletín N° S 1.341-12) (Véase en los Anexos, documento 6). 



--Pasa a la Comisión de Agricultura. 

Comunicaciones 



Del Comité Partido Socialista, con la que informa que sus representantes serán los Senadores señora Allende y señor Escalona. 



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, por medio de la cual comunica que eligió como su Presidenta a la Senadora señora Rincón. 



De la Comisión de Economía, con la que señala que eligió como su Presidente al Senador señor Zaldívar (don Andrés).



De la Comisión de Salud, mediante la cual informa que eligió como su Presidente al Senador señor Rossi. 



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, con la que expresa que eligió como su Presidente al Senador señor Quintana. 



De la Comisión Especial de Zonas Extremas, con la que comunica que eligió como su Presidente al Senador señor Orpis. 



--Se toma conocimiento.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa un informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que adelanta la plena vigencia del Sistema de Protección al Contribuyente del Impuesto Específico a los Combustibles (SIPCO), previsto en la ley N° 20.493, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín N° 7.527-05) (Véase en los Anexos, documento 7).
El señor GIRARDI (Presidente).- Queda para tabla.



Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Antes de dar la palabra, quiero solicitar autorización para que ingrese a la Sala el Subsecretario General de la Presidencia, don Claudio Alvarado.



--Así se acuerda.

)-----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, quiero referirme al informe agregado a la Cuenta y que recae en el proyecto de ley que adelanta la plena vigencia del procedimiento que establece el sistema de amortiguación del impuesto a los combustibles.



En la reunión de Comités celebrada ayer, entendí que se había acordado que tal iniciativa iba a ser tratada hoy por la Sala. 



Por lo tanto, pido que se ponga en el primer lugar de la tabla, con el objeto de que haya tiempo para que, en caso de ser aprobado -como espero que ocurra-, podamos impedir que los combustibles vuelvan a subir mañana.



Señor Presidente, solicito formalmente que se ponga en el primer lugar del Orden del Día de hoy.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en el mismo sentido y para ser coherentes, como hay proyectos de acuerdo que los Senadores estamos presentando sobre la materia, podría requerirse igualmente la anuencia de la Sala para tratarlos hoy.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa un acuerdo de todos los Comités para someter a votación en esta sesión el proyecto de acuerdo de los Senadores señor Horvath, señora Allende, y señores Bianchi, Chahuán, Espina, Girardi, Navarro, Quintana, Gómez, Ruiz-Esquide y Tuma sobre medidas en materia de energía nuclear en Chile (boletín N° S 1.339-12.

)---------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la Mesa ha declarado inadmisible un proyecto presentado por un grupo de Senadores relativo al pago de patente municipal por las generadoras eléctricas. 



Solicito oficiar al Ejecutivo, y en particular al Ministro de Hacienda, para recabar el patrocinio de tal iniciativa. Consideramos que ella es descentralizadora económicamente, y que no tiene costo, porque trata solo de que, en lugar de que las generadoras eléctricas paguen las patentes municipales en la sede central, normalmente en Santiago, lo hagan donde están emplazadas.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Se enviará el oficio solicitado por el señor Senador.

)---------------(

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, se dio lectura a un proyecto de acuerdo planteado por algunos Honorables colegas, en relación con, si no entendí mal al señor Secretario -no tengo el texto en mis manos-, la posibilidad de hacer uso de la energía nuclear en Chile. 



Sobre el particular, y por tratarse de una materia tremendamente sensible, compleja y difícil de abordar, solicito enviarla a la Comisión de Minería y Energía, para su estudio y debate.



Chile carece de una matriz energética adecuada. Su discusión no se ha hecho. Y todos opinamos al respecto -entiendo que con muy buenas intenciones-, pero hasta el momento nadie ha sido capaz de plantear una propuesta elaborada respecto de la cantidad de energía que necesitamos para el desarrollo del país en los próximos 50 años, el tipo de ella, las posibilidades ciertas con que contamos para un abastecimiento seguro y, sobre todo, barato y amigable con el medioambiente. 



Al respecto, no podemos hacernos los lesos. Todos sabemos que eso va a ser un mix o una combinación entre distintos tipos de energía: agua, gas, en fin.



En consecuencia, pido que tal proyecto pase a la Comisión de Minería y Energía. Me acaba de informar la Senadora señora Rincón que mañana hay una sesión especial sobre la materia, por lo cual considero atinente mi proposición. 



Por lo tanto, solicito que, por ningún motivo, se vote ahora. Todo lo contrario, que se aproveche su presentación y la de otros proyectos de acuerdo para que el Senado tome la decisión de que la mencionada Comisión realice un trabajo concienzudo sobre cuáles pueden ser las mejores alternativas para solucionar el déficit energético del país.

El señor GIRARDI (Presidente).- Entiendo que el proyecto de acuerdo enunciado tiene el apoyo unánime de los Comités. Entonces, en opinión de la Mesa, correspondería votarlo.

El señor PIZARRO.- Pero, señor Presidente, una cosa es que lo sustenten los Comités y otra que estos hayan acordado que no pase por la Comisión.



Su Señoría está recién sometiendo el asunto a consideración de la Sala. 



Por otra parte, hoy no ha habido reunión de Comités, sino ayer; y tampoco se trató esta materia.



Entonces, para tomar una buena decisión, solicito enviar el proyecto de acuerdo a la Comisión de Minería y Energía. 



El sentido de remitir los proyectos de acuerdo a las Comisiones correspondientes es contar respecto de ellos con una opinión más técnica y potente en cada caso.

El señor GIRARDI (Presidente).- Señor Senador, sucede que  hay un acuerdo escrito que, desde el punto de vista reglamentario, se considera también como instrumento viable justamente para cuestiones como esta.



Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, en la Comisión de Minería y Energía solicitamos especialmente una sesión para ver el tema de la matriz energética del país. El acuerdo adoptado fue unánime. Yo misma lo sugerí, precisamente porque hasta ahora no hemos logrado tener una visión acabada sobre la matriz estratégica en energía que se planteará a nivel de Gobierno para los próximos 20 a 30 años.



Lamentablemente, esa sesión no se ha podido llevar a cabo por problemas del Ministro de Minería y Energía: tuvo que viajar a Canadá y ahora nos dicen que va a Magallanes. De modo que en dos oportunidades la sesión ha sido suspendida. De hecho, íbamos a tenerla mañana, pero nuevamente se postergó.



Además, nuestra petición se realizó antes de los acontecimientos de Japón. Por tanto, no está relacionada con esa coyuntura. 



Deseo poner en conocimiento de la Sala que todos los miembros de la Comisión de Minería y Energía tienen una inquietud compartida: la necesidad de una presentación explícita del Gobierno, para conocer su postura frente a la matriz energética para los próximos 20 años.



Nosotros consideramos que el asunto reviste la mayor importancia, más ahora con lo sucedido en el país asiático. 



Hay una enorme sensibilidad que se está proyectando en la ciudadanía, con legítima razón, acerca de la energía nuclear.



Por lo tanto, tenemos dos posibilidades: votar ahora el proyecto de acuerdo o enviarlo a Comisión. Pero esta no sesionará hasta la próxima semana. Recién entonces podríamos analizar lo relativo a la  matriz energética así como el proyecto sobre capitalización de CODELCO.



Reitero que en dos oportunidades hemos tenido que suspender la sesión por imposibilidad del Ministro de Hacienda, ahora presente en la Sala. Incluso tal situación motivó  el envío de un oficio bastante enérgico, porque nos parece que este tema es de extraordinaria importancia. Espero que el próximo miércoles contemos con la presencia de ambos Ministros y podamos tratar los dos asuntos, que son realmente de trascendencia.



La duda que ahora tengo, señor Presidente, dice relación con qué proyecto de acuerdo vamos a votar. Porque hay dos: uno presentado por el Honorable señor Horvath y el otro firmado por los jefes de Comités y que tiene que ver con el Acuerdo que, supuestamente, se va a firmar con los Estados Unidos a propósito de la venida del Presidente Obama. Como es natural, esto provoca también inquietud, porque estamos suscribiendo compromisos sin que la ciudadanía esté informada precisamente sobre un asunto que despierta la mayor sensibilidad mundial.



En consecuencia, creo que la Mesa debe resolver. Porque, por un lado, hay dos proyectos de acuerdo y, por el otro -lo reitero-, la Comisión de Minería y Energía solicitó la sesión a que he hecho referencia con bastante antelación. Espero que el próximo miércoles sea la fecha definitiva para resolver ambas cosas, que son realmente relevantes para el país.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Debo hacer presente que el artículo 16 del Reglamento establece lo siguiente: “No obstante, con la aprobación de todos los Comités podrá adoptarse un acuerdo mediante la suscripción de un documento en que conste el texto del mismo.”. 



O sea, de acuerdo con lo planteado acá, podríamos votar hoy día el proyecto de acuerdo en el momento que corresponda.



Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, yo acogí la petición que me hizo el Senador señor Horvath, porque me pareció relevante el tenor de la iniciativa. Pero, la verdad es que, después de escuchar lo planteado por los Senadores señor Pizarro y señora Allende, quizás una acción más relevante del Senado en este ámbito pueda llevarse a cabo en una sesión de Sala el próximo miércoles. Ahí la discusión acerca de este proyecto de acuerdo y otros sobre la materia, más el aporte de la Comisión de Minería y Energía, nos permitirían tener un planteamiento más consolidado.



En tal sentido, yo me sumaría a dicha petición, si le pareciera a la Sala.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, con el debido respeto, no creo que se aplique en este caso el artículo reglamentario al que dio lectura, por dos razones: primero, porque no están las firmas de todos los Comités y, segundo, por lo discutido hace pocos días respecto de si se podía obviar por mayoría el trámite de Comisión para un proyecto de acuerdo, en atención a que ello fue producto de un acuerdo unánime de los Comités. De hecho, estos precisamente están revisando el asunto para hacerle una sugerencia al Senado.



Hay otros artículos del Reglamento -hicieron mención de ellos la semana pasada tanto el Senador señor Zaldívar como la Mesa para votar otra iniciativa- que permiten a un Comité pedir votación de la Sala para los efectos de enviar a Comisión un proyecto de acuerdo, saltándose lo resuelto por los Comités.



Como aquí no están las firmas de todos los Comités, corresponde aplicar el criterio que hemos usado hasta ahora: que la iniciativa pase a la Comisión respectiva.



En todo caso, más allá de lo reglamentario, mi único objetivo es posibilitar una discusión en serio acerca del tema energético.



Entiendo que hay otros proyectos de acuerdo que plantean algo que puede ser loable, como el que pide una moratoria en la firma de uno de los convenios que el Presidente Piñera suscribirá con el Presidente Obama la próxima semana. Yo no sé si ello es posible. No conozco el texto. Se trata de un asunto sensible, debatible. Y existen distintas opiniones entre nosotros.



Lo peor que podemos hacer es adoptar acuerdos a raíz de los hechos que se están desarrollando en Japón, tan lamentables para todos. Nuestra responsabilidad como Senado debiera llevarnos a generar condiciones para presentarle al país una propuesta seria, sustentable y que tenga sentido. Así contaremos con un consenso nacional respecto de cómo obtener energía suficiente para el desarrollo de Chile en los próximos 50 o 100 años.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Como Presidente de la Comisión de Minería y Energía, quiero ratificar lo señalado por la Senadora señora Allende. Ha habido en dicho órgano técnico una preocupación permanente por abordar lo relativo a la matriz energética del país, incluso antes del episodio ocurrido en Japón.



Señor Presidente, nos preocupa el asunto, porque tenemos el convencimiento -al menos muchos de nosotros- de que la inquietud es transversal. Escapa a lo que puede hacer una sola Administración. Aquí se requieren grandes acuerdos. Los Gobiernos duran 4 años y la perspectiva en materia energética es de 20 a 30 años.



Entonces, en cuanto al proyecto de acuerdo presentado por el Honorable señor Horvath y otros Senadores, me parece que lo pertinente -advierto que aquí estamos abordando prácticamente la misma temática-  es que vaya a la Comisión de Minería y Energía y después se lleve a efecto una sesión especial donde dicho órgano pueda aportar todos los antecedentes de su trabajo a los restantes Senadores. De esa manera podremos ir tomando posición en un ámbito en que resulta urgente adoptar decisiones.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, solo quiero apoyar lo que se ha planteado aquí. Creo que esta materia requiere una discusión de fondo, un conocimiento bastante profundo acerca de su significado, a los efectos de tomar una posición muy seria, en un sentido o en otro.



En efecto, firmé uno de los proyectos de acuerdo. Pero ello no implica que, como Comité, quiera que se trate sobre tabla. Si así fuera, se evitaría enriquecer el debate y el conocimiento de los antecedentes que se puedan aportar.



Respecto de lo señalado por el Honorable señor Pizarro, efectivamente se debatió en una sesión anterior si el acuerdo de Comités en estos casos regía en términos absolutos o no. Y en la última reunión de Comités todos quedamos en revisar la materia para proponer a la Sala una forma de evitar este tipo de discusiones.



Creo que lo lógico sería que ambos proyectos de acuerdo -tanto el que pide la moratoria en la firma de un convenio internacional como el que nos ocupa- se remitieran a la Comisión de Minería y Energía, y que, después de conocer los informes respectivos, se efectuara un buen debate en la Sala.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en primer lugar, aclaro que solo se trata de un proyecto de acuerdo. Y hemos aprobado muchos. Si se quiere etiquetar, todos debieran ser catalogados de “serios”, independiente de las circunstancias en que se hayan aprobado.



En segundo término, el que nos ocupa ya contaba con el acuerdo de los Comités para ser votado ayer, pero no hubo quórum en la Sala para ello. Por eso tuvimos que postergarlo para la sesión de hoy. Y esto lo planteé acá, al lado de mi escritorio, en una conversación con el Senador Pizarro, quien señaló que, si bien no lo firmaba, lo votaría a favor.



En tercer lugar, debo precisar que el proyecto de acuerdo no se contradice con el hecho de que la Comisión de Minería y Energía -como indicó su Presidente- trate en profundidad la materia y después, con todos los antecedentes, se realice una sesión especial. No obstante, ello significa obviamente disponer de bastante tiempo para reunir toda la información del caso. Pero ahí se perdería lo que, en mi opinión, es una oportunidad.



Señor Presidente, a lo único que apunta esta iniciativa es a generar una visión de futuro respecto de una matriz energética limpia. No se niega la energía nuclear, sino que se señala que los estudios deben ir en proporción a lo que implica una matriz más limpia y renovable para nuestro país.



Por último, destaco que el proyecto de acuerdo cuenta con la firma de todos los representantes de los Comités. Si no, no lo habríamos presentado.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que se ponga en votación el proyecto. Entiendo que esta fue postergada ayer.



Los Senadores firmantes tomamos una posición en esta materia. 



La Comisión de Minería y Energía habrá citado a una sesión especial -espero- para debatir los alcances de la implementación de la energía nuclear en Chile. Pero esa es otra cuestión.



Lo que se plantea ahora es la manifestación de una voluntad clara sobre estos asuntos. 



Cada Senador podrá votar conforme a sus convicciones: quienes estén en desacuerdo rechazarán la iniciativa y quienes estamos a favor la aprobaremos. Desde hace mucho tiempo que los proyectos de acuerdo no se zanjan de manera unánime en esta Sala.



En consecuencia, solicito que se ponga en votación el proyecto. Debimos hacerlo ayer. 



Muchos Senadores y Comités lo suscribimos. Tal como dijo el Honorable señor Horvath, creo que se trata de una materia absolutamente transversal.

El señor GIRARDI (Presidente).- Está claro lo propuesto por el Senador señor Horvath. Yo quiero plantearlo de la siguiente manera.



El proyecto de acuerdo viene suscrito por todos los Comités. Por tanto, debiéramos votarlo hoy día, a menos que alguno de ellos retire la firma. Si esto ocurre, lo enviaríamos a Comisión.



El contenido de fondo es el señalado por el Honorable señor Horvath y no es contradictorio con debates y análisis posteriores. 



Se pide equilibrio en el país a fin de que no solo apuntemos hacia una visión de energía, monopólica y tecnocrática, como la nuclear, sino que se desarrollen también, con la misma fuerza y entusiasmo, otras energías que sí son de futuro.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, debo aclarar que, cuando firmamos este tipo de proyectos, no lo hacemos en calidad de Comités, sino como Senadores. Es diferente. Si suscribiera como Comité, debería consultar previamente a quienes represento si están de acuerdo. No los puedo obligar.



Lo digo por la interpretación que se le da a la firma.



No me parece que ese sea el argumento adecuado. Distinto sería plantear que, sometido a la consideración de la Sala, esta acordó tratar el proyecto de acuerdo. De lo contrario, es dable pedir la aplicación del artículo 79 del Reglamento, mediante el cual un Comité podría solicitar que se cambie la tramitación que la Mesa le ha dado al asunto, debiendo la Sala resolver de inmediato. Eso está expresamente establecido.



Aclaro que no busco hacer valer esa norma, señor Presidente. 



Solo quiero precisarle lo anterior. El hecho de que firmemos un documento no significa que lo hagamos como Comité, salvo que expresamente así lo declaremos. De lo contrario, estaríamos obligados a consultar a todos los miembros del Comité cuando suscribimos un acuerdo. Ello nos limitaría el ejercicio del derecho individual como Senador.

El señor GIRARDI (Presidente).- Voy a someter a la consideración de la Sala si se vota el proyecto de acuerdo hoy o si lo enviamos a Comisión. 



Me parece un asunto relevante.



Antes, tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, creo que lo ocurrido en los últimos días en Japón -al igual que el resto del mundo, hemos visto potentes imágenes- amerita ciertos pronunciamientos. Frente a ello, pido que no nos ciñamos en esta ocasión a la extrema formalidad.



Aprovecho la presencia del Ministro de Hacienda en la Sala -por favor, no se tome como una crítica- para lamentar profundamente que no podamos celebrar mañana la sesión citada al efecto por la Comisión de Minería y Energía. Todos sus miembros hemos discutido sobre la importancia de definir nuestra matriz energética. Pero con esta son tres las oportunidades en que no ha sido posible reunirse. Ahora ni el Ministro de Hacienda ni el Biministro de Minería y Energía podrán asistir.



En mi opinión, aprobar el proyecto de acuerdo constituye una buena señal para el país en esta materia. 



Insisto: no nos quedemos en la formalidad de si lo suscribimos en calidad de Comité o no. En honor a la verdad, según recuerdo, el Senador señor Horvath me pidió que lo firmara como Comité. Y así lo hice. 



Pero es cierto también lo que sostiene mi jefe de bancada: de ahora en adelante, cuando se nos pida la firma en alguna iniciativa, habrá que reunirse con el Comité, pues estaremos obligados a consultar todas las materias.



Entonces, pido que tratemos y votemos el proyecto de acuerdo hoy en la Sala, en atención a que nos hallamos frente a una situación altamente sensible para el mundo, especialmente para Chile, sobre todo si tenemos en consideración hechos que sucederán con ocasión de la visita del Presidente Obama en los próximos días.

El señor GIRARDI (Presidente).- Senador señor Zaldívar, entiendo que retira su objeción para que se vote hoy el proyecto de acuerdo.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No me he opuesto a ello.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en primer lugar, como bien señaló, en la iniciativa en comento están las firmas de todos los Comités. Esto no es menor: es importante. Y entiendo que lo queremos respetar y hacer valer en esta oportunidad.



En segundo término, me hace muchísimo sentido lo que acaba de manifestar la Senadora señora Rincón: esta es una muy buena oportunidad para entregar una potente y gran señal a todo el país. 



Este proyecto de acuerdo no apunta al desarrollo de energías que no sean limpias. Todo lo contrario. El interés que nos motiva -por eso firmamos la iniciativa que lideró el Senador señor Horvath- se orienta precisamente en la vía opuesta a lo que en la actualidad está apreciando el mundo con respecto a la lamentable situación que está viviendo Japón.



Sin perjuicio de lo anterior, en paralelo tenemos otra gran oportunidad: discutir en la Comisión de Minería y Energía todo lo que sea necesario con relación al desarrollo o no de la energía nuclear en el país. 



Sin embargo, obviamente, la señal que hay que entregar hoy día se orienta en la línea de aprovechar las energías renovables, limpias (mareomotriz, eólica, magmática, etcétera). Y de ello trata el proyecto de acuerdo en cuestión.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, la discusión con motivo de la Cuenta se ha transformado en un debate acerca de un proyecto de acuerdo, pero no hemos terminado aún las observaciones sobre ella, a pesar de que ya llevamos media hora de sesión.



Yo estoy preocupado de un error claramente inconveniente en la presentación del Orden del Día: en el texto en papel aparece como primer punto el proyecto sobre otorgamiento y uso de licencias médicas, y en la pantalla, el que adelanta la plena vigencia del Sistema de Protección al Contribuyente del Impuesto Específico a los Combustibles. 



No debería ocurrir, señor Presidente, que la versión digital de la tabla mostrara un Orden del Día distinto del que aparece en el texto en papel.



Si nos guiamos por la pantalla, el Senador señor García tendría razón en su planteamiento y el problema estaría resuelto: comenzaría la sesión discutiéndose la iniciativa que adelanta la vigencia del sistema relativo a los precios de los combustibles. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Señor Senador, al parecer habría un error informático. Lo que se consigna en el papel es lo válido desde el punto de vista de los proyectos que tratará la Sala.

La señora ALLENDE.- ¡Es al revés!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡Lo que se halla en pantalla manda!

La señora RINCÓN.- ¡Sí! ¡Eso es lo que vale!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario para que aclare el punto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, la tabla escrita en papel es anterior al acuerdo de la Sala de discutir en el primer lugar de la sesión de hoy el proyecto sobre el SIPCO.



Por consiguiente, aparece dicha iniciativa en la versión digital del Orden del Día por acuerdo de la Sala. 



La tabla que Sus Señorías tienen en papel fue confeccionada antes incluso de que el proyecto llegara desde la Cámara de Diputados.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, volviendo al proyecto de acuerdo sobre energía nuclear, que ha sido objeto de varias intervenciones, deseo señalar que, si bien aborda una materia muy vinculada con lo que está ocurriendo hoy en día -posee publicidad por sí sola-, soy partidario de darle el tratamiento que se ha aplicado a todas las iniciativas de igual naturaleza. Si cumple con todas las condiciones y requisitos, solicito que se proceda a votar.



Además, el único efecto de ello será decir que el Senado aprobó o rechazó un proyecto de acuerdo, con la firma de tales y cuales Senadores, mediante el que se pide detener cualquier actividad que pretenda implementar la energía nuclear en Chile.



Dicho eso, cae de maduro que tal iniciativa no agregará nada respecto de un acuerdo sustantivo o de la contribución que podamos entregar. 



Espero que la Comisión de Minería y Energía pueda reunirse para este fin y que se realice la sesión especial que algunos Senadores han planteado. Y ojalá que esta sea de cierta utilidad. 



Considero que el asunto es tan delicado que no lo resolveremos ni con este proyecto de acuerdo ni con una sesión del Senado.



En consecuencia, pido que procedamos a votar esta iniciativa tal como se ha hecho con tantos otros proyectos de acuerdo, algunos muy complejos y delicados, otros más simples y modestos...

El señor BIANCHI.- ¿Por qué?

El señor LAGOS.- Porque cumple con todos los requisitos. Punto.



Además, me encantó la declaración pública que acompaña a su texto -me había olvidado de ella-: “Energía nuclear, no gracias”. Será muy útil para los días que vienen.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, siguiendo la lógica del Senador Lagos, daría lo mismo lo que dijéramos acá. Pero yo, por lo menos, trato de tomarme en serio las decisiones que adopta el Senado, ya sea por la vía de los proyectos de acuerdo, ya sea por la de las mociones, ya sea por la de las iniciativas de ley.



Cada cual podrá hacer la valoración que quiera.



Desde mi punto de vista, la definición de una matriz energética es un problema de fondo para Chile. Y, como el proyecto de acuerdo se vincula con ello -porque así se establece-, me gustaría que pasara a la Comisión de Minería y Energía, para votarlo en propiedad, luego de formarme una convicción o al menos contar con argumentos un poco más serios y sólidos que la sola intención de dar una señal por lo ocurrido en Japón. 



Además de eso, pido que la Comisión sugiera algunas directrices acerca de qué es posible hacer en Chile en materia energética y qué es lo conveniente para los chilenos. 



El tema no es aislado. 



A todos nos gustaría que solo se usara energía eólica. En mi Región nos vamos a llenar de molinos de viento. Pero tal vez por ello no podremos hacer uso del borde costero. ¿O eso es totalmente contradictorio con la vida de los crianceros trashumantes?



En mi Región, a lo mejor, se puede utilizar la energía solar, o pequeñas centrales hidroeléctricas de pasada aprovechando los embalses. 



Pero la pregunta es si con eso se soluciona el problema energético, incluso en mi propia zona. La respuesta es no, porque no alcanza, es insuficiente. 



¿Se salva la dificultad solo con la política dilatante en materia de termoeléctricas seguida por esta Administración o las anteriores, cuando por un lado, frente a la presión de los Twitter, se suspende la construcción de la Central Barrancones, y por otro, a los dos o tres meses se aprueba la de Castilla?



Sobre eso deseo que conversemos. Pero en serio. 



¿O vamos a quedarnos solo con el único recurso natural con que contamos: el agua, que por factores climáticos ni siquiera es seguro, sabiendo, además, de la existencia de proyectos sobre construcción de centrales hidroeléctricas que a mucha gente no le gustan? 



Entonces, si el Senado acordó pasar los proyectos de acuerdo a las Comisiones, tratemos de ser consecuentes, porque la idea era contar con una opinión técnica un poco más fundada. 



Ese es todo el problema. ¿Por qué negarnos? 



Si me dicen que la iniciativa servirá para solucionar el problema del riesgo que se corre con las centrales nucleares, a propósito de lo ocurrido en Japón, lo voto altiro. 



Pero eso me parece un poquito demagógico, señor Presidente. 

El señor GIRARDI (Presidente).- El último orador inscrito es el Senador señor Horvath. 



Después de su intervención, si no hay acuerdo, consultaré la disposición de la Sala para votar hoy el referido proyecto de acuerdo.



Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, la iniciativa en cuestión ha cumplido con todos los trámites fijados por nosotros. La discusión está hecha. No puede suplir el trabajo consistente ya realizado por la Comisión de Minería. Lo único que pretende es que se fije una política de Estado de aquí hacia delante. Tampoco es incompatible con una sesión especial. 



Solo se trata de un proyecto de acuerdo, por lo que solicito su votación. 

La señora ALLENDE.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor GIRARDI (Presidente).- Señores Senadores, someteré a la Sala la decisión de si se vota hoy la iniciativa en cuestión. 



Tiene la palabra la Honorable señora Allende. 

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, soy una de las firmantes del texto propuesto. Nos pareció importante dar una señal al respecto. Y no encuentro que haya incompatibilidad para su tratamiento. 



Es un proyecto de acuerdo serio, que, dentro del contexto que se vive, muestra una cierta sensibilidad o -mejor dicho- preocupación. 



Sin perjuicio de ello, reitero a la Sala que, a mi juicio, la Comisión de Minería y Energía debe realizar la sesión que tenía programada. Ya existe el compromiso. Esperamos que, en esta oportunidad, se cumpla tanto por el Ministro de Hacienda como por el de Minería y ella se pueda concretar. En dos oportunidades hemos tenido que suspenderla, espero que no haya una tercera. 



Aparte de lo anterior, considero razonable después de esa sesión del referido organismo técnico efectuar una sesión especial destinada a analizar el asunto de la matriz energética, pues no hemos sido capaces de establecer como país una política diversificada sobre el particular para los próximos veinte o treinta años. 



Ello reviste la mayor importancia. 



Entonces, me gustaría que este proyecto de acuerdo se votara hoy, para no colocarlo en la disyuntiva de la incompatibilidad -para mí no la hay- con la sesión de la Comisión de Minería y Energía, que se efectuará el próximo miércoles -ya suspendida la de mañana, lamentablemente-, y que se realice la referida sesión especial, sobre la que existe acuerdo en los Comités, pero con la corrección de tratar no solo lo que dice relación con la energía nuclear, sino también con la matriz energética de nuestro país, que debiera ser abordada por el Senado en su conjunto. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos. 

El señor LAGOS.- Señor Presidente, solo intervendré porque fui aludido hace escasos minutos por otro Senador. 



Es indudable que todos los proyectos de acuerdo son valiosos. Y la opinión de la Corporación importa en todas las instancias. 



Lo que quise señalar simplemente es que están dadas todas las condiciones para discutir y votar el referido proyecto de acuerdo, el cual es visto de manera positiva por un número significativo de Senadores, cuya opinión también es relevante. 



Si hay otros colegas que consideran la energía nuclear como una opción válida o que habría que estudiar la posibilidad de contar con ese tipo de energía en Chile, que presenten un proyecto de acuerdo, y la Sala se pronunciará sobre su mérito. 



Esa es mi sugerencia, señor Presidente. 



Mientras tanto, creo -cada vez con más entusiasmo- que procede votar la iniciativa en cuestión.

El señor GIRARDI (Presidente).- Como existe una controversia al respecto, voy a recabar la opinión de la Sala en cuanto a si debemos votar hoy el citado proyecto de acuerdo. Es lo que corresponde. 



Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El señor Presidente someterá al pronunciamiento de la Sala si la aludida iniciativa se votará en esta sesión. 



Los señores Senadores que estén de acuerdo deben votar “sí”; y los que estén en desacuerdo, “no”.

El señor PIZARRO.- Yo pedí que pase a la Comisión de Minería y Energía.

El señor GIRARDI (Presidente).- Eso ocurrirá si se rechaza la proposición para votarlo hoy. 

El señor NOVOA.- Si se rechaza, va al órgano técnico respectivo. 

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: 17 votos  por la afirmativa, 10 por la negativa y una abstención. 



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Girardi, Horvath, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma y Walker (don Patricio).



Votaron por la negativa los señores Chadwick, Coloma, Frei (don Eduardo), Kuschel, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Uriarte.



Se abstuvo el señor García. 

El señor GIRARDI (Presidente).- En consecuencia, el proyecto de acuerdo se votará en la presente sesión. Y si no hay objeción, se aprobará con la misma votación.

El señor NOVOA.- No, señor Presidente. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Entonces, nos pronunciaremos cuando corresponda. 

El señor NOVOA.- Los proyectos de acuerdo se votan al final.

El señor PIZARRO.- Luego de terminado el Orden del Día.

El señor GIRARDI (Presidente).- Así es, después de finalizada esa parte de la sesión. 



Ahora, correspondería continuar con las intervenciones de los Senadores señora Alvear y señores Pérez Varela y Tuma, que quedaron pendientes en la sesión de la mañana. 



Una vez concluidas, se votarán los proyectos de acuerdo sobre el particular. 



Además, deberemos pronunciarnos acerca de la solicitud del Honorable señor Tuma en cuanto a votar en esta sesión el proyecto de acuerdo referido al impuesto específico a los combustibles, respecto del cual, según entiendo, existe acuerdo de la Sala. 

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Antes de continuar, tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos: 



1.- Informe de la Comisión de Economía recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley sobre Protección de la Vida Privada (boletín Nº 6.800-03) (Véase en los Anexos, documento 8). 



--Queda para tabla. 


2.- Proyecto de acuerdo presentado por varios señores Senadores, con el que expresan su solidaridad con el Gobierno y el pueblo de Japón (boletín N° S 1344-12) (Véase en los Anexos, documento 9). 

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se votará en la presente sesión. 



--Así se acuerda.

El señor LABBÉ (Secretario General).- 3.- Proyecto de acuerdo presentado por varios señores Senadores, mediante el cual se solicita al Ejecutivo una moratoria de la firma de protocolos o convenios sobre energía nuclear (boletín N° S 1345-12) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Pasa a la Comisión de Minería y Energía. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- 4.- Proyecto de acuerdo presentado por varios señores Senadores referido al impuesto específico a los combustibles (boletín N° S 1346-12) (Véase en los Anexos, documento 11). 

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se votará en la presente sesión. 



--Así se acuerda.
ESTADO DE AVANCE DE RECONSTRUCCIÓN TRAS TERREMOTO DE 27 DE FEBRERO DE 2010

El señor GIRARDI (Presidente).- Conforme a lo acordado en la sesión especial de la mañana, corresponde que intervengan quienes se encontraban inscritos y no alcanzaron a hacer uso de la palabra.



Luego de ello, se procederá a votar los proyectos de acuerdo presentados sobre la materia.



Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, con relación al tema que hemos discutido hoy, quiero centrarme en un aspecto que no ha sido tocado por los Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra. Todos, o la mayoría de ellos, han dado cuenta de las dificultades de los sectores más vulnerables de nuestro país para contar con un proceso de reconstrucción eficiente.



Siendo Senadora por la Región Metropolitana, también afectada por el terremoto del 27 de febrero, me referiré a la clase media y a los efectos que le produjo dicho sismo.



A fin de exponerlo de manera simple, abordaré un caso en particular, que representa a muchos de los vividos en las comunas de la capital. Y como se ha sugerido que se formulen propuestas, también las plantearé.



Señor Presidente, me ha tocado apreciar muchas dificultades en diversas comunas de mi circunscripción -Santiago Oriente- y recoger los problemas de los sectores medios. De allí que haya presentado un proyecto sobre demandas colectivas, y agradezco una vez más que haya sido aprobado por el Senado y que ya sea ley de la República.



Una zona muy emblemática de la comuna de Ñuñoa, la Villa Olímpica, grafica muy bien las aflicciones de los sectores medios.



Ellos sufrieron los efectos tremendos del terremoto. Siete edificios fueron declarados inhabitables, en los que no pueden entrar. Como se trata de construcciones antiguas, en muchos de ellos viven solo adultos mayores, algunos de los cuales utilizan sillas de ruedas. Y hubo situaciones extraordinariamente graves que hicieron que estas personas, de sectores medios, no pudiesen acceder a una ayuda, y debieron permanecer en carpas, sin que hasta la fecha se les haya entregado una solución. Y pasarán un segundo invierno en tales condiciones.



Otros edificios de la Villa Olímpica, si bien no están declarados inhabitables -a los primeros hay que echarlos abajo-, no se pueden ocupar por sus daños estructurales.



Yo invitaría a los colegas a que fueran a verlos.



Se trata de una villa emblemática, construida para el Mundial de 1962. Es un conjunto precioso, con juegos para los niños, etcétera, habitado hoy fundamentalmente por personas mayores, precisamente por la fecha en que se edificó.



Por haber sido ya cancelados, no existe hipoteca ni poseen ningún tipo de seguro. Y dado que muchos de sus propietarios son de la tercera edad, carecen de toda posibilidad de arrendar otro inmueble que les permita superar la situación que están viviendo. No les es factible demandar a la empresa, porque ha pasado mucho tiempo desde que fueron pagados los inmuebles.



Señor Presidente, espero que no se produzca ningún temblor fuerte en la Región Metropolitana, porque las copas de agua ubicadas arriba de los edificios se van a derrumbar, y los que aún están habitables terminarán siendo destruidos.



Además, personas que tenían 9 mil puntos en la Ficha de Protección Social antes del evento del 27 de febrero, curiosamente subieron a 17 mil puntos. Y uno se pregunta qué pasó. Porque si antes contaban con un departamento confortable, etcétera, y ahora viven en carpas, ¿qué puede haber ocurrido para que subieran su puntaje, en circunstancias de que ahora son más vulnerables que muchos sectores muy modestos en nuestro país?



Estas personas no accederán a un subsidio, como sí contarán con él, felizmente, las de sectores vulnerables. Tampoco se les entrega, al menos, una mediagua, para que vivan allí en lugar de hacerlo en una carpa, como ocurre hasta el momento.



¿Y cuál será la solución que se les brindará?

El señor GIRARDI (Presidente).- Ha concluido su tiempo, Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, ¿me puede conceder un minuto para terminar?

El señor GIRARDI (Presidente).- Por supuesto.

La señora ALVEAR.- Reitero: ¿cuál va a ser la solución?



Señor Presidente, en este caso se requiere rápidamente lo siguiente:



1.- Finalizar los estudios de daño estructural de los edificios declarados inhabitables. Originalmente, el Gobierno había propuesto tenerlos terminados en diciembre de 2010, y estamos en marzo.



2.- Conocer la fecha de inicio de las reparaciones de los edificios declarados inhabitables. El Intendente de la Región Metropolitana aseguraba que estas comenzarían el 15 de marzo. Ello no ha ocurrido, pues lo acabo de chequear.



3.- Saber la fecha de inicio de los estudios de reparación de la infraestructura de los servicios de luz, agua y gas de la Villa Olímpica. No han vuelto a conectar las cañerías de gas. ¡En edificios no inhabitables, sino con dificultades, no cuentan con agua, ni luz, ni gas!



4.- Implementar soluciones habitacionales transitorias para las familias, que pasarán otro invierno más en condiciones dramáticas.



Insisto. Se ha hablado mucho, y con razón, de los sectores vulnerables. Yo me he querido referir a los sectores medios, que viven situaciones extraordinariamente difíciles, y en algunos casos quizás más que las de los sectores más vulnerables.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, creo que la sesión celebrada hoy en la mañana ha sido buena para que el Senado vea cuál es el grado de avance del proceso de reconstrucción, en qué áreas se ha trabajado, cuáles son las dificultades existentes y los temas que debemos abordar con especial prontitud en los próximos meses.



Sin embargo, siempre es conveniente poner estas materias en perspectiva.



Quiero aludir a una experiencia personal.



El lunes 1o de marzo de 2010 me tocó viajar desde Santiago a la capital de la Región del Biobío. Salí a las 2 de la tarde y llegué pasadas las 11 de la noche, por las dificultades existentes en ese momento.



Si Sus Señorías recuerdan, el Senado fue citado para celebrar una sesión el 3 de marzo a fin de analizar las consecuencias del terremoto. Los Senadores de la Región del Biobío, para poder asistir a ella debimos recurrir a un operativo aéreo que montó la Armada -particularmente el Honorable señor Sabag y quien habla lo hicimos de esa forma-. De no ser así, resultaba imposible que los Senadores de esa Región a lo menos pudieran llegar a la capital.



En la Región del Biobío, la mayoría de las grandes ciudades se encontraba sin agua, sin luz, sin gas; la mayor parte de los establecimientos educacionales estaban dañados; muchos centros de salud resultaron destruidos, y una cifra muy importante de las 220 mil viviendas deterioradas pertenecía a la Región.



Esa era la situación que vivíamos hace un año. Y reitero: el Senado tuvo dificultades para alcanzar el quórum para sesionar el 3 de marzo, después del terremoto.



Por lo tanto, uno tiene que preguntarse cómo estamos en Chile después de aquello. ¿Hemos avanzado o no luego de una situación extraordinariamente crítica?



Actualmente, no tenemos ningún problema de conectividad. A los chilenos hoy les es posible viajar, ya sea en bus o en auto, a cualquier ciudad del país, incluso hacia las más terremoteadas. Es decir, ha sido notable la reparación en materia de conectividad.



Todos nuestros niños y jóvenes pueden hoy concurrir a sus establecimientos educacionales, asistir a clases y, por consiguiente, llevar adelante su proceso educativo.



En el ámbito de la salud ocurre lo mismo. Por ejemplo, la reconstrucción del Hospital de Chillán se encuentra muy avanzada. El recinto fue seriamente dañado, pero antes del 21 de mayo próximo va a ser reinaugurado. Por lo tanto, contribuirá en forma significativa a la atención de salud.



Existen dificultades con algunos hospitales. Por ejemplo, el de la comuna de Cañete -tenían razón los lugareños al sostener que había sido mal diseñado-, a raíz de los malos estudios de terreno que se hicieron, se hundió. Es preciso resolver este problema en breve, a fin de entregar las prestaciones que requieren zonas muy importantes de la provincia de Arauco.



El hospital de Curanilahue, que era nuevo, también experimentó graves daños.



En materia de riego, la Región del Biobío -y en particular la decimotercera circunscripción, que represento- tiene en la agricultura una de sus actividades fundamentales, y en el riego, el sustento de aquella.



Pues bien, allí fueron dañados de manera sustantiva canales de regadío que habían sido reparados con un costo de sobre 1.000 millones de pesos: el tranque de Coihueco, el canal Biobío Sur, el canal Biobío Norte, que son parte de la red de la Asociación de Canalistas de El Laja. Todo se encontraba recuperado al mes de octubre de 2010, permitiéndose el riego de vastos sectores del mundo agrícola.



Ya hablamos acerca del área educacional -de cómo todos nuestros alumnos pueden llevar adelante sus estudios- y de lo que sucede en el ámbito de la salud.



En cuanto a Vivienda, dimos cuenta de un avance sustancial en la entrega de subsidios.



Como dijo esta mañana quien en este momento preside la sesión, debemos estar de acuerdo en los conceptos para ver si discrepamos o no en determinadas materias.



Con relación al concepto de subsidio, no ha habido ningún cambio, señor Presidente. El subsidio se entrega a la persona que reúne todas las condiciones para llevar a cabo su proyecto. Así era en 2007, en 2008, en 2009, y así es ahora. No hay alteración alguna a ese respecto.



Se ha realizado, pues, un esfuerzo extraordinario en Vivienda, que es el área más compleja desde el punto de vista de las reparaciones.



Todos conocemos nuestras zonas y sabemos de las dificultades que conlleva reparar casas y establecer poblaciones en sitio propio. El problema es complejo, pues hay que identificar a los miembros de la familia y a los grupos vulnerables, en fin. Pero creo que se ha avanzado de verdad.



Señor Presidente, opino que los Ministros que concurrieron a la sesión especial de esta mañana hicieron una exposición muy sólida sobre el proceso de reconstrucción. Y ello fue posible porque han desarrollado un trabajo en terreno de enorme relevancia.



Por ejemplo, la titular de Vivienda, el 20 de marzo -es decir, 8 o 9 días después de que asumiera el actual Gobierno-, estuvo todo el día en Lota, Arauco y Los Ángeles.



El Ministro de Educación, pocos días después, visitó diversas comunas de mi circunscripción.



Lo mismo puedo manifestar con respecto al Ministro de Obras Públicas. 



¡Para qué hablar del Ministro de Salud!



O sea, la presencia ministerial ha sido sumamente participativa.



Señor Presidente, a mi juicio, lo más destacado de esta sesión ha sido el reconocimiento del Senador Navarro de que en materia de reconstrucción se observan avances muy importantes en diversas áreas. Y en aquellas en las que discrepa plantea que pareciera representar a una circunscripción distinta de la del colega Sabag.



Ahí está la diferencia: una oposición constructiva, propositiva, contra una oposición destructiva, beligerante. 



Pienso que lo que todos los chilenos quieren en lo atinente a la reconstrucción es lo que el Honorable señor Sabag ha hecho en nuestra Región: proponer, fiscalizar y entregar soluciones.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Perdón, señor Senador, pero concluyó su tiempo.

El señor PÉREZ VARELA.- Solicito un minuto para terminar.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- No tendría ningún problema en otorgárselo, pero debemos tratar el proyecto relativo al SIPCO, que está con “discusión inmediata”. 

El señor PÉREZ VARELA.- Ocuparé solo un minuto, señor Presidente.



Aquello, entonces, demuestra que en nuestra Región ha habido un avance muy grande en materia de reconstrucción.



Nos quedan pendientes algunos problemas, pero estamos trabajando duramente para superarlos.



Y, sin duda, ¡esperamos que el Senador Navarro se reintegre a la circunscripción del colega Sabag...!



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- El último orador es el Honorable señor Tuma, quien tiene la palabra por cuatro minutos.

El señor TUMA.- Señor Presidente, hubiese querido intervenir en la mañana, con la presencia de los Ministros. No fue posible. Pero, en atención a la urgencia que existe para tratar el proyecto señalado por Su Señoría, seré bastante telegráfico.



Es cierto que el último terremoto habido en Chile fue uno de los más graves que se han registrado en el mundo y, asimismo, que la eficiencia se mide por los resultados.



No pretendo decir que existe una situación caótica. Pero las cosas no son blancas ni negras. El oficialismo las ha planteado aquí de tal modo que todo pareciera estar resuelto.



De otro lado, algunos parlamentarios a veces criticamos todo como si no se hubiera hecho nada. ¡No! Las cosas -como dije- no son blancas ni negras. Hay zonas grises. Y lo que deseamos es terminar con la lentitud que se percibe en el avance de la reconstrucción. 



Esa lentitud tiene que ver, no con la voluntad de los Ministros (reconozco la disposición y el esfuerzo y sacrificio que han mostrado en sus respectivos ámbitos), sino con el desempeño de las Carteras que dirigen, con la burocracia, con los procedimientos.



Por ejemplo, se dice: “Hemos entregado 120 mil subsidios”. ¡Pero son subsidios de papel!



¡Y ha pasado un año, señor Presidente!



Cuando ocurrió el terremoto, se informó a la gente: “El Gobierno vendrá a ayudar de inmediato”. Se entendió, sobre todo por los damnificados, que ello demoraría un mes, o dos, tres, cuatro, cinco o seis meses; no más. Sin embargo, ha transcurrido un año y estamos casi en las mismas condiciones físicas, desde el punto de vista de la destrucción de viviendas.



Entonces, es imprescindible una revisión. Y por eso me interesa que se aprueben las conclusiones de la Comisión Especial de Emergencia y Reconstrucción, ya que van en la dirección correcta.



Tales conclusiones dicen relación con la forma de resolver las trancas que tiene el Estado, con los obstáculos que le impiden avanzar más rápido en la materia que nos interesa.



Por eso, señor Presidente, pido que al final de las exposiciones aprobemos el proyecto de acuerdo que propuso la Comisión descrita.



Finalmente, solo deseo puntualizar que nos hallamos ante un segundo efecto del terremoto.



Está bien. En el primer año no hubo mayores rendimientos en los programas regulares. Pero veo con preocupación que en ese lapso no se efectuaron estudios, diseños ni proyectos para ejecutarlos en el segundo año, que ya comenzó. 



Percibo lentitud para mirar a Chile y determinar con algún sentido de urgencia sus necesidades de futuro.



Por ejemplo, se dice: “Estamos trabajando en materia de hospitales. En La Araucanía Sur prácticamente no existe capacidad en cuanto a pabellones quirúrgicos; se están construyendo pabellones nuevos, y van a ser inaugurados en mayo o junio”. ¡18 meses después del terremoto!



Eso, en cualquier parte del mundo, significa actuar con lentitud.



Entonces, tenemos que ver por qué razón no se procedió con mayor eficacia.



Nadie me podrá argüir que no había recursos financieros. ¡Estaban! 



Hay algo que no funciona en el aparato del Estado, señor Presidente. 



No quiero echarles la culpa a los Ministros, quienes -repito- han puesto de sí los mayores esfuerzos. Pero hay algo que no funciona.



Por tanto, a través de la Comisión Especial de Emergencia y Reconstrucción debemos detectar los obstáculos que han impedido actuar con mayor rapidez. 



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Concluyeron las exposiciones ligadas a la sesión especial de esta mañana.



Se encuentran pendientes dos proyectos de acuerdo que versan sobre la materia analizada.



Solicito autorización para someterlos a votación.



¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.
MEDIDAS PARA SOLUCIÓN DE PROBLEMAS SOCIALES POSTERREMOTO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Corresponde votar el proyecto de acuerdo suscrito por la Comisión Especial de Emergencia y Reconstrucción.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1340-14) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 2ª, en 16 de marzo de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Mediante este proyecto de acuerdo, que figura en el informe de la Comisión Especial de Emergencia y Reconstrucción, se propone que “el Gobierno disponga un aumento en el monto del subsidio habitacional rural, de manera de incentivar la construcción de casas en el mundo campesino, tanto o más afectado por la catástrofe que las áreas urbanas.”.



En seguida se solicita “un esfuerzo adicional del Gobierno para entregar becas que efectivamente contribuyan a la permanencia digna de los estudiantes que aún son víctimas de la catástrofe, especialmente, los hijos de las víctimas fatales que esta dejó.”.



A continuación se pide “una segunda versión de los subsidios entregados por Sercotec” para micro, pequeños y medianos empresarios.



Luego se le solicita al Ejecutivo “proponer las modificaciones legales que permitan a los municipios eximir del pago de derechos de construcción en las zonas afectadas por el terremoto y estudiar la exención de contribuciones de bienes raíces en el período post terremoto.”.



Más adelante se sugiere “evaluar y medir la reconstrucción por viviendas entregadas y no por subsidios asignados.”.


Por otra parte, se sugiere entregar “un bono de invierno para familias damnificadas que aún no han recibido su casa nueva y que están expuestas a afrontar un nuevo invierno en mediaguas.”.



De otro lado, se solicita “calificar con urgencia un proyecto de ley, iniciado en el Senado y actualmente en discusión general en la Cámara de Diputados, que suspende temporalmente la aplicación de normas que regulan la comunicación de anotaciones comerciales, respecto de las personas domiciliadas en regiones declaradas zonas de catástrofe.”.



Asimismo, se acuerda pedirle al Gobierno “establecer mecanismos eficaces de participación ciudadana.”.



Se expresa que corresponde “estudiar las propuestas y preocupaciones manifestadas por la Cámara Chilena de la Construcción.”.



En seguida se sostiene que el Ejecutivo debe “garantizar el derecho de los damnificados a no ser desplazados de sus barrios tradicionales. Deben agotarse” -se agrega- “los esfuerzos para evitar migraciones que generen tensión social, y cuando esto ocurra en zonas de riesgo ha de asegurarse una adecuada compensación y asignarse un justo valor a las expropiaciones a que haya lugar.”.



Luego se habla de “Dotar de recursos humanos y atribuciones suficientes a las Corporaciones de Asistencia Judicial para llevar adelante los procesos por fallas constructivas en casas y edificios.”.



Más adelante se le pide al Gobierno “instruir a las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras y de Valores y Seguros para que realicen una revisión efectiva, ágil, completa y exhaustiva de los créditos y seguros comprometidos con ocasión del terremoto. Igual solicitud” -se añade- “le formulamos al Ejecutivo en relación con las Superintendencias con competencias en los servicios de agua, electricidad y combustibles, comunicaciones y demás servicios de primera necesidad, respecto de las cuentas por consumos interrumpidos por causa del terremoto. Además, solicitamos que instruya a las Superintendencias para que den respuesta en el menor tiempo posible a los requerimientos que se les formulen en sus respectivos ámbitos.”.



Por otro lado, se manifiesta interés por que “el Ejecutivo considere el establecimiento de un subsidio de demolición para edificios cuyos propietarios siguen gravados con dividendos y otras deudas, con especial consideración por aquellos que amenazan a propiedades aledañas y a las edificaciones antiguas.”.



Igualmente, se le solicita al Gobierno “abrir el registro de damnificados que puedan acceder a los subsidios y demás beneficios establecidos o que se implementen para ir en su ayuda y establecer criterios de habitabilidad e inhabitabilidad de las viviendas afectadas para facilitarles el acceso a esos beneficios.”.



De otra parte, se le pide al señor Ministro de Obras Públicas que proporcione “al Senado antecedentes acerca del cumplimiento de las obligaciones de las empresas y sociedades concesionarias de obras públicas, especialmente de caminos y carreteras relativas a obras de reconstrucción de tramos, pasarelas y obras auxiliares, derivadas de la catástrofe.”.



También, se le sugiere “al Ejecutivo estudiar la creación de un fondo concursable para la reparación de construcciones de interés histórico e iglesias de distinto credo, severamente dañadas por el terremoto, cuyas comunidades carecen de recursos para afrontar estas necesidades.”.



Finalmente, se le sugiere al Gobierno “estudiar la posibilidad de instituir una entidad pública que analice, coordine y proponga políticas y medidas a adoptar por la Administración para superar los efectos de la catástrofe y estimular la participación del sector privado y de la ciudadanía en las acciones que permitan su realización.”.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Este proyecto de acuerdo fue propuesto unánimemente por la Comisión Especial de Emergencia y Reconstrucción, encabezada por el Senador señor Ruiz-Esquide, quien expuso el informe de este órgano en la sesión especial de la mañana de hoy.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (21 votos a favor y un pareo).



Votaron por la afirmativa la señora Rincón y los señores Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Chadwick.

CREACIÓN DE FONDO PARA RECONSTRUCCIÓN DE PATRIMONIO HISTÓRICO Y VIVIENDA RURAL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Corresponde votar en seguida el proyecto de acuerdo sobre creación de un Fondo para la Reconstrucción del Patrimonio de Valor Histórico y la Vivienda Rural.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1347-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 3ª, en 16 de marzo de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Este proyecto de acuerdo, que fue presentado por 25 señores Senadores, tiene por objeto oficiar a Su Excelencia el Presidente de la República para que disponga la creación de un Fondo para la Reconstrucción del Patrimonio de Valor Histórico y la Vivienda Rural (Véase en los Anexos, documento 12).
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobado con la misma votación del proyecto de acuerdo anterior.

El señor PROKURICA.- Póngalo en votación, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- No hay acuerdo.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (20 votos favorables).



Votaron las señoras Alvear y Rincón y los señores Cantero, Chahuán, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Navarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

)-------------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Solicito el acuerdo unánime de la Sala para poner en el primer lugar de la tabla de hoy el proyecto, calificado con “discusión inmediata”, que adelanta la vigencia del Sistema de Protección al Contribuyente del Impuesto Específico a los Combustibles.

El señor LARRAÍN.-  Eso ya se había acordado, señor Presidente.

El señor TUMA.- Así es.

El señor SABAG.- Sí.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La Mesa entendió que al respecto no había un acuerdo formal de la Sala.



Entonces, procederemos en los términos planteados.



Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA 

ANTICIPO  DE PLENA VIGENCIA DE SISTEMA DE PROTECCIÓN A CONTRIBUYENTES DE IMPUESTO ESPECÍFICO A COMBUSTIBLES

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Conforme a lo resuelto por la Sala, corresponde tratar el proyecto, en segundo trámite constitucional, que adelanta la plena vigencia del Sistema de Protección al Contribuyente del Impuesto Específico a los Combustibles, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7527-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 2ª, en 16 de marzo de 2011.


Informe de Comisión:


Hacienda: sesión 3ª, en 16 de marzo de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es anticipar la plena vigencia del nuevo Sistema de Protección al Contribuyente, ante las variaciones de los precios internacionales de los combustibles, precisando el número de semanas a considerar para el cálculo del precio de paridad de los combustibles afectos a la ley y flexibilizando la determinación de los precios de referencia.



Asimismo, establece que la Comisión Nacional de Energía deberá elaborar un nuevo informe con los precios de referencia.



La Comisión de Hacienda aprobó la idea de legislar por tres votos a favor (Senadores señores Kuschel, Lagos y Uriarte), uno en contra (Honorable señor Frei) y una abstención (Senador señor Escalona).



En cuanto a la discusión particular, los artículos 1º y 2º de la iniciativa resultaron aprobados con la misma votación antes mencionada.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, en la Comisión de Hacienda, órgano que tiene un número pequeño de integrantes -somos solo cinco-, fui el único Senador que se abstuvo en la votación, debido a que, a mi entender, el Ejecutivo no ha resuelto el problema de fondo: un conjunto de parlamentarios, mediante declaraciones públicas (en el caso de la Cámara de Diputados, a través de un proyecto de acuerdo), han venido planteando desde hace algún tiempo la reducción del impuesto específico a los combustibles de 6 a 4,5 UTM por metro cúbico.



Una vez más, le solicito al Ministro de Hacienda un pronunciamiento explícito sobre esa materia, por la muy sencilla razón de que nosotros le advertimos en su momento que el nuevo sistema no iba a funcionar.



Quiero reiterar, una vez más, que no ha funcionado.



Ahora el señor Ministro viene al Congreso Nacional con un proyecto que presenta al Ejecutivo frente a la opinión pública como el gran solucionador, sin mencionar cuál fue el origen del problema, que surgió exclusivamente por la irresponsabilidad del Gobierno.



Se dejó morir la normativa sobre el Fondo de Estabilización del Precio de los Combustibles, vigente hasta el 30 de junio recién pasado, por la simple y sencilla razón, como lo admitió en la Comisión el señor Ministro de Hacienda -aunque a algunos parlamentarios de Gobierno no les guste reconocerlo y sonrían-, de que el proyecto respectivo era muy caro. Es decir, significaba un desembolso fiscal relativamente elevado.



En efecto, así es. El cálculo, en términos redondos, es que la vigencia del Fondo le significó al Estado mil millones de dólares. Y el titular de la Cartera viene a proponernos una iniciativa que al Fisco le cuesta poco más de 30 millones de dólares, o sea, la treintava parte del costo que asumió el Gobierno de la Presidenta Bachelet.



Como en la campaña presidencial se hizo toda una apología acerca de la generosidad que iba a exhibir esta Administración con la clase media, aquí estamos tomando nota de que tal disposición no existía. Lo que se comprueba es que el Ejecutivo mantiene un sistema de precios que mete la mano en el bolsillo de ese sector. No nos hallamos ante una solución para la clase media, sino frente a un estrangulamiento de esta, como se lo dije al señor Ministro en la Comisión.



La decisión del Ejecutivo es muy clara: no quiere desembolsar los mismos recursos que en el Gobierno anterior se gastaron con el objeto de generar un alivio real en el precio de los combustibles; no quiere prescindir de aproximadamente 300 a 350 millones de dólares anuales. Y la solución que presenta cuesta poco más de 30 millones de dólares. Esa es la gran diferencia.



Lógicamente, no podemos pretender que el Gobierno no apruebe el proyecto que nos ocupa. ¿Qué persigue la iniciativa? El éxito mediático fácil. La idea es que el señor Ministro, a la salida, cuando lo estén esperando las cámaras, pueda presentarse sonriente a los medios de comunicación y afirmar: “He resuelto el problema. Mañana no va a subir el precio de los combustibles”.



Es cierto que el titular de Hacienda se llevará una victoria, pero pequeñita; una victoria que en la ciencia política se llama “a lo Pirro”. Porque, claro, mañana no se registrará un alza. Sin embargo, si tomara nuestra propuesta, ejecutada por la Concertación en su momento, de rebajar a lo menos por un año el impuesto específico a los combustibles, podría disminuir el precio en 70 pesos. Ahí sí que efectivamente se podría mostrar sonriente frente a las cámaras y hacer el anuncio. ¡Eso es lo que le proponemos!



No mantengamos el precio del producto: ¡disminuyámoslo en 70 pesos! Eso es lo que le estamos pidiendo. Y le ofrecemos nuestros votos, que están a su disposición para rebajar ese tributo, como en su momento lo hicieron nuestros Gobiernos, a los cuales la Administración actual, durante la campaña, acusó de estrangular a la clase media.



¡Pero parece que el estrangulador anda dando vueltas por aquí cerca...! Porque no se contempla ninguna medida que, en el fondo, vaya a resolver el problema. ¡Y, entonces, el precio en las Regiones se eleva, superando en las más apartadas la barrera de los 800 pesos! ¡Y las pequeñas empresas sufren, las microempresas se ahogan y la economía nacional se asfixia!



Además, permítaseme expresarle al titular de Hacienda, con toda franqueza, que esta era una parte del proyecto que se propuso, porque se trata del SIPCO. Después iba a venir un seguro que resolvería la dificultad. ¿Y qué seguro se va a contratar ahora, con el estado de la economía mundial?



El señor Ministro dijo en la Comisión de Hacienda: “No podía adivinar el conflicto de Libia”, tratando de mofarse un poco de quienes hicimos presentes -el propio Senador señor Prokurica lo planteó en el momento de la discusión- las enormes tensiones geopolíticas en la zona del Medio Oriente, donde se ubican los principales yacimientos de crudo. Si no era Libia, iba a ser otro país. Lo sabe perfectamente.



Se advirtió que las condiciones no permitían simplemente dejar morir el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo. ¡Y se le dejó morir! Y el titular de Hacienda propuso un sistema que ahora quiere adelantar. Sin embargo, no podrá implementar el seguro propuesto por la propia ley que trajo acá. ¿Por qué razón? ¿Cuál va a contratar con el drama en Japón? ¿Qué ocurrirá con la economía mundial si se detienen las centrales nucleares y ese país tiene que lanzarse, desesperado, a comprar petróleo en el mercado? Con la volatilidad de los precios, ¿a qué seguro se accederá?



¿El señor Ministro tiene la llave para asegurarnos que no seguirán las tensiones en el Medio Oriente? ¿Acaso no es perfectamente posible que algunas de las autocracias que durante décadas han oprimido a esos pueblos se desplomen producto de la protesta popular y se registren nuevas alzas del precio del petróleo?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La Mesa le concede un minuto para terminar su discurso, señor Senador.

El señor ESCALONA.- Gracias, señor Presidente.



¡Lo que estamos sugiriendo es un camino seguro, estable, sólido, permanente!



¡Lo que estamos sugiriendo es que, ante el descontrol de los precios de los combustibles en el mercado mundial, no se mantenga a los automovilistas y la clase media en la incertidumbre y que se rebaje de 6 UTM a 4,5 el impuesto específico, como lo hizo nuestro Gobierno!



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Les pido a quienes nos acompañan en las tribunas que no hagan manifestaciones de ningún tipo.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, antes de referirme al proyecto en sí, deseo contestar dos frases del señor Senador que me antecedió. Comprendo que la Oposición, en su desesperación, le eche la culpa de todo al Gobierno.



El primero de los elementos que quisiera exponerle a mi Honorable colega es que constituye una exageración responsabilizar a esta Administración de los altos precios, por ser un factor que no controla.



No sé si al leer el diario Su Señoría se pudo dar cuenta de una situación que advertí, por supuesto, cuando se originó la presente discusión, lo que hice justamente porque la Oposición retrasaba el tratamiento del proyecto. Expresé: “Si explota en este minuto una guerra, el país va a estar descubierto”.



El Gobierno fue responsable y envió, en su oportunidad, la iniciativa. Lo que pasa es que la tramitación fue lenta, lo cual no es responsabilidad del Ejecutivo.



En segundo lugar, ya que se hizo referencia a aquellos tiranos que humillan y oprimen a los pueblos de África, debo puntualizar que hace pocos días leí en un diario que los militantes del Partido del señor Senador iban a pedir recursos adonde ese caballero que hoy día tiene armada una guerra civil. Así que me extrañan las dos posiciones de mi Honorable colega, porque no logro entenderlas.



Deseo consignar que la crisis que han ido generando los países del mundo árabe es netamente la responsable del precio de los combustibles. En las últimas tres semanas, señor Presidente, el valor del petróleo ha aumentado en 23,3 por ciento. Esto no había ocurrido con esa virulencia en los últimos 20 años, producto de que nos hallamos frente a una escalada, a una guerra, a una situación que resulta imprevisible y que ha originado los efectos que todos sabemos.



El Gobierno, con el proyecto de ley que ha enviado, busca proteger y amparar a nuestros consumidores, a las pequeñas y medianas empresas y, por supuesto, a la clase media. El articulado producirá los efectos que descarta mi Honorable colega. Lo que pasa es que el sistema estaba preparado para un calendario que no alcanzó a iniciarse. Y lo que hace el texto en estudio es efectuar justamente un perfeccionamiento para que la legislación entre a regir después de haber sido aprobada en el mes de febrero, anticipándose la plena vigencia del SIPCO.



Es curioso, señor Presidente, que la Concertación critique la iniciativa, en circunstancias de que, durante 20 años, nunca quiso utilizar un mecanismo que resolviera el problema de fondo.



Es más, el sistema mencionado por el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra rebajó por un tiempo, efectivamente, el precio de los combustibles. Pero digamos la verdad: destruyó a la ENAP, entidad estatal tan protegida por su sector. Hoy día, señor Presidente, ella debe 4 mil millones de dólares y su patrimonio asciende a 400 millones. ¿Esa es la forma responsable de defender al país? Pienso que también se defiende a los chilenos cuando se resguarda el patrimonio de todos ellos, que integran las empresas del Estado.



El proyecto incluye una segunda etapa, descrita por mi Honorable colega Escalona y que me parece también necesaria. ¿Por qué negarnos a los mecanismos que establece el mercado, como la fijación del precio de los seguros? Estoy cierto de que este no será el actual, ya que hoy se registra una guerra civil en uno de los países productores de petróleo.



Ahora, nosotros no hemos cambiado de posición. Durante una década, les pedí a los Gobiernos de la Concertación -junto con el Senador señor Orpis, Presidente de la Comisión de Minería- un impuesto móvil. ¿Qué significa eso? Que, cuando sube el precio internacional, baja el impuesto específico, de manera que la situación de los consumidores chilenos no se haga más gravosa por el factor tributario, lo cual nos parecía injusto. ¡Es lo que hace el proyecto! La idea es que el impuesto específico sea móvil, de modo que baje cuando suba el precio internacional.



Todos quisiéramos -y, por supuesto, no he renunciado a ello- lograr los objetivos deseables: por un lado, proteger a los consumidores, y, por el otro, ser también responsables, como cuando fuimos Oposición, porque es preciso mantener el ingreso fiscal, de tal manera que el Estado pueda responder a sus obligaciones.



Finalmente, pido al Senado aprobar el proyecto.



Y no renuncio a la esperanza de que, en un diálogo que sostengamos en el futuro con amplitud de criterio, podamos pedirle al Gobierno que reestudie una rebaja del impuesto específico, pero no precisamente por la cuestión que nos ocupa, sino porque, a mi juicio, desapareció su justificación. Ello no se refiere a la necesidad de los recursos, sino a la forma como opera.



Formulo un llamado, por supuesto, para que podamos abrir ese debate.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, cuando en enero pasado debatimos el proyecto tendiente a lograr un cambio o flexibilización para aplicar un sistema de amortiguación cuando se verificaban variaciones en los precios internacionales de los combustibles, el Senador que habla se abstuvo de votar, porque, en su opinión, compartida por varios Honorables colegas, no se resolvía la cuestión central.



Se cambió el FEPCO por el SIPCO, es decir, el Fondo por un Sistema, el cual garantizaba que el Estado no pondría un peso y que las fluctuaciones menores seguirían siendo absorbidas por los consumidores.



Deseo llamar la atención al Senado respecto a que estamos realizando un debate completamente falso en cuanto a las preocupaciones de los usuarios y consumidores de combustibles, porque lo que hoy día espera el país es una rebaja del precio -no solo que lo contengamos el día de mañana-, cuyo nivel resulta insostenible.



El señor Ministro, con razón, defiende la Hacienda Pública y dice: “No puedo rebajar el impuesto específico,” -la propuesta formulada por mi Honorable colega Escalona causaría un impacto significativo- “porque cuento con determinados ingresos para financiar ciertos gastos establecidos en el Presupuesto de la Nación”.



Tenemos una proposición para que el titular de Hacienda siga manteniendo los ingresos fiscales, pero con una modificación en cuanto a quiénes pagan el tributo.



Este último se estableció hace 25 años para que, al final del día, lo cancele solo el 20 por ciento de los consumidores, porque el resto se encuentra exento o lo recupera. Sin importar el precio del litro de bencina, cada usuario paga 255 pesos únicamente por concepto del impuesto. Si lo hace solo un quinto del total, ¿por qué no aprobamos una modificación -la hemos propuesto por medio de un proyecto de acuerdo- para que lo enteren todos los consumidores? ¿Por qué no lo democratizamos?



Hoy día, las empresas cancelan 255 pesos, pero recuperan cerca del 80 por ciento, de modo que, al final, el monto es de alrededor de 50 pesos.



Si hacemos que todos paguen el impuesto específico y lo bajamos de 255 pesos a 50, ello significará que el precio del litro de combustible, que asciende a 750 pesos, sería de 550.



Ahí coincidiría en que esa es una gran noticia para el país. Y el señor Ministro se luciría al anunciar que habríamos terminado con un tributo regresivo. ¿Por qué reviste tal carácter? Porque hace 25 años los usuarios del transporte privado pertenecían principalmente a los sectores de altos ingresos o medios altos, pero, actualmente, la clase media y otras más vulnerables acceden a un vehículo. Las políticas públicas de los últimos años han posibilitado que familias modestas lo adquieran, mas, con el nivel de precios vigente, están impedidas de seguir financiando el combustible que demanda.



¿Por qué no generamos una democratización? ¿Por qué la industria aeronáutica no contribuye al pago del impuesto? No me refiero a 255 pesos, sino a 50.



La mayor parte del volumen de consumo de combustible en el país no corresponde a los automovilistas ni a la clase media, sino a la minería, a la aeronáutica y a la industria, en general. ¿Por qué no efectuamos una distribución entre todos -personas naturales, jurídicas, consumidores, empresas- y pagamos solo 50 pesos de impuesto específico, con un impacto de 200 pesos menos en el precio final?



Creo que, en definitiva, ello significaría hacer lo que la gente espera, que no consiste en modificar la flexibilización para que una comisión especial vea cuándo se aplica el alza, la cual tendrá lugar de todas maneras.



Somos un país dependiente del combustible. No podemos controlar lo que ocurre en los Estados productores de petróleo ni el aumento en los precios, que proseguirá. Pero sí tenemos el control -y es una decisión del señor Ministro y del Gobierno- en cuanto a reducir el impuesto específico, para democratizarlo y que todos lo paguen, y que no lo hagan solo unos pocos, que son los más vulnerables.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, tal como lo discutimos hoy día en la Comisión de Hacienda, me parece que estamos repitiendo el mismo debate realizado cuando hace unos meses se aprobó en la Sala el proyecto que luego se convirtió en la ley N° 20.493.



En esa oportunidad señalamos con claridad, sobre la base del informe financiero entregado por el Ministerio, que no había ninguna posibilidad de que el sistema funcionara. Eso es lo que ha sucedido.



Y hoy día, con esta nueva iniciativa, se pretende remediar en parte el mecanismo para resolver una situación de corto plazo.



En el informe mencionado -y el señor Ministro lo expresó claramente en la Comisión de Hacienda- se contemplaba cero gasto fiscal. Cuando se hacía referencia a 3 millones de dólares -se consideraba un monto de 250 pesos-, era el todo y la nada misma. Se trataba de que el Fisco no pusiera plata con motivo de los cambios en los valores de los combustibles a nivel nacional.



La discusión se llevó a cabo, la reiteramos y expusimos todas las dudas sobre el seguro: ¿cómo se iba a contratar?, ¿cuáles eran las condiciones?, ¿dónde se hallaba habilitado?



Es la misma conversación que sostuvimos hoy en la mañana. Repetimos las mismas consultas que hace cuatro meses.



En esa primera oportunidad, entonces, voté en contra del proyecto tanto en la Comisión de Hacienda como en las Comisiones unidas, así como también en la Sala, porque estimé que no resolvía el problema. Y el tiempo ha dado la razón.



Considero que la iniciativa en debate es “una aspirina”, por llamarla así, porque si Sus Señorías analizan el estudio financiero entregado por el Gobierno, observarán que se expresa que el costo para los próximos días asciende a 38 millones de dólares. O sea, se resuelve el problema de las siguientes dos semanas. 



Ello queda demostrado en forma clara. No conocemos cuál va a ser el costo más adelante. Solo sabemos que hoy día existe un problema en los países árabes y que seguramente el precio bajará -estaba en 105 dólares el barril- si Gadafi llega a controlar todo el país. Anoche vimos en la televisión de Arabia Saudita una altísima cantidad de armas en Bahréin, y es probable que se calme la situación. Además, tampoco conocemos lo que va a pasar en Japón en los próximos 60, 90 o 120 días.



Por lo tanto, dentro de ese período, o el Gobierno pone otros 40 millones de dólares en el momento en que el precio suba, o, de lo contrario, tendremos que discutir otro proyecto.



Aquí lo único que se está haciendo es amortiguar el incremento de 25 a 30 pesos que experimentaría el precio de la bencina esta semana. Pero ya hubo un alza y este es alto.



Durante la crisis 2008-2009 le pedimos reiteradamente al Ministro de Hacienda que bajara el impuesto específico a los combustibles. Y cuando presentó la iniciativa con las medidas para enfrentar esa crisis, se redujo el gravamen, después de un largo debate, de 6 a 3 UTM por metro cúbico. Luego, a medida que la crisis iba resolviéndose, el Ministro regresó con otro proyecto al Congreso y solicitó que volviéramos a la cifra de 6 UTM. Y aquí, después de discutirlo, dijimos: “No lo regresaremos a 6, sino que lo elevaremos solo a 4,5”. Y así quedó hasta el 30 de marzo pasado, a fin de que el nuevo Gobierno resolviera en cuánto quedaba.



En la primera reunión de la Comisión de Hacienda de ese mes, el Ministro de Hacienda nos informó que el Ejecutivo no enviaría ninguna iniciativa y que, por lo tanto, el impuesto volvería a 6 UTM por metro cúbico.



En consecuencia, no hemos avanzado nada. Se ha hablado de la clase media y del altísimo costo de la bencina en Regiones: sobre los 800 pesos por litro. Y por eso le dijimos al señor Ministro: “Analicemos el fondo del problema”.



Esta iniciativa resulta ser una aspirina para resolver la situación por las próximas dos semanas: los 38 millones de dólares son para solucionarla. Al igual que en el proyecto que creó el SIPCO, no se contemplan recursos.



El Senador señor Tuma ha planteado que el 21,4 por ciento de los consumidores paga el impuesto específico y que el resto no lo hace. Y todos los Ministros de Hacienda, como es lógico, cuentan con este ingreso de más de 2 mil millones de dólares. El año pasado creció 35 a 40 por ciento lo recaudado por este concepto.



Por lo tanto, pienso que esta iniciativa no resuelve el problema.



Eso sí, me molesta que algunas autoridades -no el Ministro; lo digo claramente- señalen que hoy debemos votar a favor o en contra del proyecto y que, de suceder lo segundo, quedaríamos expuestos ante la opinión pública, porque mañana habría que pagar más debido al impuesto específico.



¡Eso es un chantaje!



Por consiguiente, en tal sentido -lo señalo con claridad-, voy a mantener la votación que emití cuando se discutió el proyecto que estableció el SIPCO, por los mismos argumentos que entregué en esa oportunidad, y que hoy reitero, en la esperanza de que, como el señor Ministro ofreció, a fines de abril podamos analizar con visión general los sistemas de seguros. Porque no sabemos cómo son. Conocemos los seguros que toman las empresas, pero no los que contratan los países. Nos hallamos en una indefinición acrecentada por la situación internacional.



En consecuencia, démonos el espacio para estudiar lo relacionado con el impuesto específico. Hay múltiples formas de actuar en este ámbito sin disminuir -como muchas veces se ha dicho- la recuperación global.



Hay analistas que han señalado de manera reiterada -lo hicieron en la discusión de la iniciativa a que me referí- que este sistema no tenía ninguna salida, que no iba a resultar. Y lo expresaron nuevamente ahora.



Como Comisión de Hacienda, hemos estado disponibles -se lo manifestamos al señor Ministro- para discutir en serio este tema de una vez por todas. Aquí los que pagan fuerte son la clase media y las Regiones. Y me parece que no se merecen tal castigo.



Tenemos los instrumentos, los recursos y las fórmulas para efectuar un estudio serio en la materia y no seguir arrastrando el problema.



Por eso, esta tarde voy a mantener mi postura en este ámbito y no acompañaré esta iniciativa de ley.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, resulta evidente que la economía chilena enfrenta hoy un problema adicional: el alza en los precios internacionales de los combustibles producto de situaciones políticas cuya resolución, obviamente, se encuentra fuera de nuestro alcance.



Existen distintas maneras de abordar el asunto. Una de ellas la señaló con mucha claridad el Honorable señor Escalona: bajemos el impuesto a los combustibles; reduzcamos el ingreso fiscal en cerca de 330 millones de dólares al año.



La pregunta es qué gasto público dejamos de financiar con esa menor recaudación. Porque los 2 mil millones de dólares correspondientes al impuesto específico a los combustibles se hallan contemplados en la Ley de Presupuestos del presente año. Y estoy seguro de que ninguno de nosotros quiere reducir ningún gasto considerado en esa normativa, entre otras razones porque parte importante de él está destinada a la reconstrucción del país luego del terremoto del 27 de febrero del año pasado.



Pero, si no hubiéramos vivido ese sismo, alguien podría haber dicho: “Si tenemos en el Fondo de Estabilización Económica y Social cerca de 12 mil millones de dólares, por qué no sacamos de allí 330 millones, los ingresamos al Presupuesto y equilibramos las cifras”.



El problema de eso radica en que convertir esos dólares a pesos haría que siguiera bajando el precio del dólar.



Además, reducir la recaudación tributaria ahora significaría menor crecimiento económico; mayor presión inflacionaria; que el Banco Central subiera la tasa de interés de manera más rápida que la actual; que la pequeña empresa, a la que todos defendemos legítimamente, terminara pagando mayores intereses y siendo afectada por la vía de una mucho mayor carga financiera.



Lo que quiero decir, señor Presidente, es que optar por una u otra solución tiene costos. 



La que nos propone el Ejecutivo implica que, si el precio internacional de los combustibles continúa subiendo, seguiremos pagando un valor más alto por ellos. Porque, al entrar en funcionamiento el SIPCO, las fluctuaciones van a ser menores. Pero no nos engañemos, de continuar el alza internacional, el precio interno de los combustibles va a seguir aumentando.



Sin embargo, ese mal es mucho menor que un crecimiento de la economía más reducido. Porque en este caso lo mismo ocurriría con los empleos. Y la gran política social del Presidente Piñera se centra precisamente en la creación de miles de nuevos puestos de trabajo, como lo vimos en 2010, cuando surgieron 470 mil nuevas ocupaciones: ¡470 mil personas se incorporaron al campo del consumo y hoy disponen de un ingreso mensual!



Yo apuesto por esa vía de solución: mayor crecimiento económico, mayor cantidad de empleos, mayor capacidad de consumo, mayor poder de compra.



Eso, en definitiva, es bastante más positivo para todos los chilenos.



Por tal motivo, considero que debemos apoyar la iniciativa que ahora nos presenta el Gobierno.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, parto diciendo que este es un mal proyecto.



Las iniciativas de ley se evalúan de acuerdo a si logran el objetivo para el cual se plantean, se elaboran y se envían a tramitación al Congreso. ¿Y por qué esta es mala? Porque no resuelve el problema del alza o las variaciones intempestivas, bruscas en el valor del precio del petróleo a nivel internacional. 



Tanto es así que, cuando se tramitó el proyecto que creó el SIPCO, la Concertación dijo con total claridad que no iba a servir, que era mucho mejor el Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo (FEPC), al cual dejaron morir porque no querían asumir un compromiso con la clase media ni gastar recursos en esto.



Lo señaló, con total claridad, el Senador señor Frei. Ojalá el gasto fuera cero. La Concertación destinó 350 millones de dólares anuales en favor de la clase media y de la gente más humilde para mitigar el alza del precio de los combustibles. ¡Lo hizo la Concertación!



El Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles era una herramienta mucho mejor para tal objetivo, pero al Gobierno no le interesaba. Y el proyecto venía tan mal elaborado, que ahora el problema no solo obliga a adelantar la entrada en vigencia de la ley -que, lamentablemente, no sirve y que, quizás, podría empezar a regir en dos semanas más-, sino que también se cambia el texto de manera sustancial. Porque con la banda de precios establecida en la ley publicada el 14 de febrero de este año -o sea, hace un mes- no existía ninguna forma de inyectarle recursos al sistema, pese a la tremenda alza que ha habido y por la cual todo el mundo reclama.



Por eso, reitero: este es un mal proyecto, que demuestra la impericia del Gobierno cuando presenta una iniciativa legal al Congreso y no escucha a la Oposición, que le plantea, con total claridad, que ella no resolverá los problemas de la gente.



Los colegas de enfrente dijeron durante años: “Hay que eliminar el impuesto específico a los combustibles”; “No se justifica este impuesto, que viene de 1985”; “Hoy día las carreteras están concesionadas”.




Ese discurso lo escuchamos millones de veces. ¿Y quién bajó el impuesto específico? La Concertación. Lo disminuimos a la mitad. Pero volvió a subir durante esta Administración, habiendo tenido el Primer Mandatario la posibilidad -como aquí se ha señalado- de enviar una iniciativa para que no volviera a 6 UTM el metro cúbico.



O sea, hoy día los chilenos están pagando un impuesto -250 pesos por litro, más o menos-, debido a que el Presidente de la República de este Gobierno, de una coalición que siempre sostuvo que había que eliminar el impuesto específico porque era injusto, porque usurpaba recursos de la clase media, no quiso eliminar el impuesto específico y tampoco mantenerlo en 4,5 UTM el metro cúbico. ¡Esa es la verdad! Podría haberlo efectuado perfectamente. Nosotros no podíamos: no tenemos facultad para ello. 



Así que existe una tremenda incoherencia entre el discurso que la Alianza por Chile utilizó durante años y lo que esta coalición ha hecho durante la actual Administración. Encima, dejó morir un sistema que era exitoso, que inyectaba recursos cuando había un alza, logrando compensarla, mitigarla, y ayudaba a la clase media.



Este proyecto no apoya a la clase media; está mal elaborado, mal formulado; es un parche. No va a disminuir el precio de los combustibles. Lo único que hará es evitar que mañana suba 25 pesos. ¿Qué estamos planteando nosotros? Reducir el valor por lo menos en 70 pesos y bajar el impuesto específico a 4,5 UTM.



Y, finalmente, me voy a referir a un tema bien importante: la recaudación. Este año se recaudarán 5 mil millones de dólares adicionales por el precio del cobre. ¡Cinco mil millones de dólares adicionales! ¡Este Gobierno no requiere más recursos! Los indispensables para llevar a cabo la reconstrucción ya están garantizados. 



Por lo tanto, no engañemos al país, porque no necesitamos esa plata. Es mucho mejor que la tengan los transportistas escolares, los taxistas, la clase media, la gente que hace un tremendo esfuerzo para salir adelante y, justamente, enfrentar las alzas de los alimentos y de los combustibles.



Ese es el llamado que estamos haciendo: busquemos una fórmula de largo plazo que resuelva el problema de manera real, y que el Estado se meta la mano en el bolsillo. No como ahora, donde para el Gobierno ojalá no se gastara un solo peso, a diferencia de lo que hizo la Concertación, cuando se destinaron más de mil millones de dólares, en cuatro años, a mitigar el impacto del alza de los combustibles en el bolsillo de los chilenos y chilenas.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en verdad esto es como una película o como el eterno retorno.



Le dijimos al Ministro de Hacienda, en esta Sala, que el mecanismo propuesto no iba a funcionar. Le hicimos una serie importante de preguntas. 



Lo que me queda claro es que el alzhéimer sufrido repentinamente por la UDI también se extiende a Renovación Nacional. ¡Alzhéimer! Se olvidaron que pedían la eliminación completa del impuesto específico. El Senador Pérez Varela afirmó: “Le he solicitado al Gobierno que lo rebaje”. Bueno, su Gobierno no le hace caso. Se lo pidieron al Presidente Piñera, porque fue él quien expresó que no le gustaban los impuestos específicos. Ahí está en la página web de su campaña. Y la UDI, que durante 20 años criticó a la Concertación, hoy día se muestra incapaz.



Al menos tengan la hidalguía de decir que aquello que exigieron por 20 años no son capaces de hacerlo en un año de gobierno. Y expliquen las razones.



El Ministro Larraín, señor Presidente, se equivocó. Y yo esperaría que los costos que han pagado los usuarios por el alza de las bencinas les fueran reincorporados, reembolsados, pues ellos no tienen por qué ser conejillos de Indias de los Ministros de Hacienda.



En materia de precios de combustibles, le dijimos: el 12,5 por ciento es un porcentaje altísimo. Y, por cierto, la gente que tiene automóvil ha debido pagar estas alzas sucesivas.



Yo no sé de adónde viene el apuro por evitar el aumento de 22 pesos el jueves. Desde luego, nos gustaría que los precios no subieran. Se dice: “Ahora viene el Presidente Obama. Ojalá que la gente esté más contenta”. Pero todas las cosas se facilitan antes de la visita del Presidente de los Estados Unidos.



Si hay una mínima coherencia, el mecanismo ofrecido por el Gobierno no puede significar cambiar cuatro palabras del texto que aprobamos en febrero para conseguir dos semanas más de estabilidad o, en definitiva, solamente para solventar un alza de 22 a 25 pesos.



A mi juicio, eso no es responsable. La vez anterior voté a favor del proyecto, pero con todas estas observaciones. Al Ministro le hice un conjunto de preguntas que hoy cobran plena vigencia.



¿Chile deberá seguir pagando una prima? ¿Se contratarán seguros? ¿Quién se va a atrever a contratarlos ahora? ¿Podría explicar el señor Ministro el impuesto negativo variable que se traducirá en una rebaja final a los combustibles? En definitiva, ¿bajará o no el precio de estos?



Uno nunca sabe cuándo habrá otra guerra ni qué país invadirá Estados Unidos para detectar un aumento en el precio del petróleo. Claramente, necesitamos un sistema mucho más seguro. El que está ofreciendo el señor Ministro no lo es; se trata de un mecanismo absolutamente transitorio que reniega del elemento fundamental: la eliminación o reducción progresiva del impuesto específico, que es, en definitiva, lo que pedían a gritos quienes hoy gobiernan.



La actual propuesta solo busca parchar un error. Y no se puede experimentar con el bolsillo de los usuarios. 



Le preguntamos al señor Ministro: “¿Cómo garantiza usted que este seguro va a ser mejor que el Fondo de Estabilización?”. 



En verdad, no creo que los economistas de la Concertación hayan estado tan equivocados. 



Llega un nuevo Ministro, proveniente de Harvard y del sector privado, que nos propone un mecanismo donde gastamos menos de un tercio que la Concertación.



Bueno, no funcionó. Claro, uno podía predecir lo que iba a pasar en Libia; pero, en realidad, es tarea de los Ministros de Hacienda tomar prevenciones. 



Lo dijo el Presidente de la República cuando ordenó la alerta de tsunami: es mejor prevenir que lamentar. Pero no ha sido así con el bolsillo de los consumidores, donde ha sido mejor lamentar. Como el Gobierno no paga, sino que lo hacen los usuarios y los consumidores, entonces es posible lamentar, porque el bolsillo es del otro.



Y ahora, señor Presidente, nos piden que aprobemos un proyecto de ley, no en 24 horas, ni en 12, ni en 6. ¡En 2 horas! ¡Eso nos piden! Con un mecanismo muy poco comprensible y que, como señalaron el Senador Frei y el Diputado Lorenzini en la Cámara, viene a ser un parche, un mecanismo parcial que no da cuenta de una solución permanente.



Los prejuicios ideológicos que la ENAP albergó durante los Gobiernos de la Concertación aún se mantienen. La pregunta es: ¿resulta factible seguir pensando en invertir o en explorar en el Oriente Medio, en Egipto, en África? ¿No es posible pensar, por ejemplo, en el petróleo de Venezuela, que reiteradamente ha sido ofrecido, pero que no se ha aceptado por un prejuicio ideológico?



¡Cuarenta mil millones de dólares le compra Estados Unidos a Venezuela en crudo! ¡Ahí no hay prejuicio ideológico! Y, sin embargo, Chile, este país pequeñito del Cono Sur, se niega a hacer negocios con Venezuela, aun cuando este podría ser un gran socio en materia petrolera.



En definitiva, nos deben brindar una solución más permanente.



Yo, señor Presidente, me voy a abstener, pues, en realidad, me gusta la idea de que no haya alza el día jueves, pero más me gusta la de que no existan alzas permanentes, con un mecanismo seguro y estable. 



Y también me voy a abstener porque considero que el Gobierno ha actuado irresponsablemente. El error del Ministro Larraín no lo pueden pagar los consumidores, los usuarios de automóviles, y debe ser corregido por una propuesta nueva y definitiva.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, también voy a comenzar mi intervención señalando que durante la tramitación del proyecto anterior se advirtió una y otra vez en las Comisiones unidas de Hacienda y Minería acerca de lo que podía ocurrir. Distintos Senadores -particularmente el señor Frei, la señora Rincón y el señor Escalona- planteamos diversas dudas: que no nos parecía un mecanismo adecuado; que se veía bastante inflexible; que era muy alta la banda de precios. 



En ese momento, nadie imaginaba ni tenía claridad sobre lo que iba a ocurrir después. Sin embargo, no nos parecía un mecanismo adecuado. Además, había tremendas dudas respecto del funcionamiento de un seguro. Se preguntó al respecto muchísimas veces. Y tengo la sensación de que, en este caso, el Gobierno fue extraordinariamente soberbio, porque creyó tener un gran proyecto. No nos quiso escuchar ni tomó en cuenta los argumentos que le dimos. La consecuencia de ello la estamos viendo hoy: un proyecto tramitado a toda carrera que constituye  -como se ha dicho bien claro- una “aspirinita”, porque ni siquiera da para aspirina. Es una “aspirinita” para que los pobres usuarios no sufran un alza de 20 pesos en el precio de la gasolina el próximo viernes. Eso es lo que está ocurriendo. 



Todo lo que se ha señalado acerca de la defensa de la clase media y de los consumidores es totalmente inefectivo. En este momento queda claro que no se va a hacer rebaja alguna.



Aquí no se ha querido escuchar lo manifestado incluso en forma unánime en la Cámara de Diputados. No se ha atendido el proyecto de acuerdo firmado de manera transversal por las bancadas. 



En los cuatro períodos que integré la Cámara Baja, el entonces Diputado Julio Dittborn criticó numerosas veces la vigencia del impuesto específico a los combustibles, preguntándose por qué no se rebajaba. Todavía recuerdo cómo alzó la voz en cada oportunidad que se trataba el tema. 



Y yo ahora les recuerdo que fue la Presidenta Bachelet quien, en el momento de la crisis bastante grave que debimos enfrentar -no la provocamos nosotros, por cierto; pero, dado que vivimos en un mundo globalizado recibimos las consecuencias-, tuvo el coraje de reducir ese tributo. 



Lamento profundamente que la primera medida de este Gobierno haya sido volver a un sistema que no nos brinda seguridad y que impidió quedarnos -como tantos pedimos- con una cifra razonable en los precios. 



Hoy estamos señalando lo único cuerdo. En primer lugar, que paguen todos los sectores, porque, como dijo muy bien el Senador Tuma, algunos no lo hacen y tal obligación debiera ser generalizada. 



La verdadera solución es rebajar el impuesto específico por un período prudente, transitorio -un año o un año y medio-, ya que no sabemos con certidumbre lo que va a seguir ocurriendo debido a la crisis del Medio Oriente y menos ahora, dada la situación de Japón.



¿Qué estamos diciendo? Que se haga una rebaja, pero sin esta parodia de solución. 



Durante este año, se ha aumentado el precio de la bencina -lo que tiene que soportar directamente el 35 por ciento de los chilenos-, sobre los 86 pesos, lo cual no solo repercute en los usuarios de automóviles, sino también, de modo indirecto, en el costo del transporte público -el Transantiago, por ejemplo- y en el alza de los alimentos. 



Una cosa más, señor Ministro: nunca hemos oído que haya preocupación por las Regiones. Por supuesto, la vigente es una política centralista a la que estamos acostumbrados. Pero no he oído ni una palabra de inquietud por saber cuánto más cuesta a las Regiones que nosotros representamos el precio de la gasolina.



En la Región de Atacama, el precio actual es de 81 pesos más caro que en Santiago. ¿Hasta cuándo? ¿Por qué? ¿Es justo esto?



Entonces, la única solución consiste en reducir el impuesto específico de 6,5 a 4,5 UTM por metro cúbico. No hay otra, entendiendo que se trataría de una medida transitoria, hasta que la situación se presentara más favorable.



Dejo constancia en la Sala de que me voy a abstener, porque soy incapaz de votar esta iniciativa. 



Quiero que se contenga el alza, pero lo que se nos ofrece no representa solución. 



Soy incapaz de aprobar un proyecto que no es serio, que es un parchecito y que, en verdad, no aborda el problema de fondo.



¡Vergüenza debiera darles a aquellos que lo defienden como si fuera una gran iniciativa!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en una sesión del mes de enero, cuando se discutía el proyecto de la ley que hoy intentamos modificar, sostuve claramente: “Ahora bien, creo que el proyecto que nos ocupa no es bueno. Y el Gobierno habrá de asumir su responsabilidad si el sistema planteado funciona mal. En todo caso, pienso que los fondos que prevé el mecanismo propuesto no van a ser suficientes.



“Esta iniciativa tiende a ahorrarle recursos al Fisco. Mi duda estriba en si ese ahorro, sobre todo en la primera etapa, producirá el efecto que se persigue.”.



Esta no fue solo una inquietud mía. Muchos otros Senadores también la plantearon. Sin embargo, el Gobierno sostuvo que lo que nos traía como fórmula iba a operar. Todos sabemos que en este tiempo lo relativo al precio del petróleo no era novedad. Desde hace más de 20 años que hay ciclos de crisis relacionados con el precio del crudo. En los últimos 10 años, hemos conocido al menos tres situaciones de ese tipo.



Por lo tanto, lo sucedido era algo previsible. Por lo mismo, cuando se estableció el Fondo de Estabilización del Precio del Petróleo se pensó que iba a tener una vigencia permanente, a fin de evitar los ciclos negativos en la economía. Porque el precio del petróleo no solo es muy determinante para el costo de la bencina de los automóviles, sino que resulta fundamental para la economía, porque genera alzas en los precios y en los costos de todo tipo de actividades. 



Ahora bien, no creo que el proyecto que se nos ha hecho llegar vaya a solucionar el problema. 



¿Cómo se gestó?



Luego de su último viaje, según informa la prensa, a los pocos días de retornar al país, el Presidente de la República se dio cuenta de que el precio de la bencina subiría 28 pesos. Incluso, el día antes el Ministro de Hacienda manifestó su reticencia a revisar todo lo que tuviera que ver con el asunto. Sin embargo, el Primer Mandatario, seguramente con más sensibilidad sobre lo que podría producir un alza como esta el jueves, pidió a los Ministros de Hacienda y de Energía una solución al problema. 



Por lo tanto, en mi opinión, lo que nos han traído ahora es una solución para ese día  y evitar que la bencina suba 28 pesos. Y, por supuesto, nos enfrentan a una situación muy compleja; nos imponen una “discusión inmediata” y nos obligan a tener que decir “sí” o “no” en pocas horas. Además, se ha manifestado que si nos inclinamos por la negativa, seremos responsables del alza  de la bencina de mañana. Pero no es así.



En esta materia, el Gobierno ha sido renuente, tal como lo fue en su  momento con la situación de Magallanes, donde también se negó a cualquier tipo de subsidio. No obstante, terminó entregando lo que correspondía, por lo menos transitoriamente.



En junio, cuando terminó la vigencia del Fondo de Estabilización del Precio del Petróleo, el Gobierno presentó una iniciativa. Pero el Parlamento no es el responsable de no haberla despachado. El Gobierno no requirió las urgencias necesarias para su despacho, porque, al parecer, durante ese tiempo no había ningún tipo de riesgo de alza  en el precio del petróleo en el mercado mundial. En enero se activó tal iniciativa y se nos solicitó apoyarla. Sin embargo, nosotros reclamamos y dijimos que no serviría y que no iba a producir efectos en la primera etapa, dado el juego entre el impuesto específico y las cuatro semanas que hoy se pide que se reduzcan a dos.



A mi juicio, ahora tampoco va a tener efectos. Espero que el Gobierno no vuelva a proponernos una nueva normativa para solucionar los problemas, en el caso de persistir la crisis del petróleo. 



Por lo demás, como está planteado el proyecto -según se dijo muy bien en la Sala-, implica un financiamiento del orden de los 36 millones de dólares. Y, como manifestó el Senador Frei, creo que esa suma solo servirá para cubrir la primera etapa. 



Se dice que se va a buscar la rebaja del impuesto específico en la misma medida en que suba el precio del petróleo; y que, en vez de realizar las consideraciones necesarias en cuatro semanas, se hará en dos.



De otra parte, se otorgan facultades bastante amplias y una ponderación muy arbitraria,  para calcular aspectos que no sabemos cuáles son. Me refiero a la modificación que se hace al artículo 2°.



Pero ¿qué sucede? Si en el próximo tiempo hay alza en el precio del petróleo, el Gobierno se dará cuenta de que no fue suficiente la rebaja del impuesto específico como se propone en la iniciativa. 



En mi concepto, lo más sano es proceder como se hizo en el Gobierno de la Presidenta Bachelet. Se debió presentar un proyecto que rebajara el impuesto específico a 4,5 UTM; es decir, como estaba en el mes de marzo. Además, debió darse un plazo -un año, un año y medio o dos años-, para ver cómo fluctúa el mercado y establecer un sistema permanente de resguardo para el precio del petróleo.



Creo que todo otro sistema -acuérdense de mis palabras- hará que el Parlamento vuelva a revisar la misma situación de ahora, pues no habrá una solución permanente para la rebaja del impuesto al petróleo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador. Le damos un minuto más.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, solo quiero señalar que en materia de impuesto específico yo creí siempre que aquí había un consenso, porque en las bancadas que hoy representan al Gobierno, como en las nuestras, siempre se sostuvo la necesidad de rebajar ese gravamen. Se lo he escuchado al propio Senador Prokurica. 



Entonces, si hay acuerdo, revisemos este tema, terminemos con el problema y demos estabilidad al precio de los combustibles.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

La señora ALLENDE.- ¿Me permite, señor Presidente? Pido abrir la votación.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- No hay acuerdo, señora Senadora.



Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, he oído a muchos Senadores de la Concertación decir que el Gobierno no los escucha ni tiene voluntad de resolver estas cuestiones. Por mi parte, pediría al Ministro que se escuchase a sí mismo. Él dijo en esta Sala, en una sesión del mes de enero:



“En primer lugar, se ha planteado que el sistema propuesto es inseguro.



“Un señor Senador afirmó también que el Fondo no será suficiente.



“Ello no es correcto. El sistema va a ser suficiente, porque involucra estabilizar un precio dentro de un rango, con un compromiso estatal ilimitado, a diferencia del Fondo, que es limitado. Entonces, se trata de un esquema que, desde el punto de vista de la protección y la seguridad, es superior a ese otro.”.



Más adelante, afirmó: “...si bien no puedo predecir el futuro con entera precisión, sí estoy en situación de afirmar que, como Gobierno, nos hacemos plenamente responsables de que el esquema va a funcionar bien. Y, más aún, estamos completamente convencidos de que operará mejor que aquel que se está reemplazando. Por eso estamos tranquilos, señor Presidente.”.



Esas son las palabras con que el Ministro se refirió al proyecto, y que hoy día demuestran claramente que hubo una equivocación del Gobierno. Y lo que nosotros le pedimos ahora es que ojalá no volvamos en dos o tres meses a discutir el mismo tema. 



Hemos planteado una solución transitoria, que consiste simplemente en rebajar el impuesto por un tiempo determinado -algunos señalan uno, dos años; a lo mejor podría ser por un período menor-, con la finalidad de que el resultado de eso vaya directamente a las pymes, a las personas, a aquellos que están soportando el impacto del aumento del precio de este combustible.



Pedimos también al señor Ministro que revise en este proyecto las particularidades de las Regiones. Porque es distinto lo que pasa en cada una de ellas. Naturalmente, las normas propuestas no lo consideran, pues son generales;  pero, por supuesto, hay posibilidades de hacerlo. 



Entonces, más que ir a un diálogo duro, solicitamos al señor Ministro que rectifique, que conversemos, que la futura ley resuelva efectivamente la situación para que no volvamos en unos pocos meses más a escuchar de parte suya las mismas palabras que acabo de leer.



Quiero aprovechar los pocos minutos que me quedan para dar una explicación a las personas que declaran no entender por qué el Parlamento no toma medidas, diciendo: “Bueno, por qué ustedes no lo resuelven, por qué no bajan los impuestos o por qué no llevan adelante aquellos proyectos que mencionan tanto en los diarios, en las reuniones”. Y es, simplemente, porque la Constitución de la República señala, bajo el enunciado “Formación de la ley”, lo siguiente:



“Corresponderá, asimismo, al Presidente de la República la iniciativa exclusiva para:



“1°. Imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase o naturaleza...”, etcétera.



Es decir, el Congreso en esto es un mero buzón, pues no tiene posibilidades de presentar una indicación si no viene patrocinada por el Ejecutivo. 



Por eso, nosotros nos vamos a abstener en la votación. Queremos que, en definitiva, quede claramente establecido ante la opinión pública que la responsabilidad de lo que suceda con el precio de la bencina -que baje  20 pesos el jueves y que vuelva a subir, a lo mejor, 50 pesos en dos o tres semanas más- es del Gobierno y no de la Oposición.



Hemos hecho un planteamiento claro y serio para lograr de verdad lo que se ha prometido tanto: que el alza no afecte ni golpee tan fuertemente a la clase media y a los más pobres.



Así que, señor Ministro, yo le pido que no nos escuche a nosotros, sino a usted mismo. Usted sostuvo que no iba a equivocarse. Erró.



Por lo tanto, para que no volvamos a hablar nuevamente de este tema dentro de poco, démonos un tiempo -a lo mejor una hora- para tomar en consideración lo que hemos sugerido y, en un plazo más largo, para discutir con mayor profundidad una normativa que favorezca al país en general.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  El señor Ministro ha solicitado la palabra. Después de él hay unos seis Senadores inscritos. 



Se ha pedido abrir la votación. Propongo hacerlo después de que intervenga el señor Ministro, respetando el tiempo de cada uno.



Si le parece a la Sala, así se procederá.



Acordado.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, tal vez sea más eficiente que yo intervenga después de los Senadores inscritos, porque así me puedo hacer cargo de sus observaciones. A no ser que ya se vaya a abrir la votación. En cualquier caso, estoy preparado para hablar en este momento.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Señor Ministro, de acuerdo al Reglamento Su Señoría tiene el derecho preferente de usar la palabra. Si quiere hablar después, no hay problema.



Recuerdo a los señores Senadores que la petición de apertura de la votación se refiere solamente a la general.



Señor Ministro, ¿se reserva para después?

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- No, señor Presidente; no tengo inconveniente en hablar de inmediato.



En primer término, quiero hacerme cargo de algunos de los planteamientos hechos.



Parto por la cita del Senador señor Gómez, a quien le agradezco haber leído con tanta precisión lo que dije hace poco tiempo; pero deseo advertir que esas palabras -yo estoy detrás de ellas-, contrariamente a su interpretación, no constituyen un error. Y quiero explicar por qué.



Varios señores Senadores han argüido que aquí hubo un error, que el sistema no funcionó. Y en verdad, lo que estamos pidiendo es que se permita que funcione. Me parece que el juicio que se hace es demasiado severo, duro y crítico. Estamos solicitando adelantar en unas semanas su operación. Si no creyéramos en la iniciativa, querríamos cambiarla. Lo que estamos pidiendo es iniciar su funcionamiento en una semana o en algún tiempo más, para poder evaluarlo y ver qué pasó. Señalar “Esto no resultó”, “Fue un error”, “El Ministro se equivocó” antes de que comience a aplicarse el sistema me parece aventurado y un poco extemporáneo. No obstante que respeto tal punto de vista, creo que no corresponde juzgar algo que todavía no se aplica.



En seguida, junto con criticar el SIPCO -que todavía no funciona-, se alaba el FEPCO. Y quiero decir con toda responsabilidad que,  usando los mismos parámetros del FEPCO al 30 de junio -hemos hecho las simulaciones-, no habría entrado a regir sino hasta la semana pasada. 



Por lo tanto, puedo sostener que hasta ese momento ambos sistemas habrían tenido el mismo efecto en el precio de los combustibles para los consumidores.



Me hago cargo de un tercer punto. Se dice que nosotros no predijimos el conflicto de Libia; pero yo he mostrado esta mañana en la Comisión de Hacienda un gráfico -está disponible para todos los señores Senadores que quieran conocerlo- que es bastante elocuente en términos de dar cuenta de que aquel estalló un día después de que fijamos los parámetros del SIPCO. Y, por tanto, nos quedamos con un precepto del Fondo anterior, el FEPCO, por cuatro semanas. En el momento en que fijamos los parámetros, el petróleo estaba en 85 dólares, y tres semanas después, en 105. Hay un aumento de 20 dólares del precio del petróleo en el West Texas Intermediate, que es relevante para este efecto.



Por eso estamos frente a esta situación. Yo entiendo que todos los presentes -tanto los Senadores de la Coalición como los opositores y los independientes- queremos evitar que aumente el precio de los combustibles mañana. Y por eso estamos aquí. Pero también es justo reconocer que hay que mirar los timings de las situaciones. No es que nosotros desconozcamos la existencia de una zona que tiene un riesgo geopolítico en el Medio Oriente y en el norte de África. ¡Por ningún motivo! Tendríamos que ser ciegos para no verlo. Pero es imposible anticipar el timing exacto de un conflicto. El de Libia, con la escalada de precios que implicó, lamentablemente ocurrió un día después del momento en que fijamos por cuatro semanas los parámetros.



En otro ámbito, somos conscientes de que existen diferencias en los precios de los combustibles entre la zona central y las Regiones más extremas del país. Mientras más alejadas, probablemente el efecto sea mayor.



Sin embargo, ese diferencial se ve compuesto en parte por el alza del precio del petróleo. Si mañana este aumenta en 25 pesos localmente, tal incremento constituirá el precio base. Pero, como el combustible se traslada a Regiones utilizando combustible, por el costo del transporte el precio final sube. 



Por lo tanto, una primera cosa que podemos afirmar es que, si se aprueba este proyecto hoy, evitaremos un aumento aún mayor y el ensanchamiento de la brecha existente entre la zona central y las Regiones apartadas.



Señor Presidente, se ha dicho también que esta iniciativa se planteó con un nulo efecto fiscal.



En realidad, el informe financiero original consignaba estimaciones de entre 3 y 200 y tantos millones de dólares. Es una banda ancha, porque no contamos con una varita mágica para determinar cuáles serán los precios futuros del petróleo. Si la tuviéramos, podríamos establecerlos con mayor exactitud.



El informe financiero explícitamente considera la mantención del precio del petróleo en 100,8 dólares por barril. Si así fuera, el gasto estimado, no en esta semana o la próxima sino durante las 10 siguientes, sería de 36,8 millones de dólares.



En todo caso, si el precio del petróleo aumentara -ojalá no sea así- y mostrara una tendencia creciente, el compromiso de recursos fiscales sería mucho mayor. Tranquilamente podríamos duplicar esa cifra si tenemos una escalada de precios, porque la protección se mantendrá por un período más extenso.



Se ha consultado por cuánto tiempo protegeremos al consumidor del alza de precios del petróleo. Ello depende de la trayectoria que estos tengan. Si bajan en las próximas semanas, habrá una disminución en los precios al consumidor, porque no mantendremos o trataremos de reducir esa baja, sino que la traspasaremos a este.



Señor Presidente, quiero ser muy claro al señalar que nunca planteamos este proyecto -tampoco se hizo respecto del FEPCO ni del FEPP- como una herramienta permanente de subsidio a los precios de los combustibles. Tales sistemas siempre estuvieron concebidos como mecanismos de suavizamiento de precios, al objeto de evitar que alzas transitorias se traspasaren a los consumidores y permitir a estos ajustarse frente a alzas permanentes.



Así se planteó.



¿Cómo funciona el sistema, señor Presidente? A través de bajar el impuesto específico variable negativo. Si se aprueba hoy lo que proponemos, mañana se reducirá dicho gravamen. ¿En cuánto? En una magnitud aproximada de 0,7 UTM por metro cúbico, según los cálculos que ya tenemos preparados para este efecto.



También se han hecho otros planteamientos.



Por ejemplo, se dice: “Si ha aumentado el precio del cobre, por qué no gastar los recursos adicionales”.



Quiero recordar que, de acuerdo a la política de balance estructural que se ha aplicado en este país durante los últimos diez años,  que nosotros mantenemos e intentamos perfeccionar y profundizar, no podemos gastar sobre la base de los precios corrientes, sino en una perspectiva de largo plazo, lo que es determinado por un comité independiente de expertos.



Así se gastan los ingresos estructurales. 



Por lo tanto, si el precio del cobre sube, el país acumula más recursos. Si el precio baja, se sacan recursos del Fondo de Estabilización.



Señor Presidente, me referiré ahora a lo relativo a la reducción del impuesto específico a los combustibles.



En tal sentido, dejo claro que no corresponde decir, como se ha afirmado aquí, que este Gobierno aumentó dicho tributo...

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Perdón, señor Ministro. 



Conforme al Reglamento, se le asignó el tiempo de que dispone un Senador para intervenir. Ese tiempo se cumplió, y le hemos concedido cuatro minutos adicionales. Pero le seguiremos dando la palabra, si lo requiere. 



Lo hago presente para que no se vaya a producir una reacción incomprensible.



Estamos otorgándole las facilidades del caso al Ministro para que exponga todo lo que considere necesario.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Agradezco, señor Presidente, esa consideración. 



Solo estoy tratando de responder los numerosos cuestionamientos de los señores Senadores, a fin de satisfacer sus inquietudes.



Decía que no corresponde afirmar que este Gobierno aumentó el impuesto específico a los combustibles, dado que su reducción se legisló como una medida transitoria. De hecho, caducó en marzo de este año.



Ahora, siempre se puede sostener que el Ejecutivo no ha mandado un proyecto de ley para hacer permanente la reducción. Pero, cuando se tramitó la iniciativa legal pertinente, ese mecanismo fue planteado como transitorio, considerando una situación de crisis internacional, de recesión y de aumento significativo en los precios internacionales de los combustibles, mucho mayor al que hay hoy día. 



Esa realidad no corresponde a la que vivimos ahora, porque, afortunadamente, no existe crisis en la economía local, sino más bien una economía que crece sobre el 6 por ciento y que genera muchos empleos, razón por la cual la situación es distinta.



Señor Presidente, hay otra cuestión que no corresponde al actual proyecto: el carácter más permanente del impuesto específico a los combustibles.



Nosotros planteamos que para reducir un ingreso de tal magnitud se requiere buscar otra fuente de ingresos, o bien, reducir los gastos y los programas que se financian con tal tributo.



Podrá resultar a veces muy simpático decir que se quiere eliminar un impuesto. Pero lo que debo hacer -es mi rol, y Sus Señorías lo entenderán-, si alguien me pide suprimir un gravamen que significa una recaudación sustantiva (en este caso, del orden de los 2 mil millones de dólares), es ver de dónde sacar la cantidad que se deja de percibir a fin de financiar los programas contemplados en el Presupuesto, o bien, reducir tales programas y los gastos que implica. 



Eso sería lo responsable en nuestro caso.



Finalmente, con relación también al impuesto específico, se ha planteado la necesidad de ver cómo enfrentamos una situación permanente de aumento de los precios del petróleo. 



Habrá razones que podemos debatir al respecto. No quiero discutir hoy si ello se justifica o no y las políticas adoptadas por los países de la OCDE en esta situación.



Dejo hasta acá mi intervención, señor Presidente, en aras del tiempo, y quedo a disposición de los señores Senadores para responder las inquietudes que les surjan.



Muchas gracias.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se me ha pedido cerrar el debate y abrir la votación en general.



¿Habría acuerdo para proceder en tal sentido, sin reducir el tiempo de las intervenciones para quienes están inscritos?



--Así se acuerda.

El señor NOVOA.- Pido la palabra para consultar una cuestión de Reglamento, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La tiene, señor Senador.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, de acuerdo al artículo 126 del Reglamento, relativo a la discusión general y particular a la vez -me parece que es el caso-, por la sola aprobación general del proyecto este se entiende también aprobado en particular, a menos que haya indicaciones.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Existen, señor Senador. Por eso lo planteé.

El señor NOVOA.- Muy bien.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, Honorables colegas, creo que el proyecto de ley que nos ocupa representa el paradigma de lo que los Senadores de Oposición venimos denunciando desde que asumió el nuevo Gobierno: la falta de diálogo e improvisación que se observa en el actuar de su agenda legislativa.



Solo con revisar la tramitación legislativa de la iniciativa que creó el SIPCO, que el Senado aprobó en enero de este año, pueden corroborar lo que estoy señalando.



Cuando discutimos el proyecto que modificó el plazo para el reintegro parcial por concepto del impuesto específico al petróleo diésel (ley N° 20.456), ingresado por el Ejecutivo con “discusión inmediata”, los Senadores de la Concertación preguntamos numerosas veces al Ministro qué iba a hacer el nuevo Gobierno en materia de combustibles, teniendo en consideración que el 30 de junio caducaba por ley el Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles (FEPCO). Y nos entregó respuestas evasivas y poco claras al respecto.



Recién el 13 de julio, 13 días después de haber vencido dicho Fondo, el Ejecutivo ingresó a la Cámara de Diputados el proyecto que creó el nuevo sistema de protección al contribuyente que enfrenta variaciones en los precios internacionales de los combustibles (SIPCO). 



Luego de un mes de tramitación en la Cámara Baja, el 18 de agosto de 2010 se dio cuenta del proyecto en la Sala del Senado, oportunidad en la que solicité que fuera visto por las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, con el objeto de conocer en detalle la manera en que el Gobierno iba a enfrentar los problemas derivados de las continuas variaciones en el precio del petróleo y para poder despejar una serie de dudas que teníamos los Senadores de la Concertación.



Una vez conocida la iniciativa en las Comisiones unidas, manifestamos a los Ministros Larraín y Golborne serias dudas respecto a la viabilidad del proyecto de ley propuesto por el Ejecutivo. Les dijimos que nos parecía poco claro, confuso, y que en esta materia lo mejor era prorrogar el antiguo sistema de protección, mientras se estudiara y discutiera con más tiempo el asunto.



El Gobierno, nuevamente, no quiso escucharnos. Y en las Comisiones unidas nos abstuvimos todos los representantes de la Oposición.



El 28 de septiembre, tres meses después de ingresar a trámite, el proyecto fue conocido por la Sala y, a solicitud de los Senadores de la Concertación, quedó para segunda discusión. Al día siguiente se aprobó la idea de legislar y se abrió un plazo para presentar indicaciones. Durante este el Gobierno presentó numerosas modificaciones al texto original, cambiando parte importante de las estructuras de la iniciativa.



Recién este año, el 11 de enero, se aprobó en particular el proyecto. O sea, estuvo “dormido” más de cuatro meses solo en la discusión particular. 



Tal como lo hice en general, volví a votar en contra. Mis argumentos fueron que el Ejecutivo había llegado tarde y mal, y que se iban a producir alzas en los precios de los combustibles. 



Desgraciadamente, la improvisación no terminó acá. 



La Cámara de Diputados aprobó el proyecto de ley en tercer trámite el 12 de enero de 2011, un día después de que lo aprobáramos nosotros, dada la “suma” urgencia que le había colocado el Gobierno un par de días atrás. 



Solo el 14 de febrero se publicó la ley N° 20.493.



En resumen, señor Presidente, una improvisación de principio a fin.



Hoy discutimos en el Senado una iniciativa legal del Gobierno que adelanta la vigencia del SIPCO. ¡Solo adelanta su vigencia! 



El Ministro de Hacienda explicó en la Comisión de Minería y Energía los antecedentes generales del proyecto. Señaló que el SIPCO mantuvo un inciso antiguo del FEPCO, en virtud del cual cada parámetro debe contar con una vigencia mínima de cuatro semanas. Por lo tanto, no se podrá aplicar el sistema hasta el 24 de marzo si no se aprueba la presente iniciativa.



Las preguntas que no podemos dejar de hacer en esta Sala son las siguientes: ¿Por qué el Gobierno no se preocupó de tramitar el SIPCO como correspondía? ¿Por qué no se adelantó la fecha de publicación de la ley? ¿Por qué el Ejecutivo no le dio a dicho proyecto la urgencia necesaria a fin de que al comenzar este año el SIPCO se hallara plenamente vigente, en lugar de encontrarnos legislando a última hora y con poca claridad sobre lo que estamos votando? 



La única respuesta a todo ello es la improvisación con que actúa el Gobierno.



Por eso le manifestamos al Ejecutivo la necesidad de mantener el impuesto específico a los combustibles en una proporción menor a la existente. Fundamos la solicitud en el hecho de que se trata de un gravamen que permite hacer frente a algunas externalidades negativas del combustible por el uso del transporte. Efectivamente, la necesidad de compensar la mayor contaminación acústica y del aire, la generada por congestión, así como las elevadas emisiones contaminantes de CO2 podrían justificar su presencia dentro de la carga tributaria. 



No obstante, creemos que se debe contar con una legislación que responda de manera efectiva a las realidades internacionales altamente fluctuantes en los valores de los combustibles. La crisis política registrada en países productores ha provocado incertidumbre sobre sus efectos de corto y mediano plazos. 



No es posible traspasar a los usuarios los efectos internacionales, y tampoco una alteración tan significativa que impida un esquema de racionalidad económica que permita construir un escenario de previsibilidad razonable. 



Por lo mismo, lamentamos... 

El señor GIRARDI (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señora Senadora.



Se le concederá un minuto adicional.

La señora RINCÓN.- Decía que lamentamos -y así lo sostuvimos durante la discusión del proyecto que derivó en la ley Nº 20.493- que esta legislación no tuviera la calidad suficiente como para resolver, mitigar o acompañar los efectos de las primeras crisis internacionales que mostró la economía mundial del petróleo. 



Seguiremos junto a los chilenos en el esfuerzo de atenuar los costos. Todo ello, con responsabilidad y con un sentido más cercano a las necesidades de los pequeños y medianos usuarios, que dependen en grado relevante del uso de los combustibles para todas sus actividades cotidianas. Además, porque ello impacta en el precio del transporte y, consecuencialmente, en el de los insumos básicos, como leche, harina, pan.



Señor Presidente, durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet ya se produjo una reducción del impuesto específico a las gasolinas, de 4,5 a 3,5 unidades tributarias mensuales, lo que repercutió directamente en una rebaja de 36 pesos en el costo de la bencina. 



Desde hace muchos años, especialmente cuando la Concertación era Gobierno, los parlamentarios de Derecha solicitaban a coro la eliminación completa del impuesto específico. Hay algunos -aquí tengo las intervenciones en sesión especial- que no pedían la supresión, sino...

El señor GIRARDI (Presidente).- Concluyó su tiempo, señora Senadora.



Se le concederán los últimos treinta segundos para que redondee su intervención.

La señora RINCÓN.- Muy bien. Resumo entonces.



Señor Presidente, tal como dije en la votación del proyecto que creó el SIPCO, pienso que la iniciativa que nos ocupa también llega tarde y mal. En aquella oportunidad me pronuncié en contra. No me equivoqué: hubo alza en los precios de los combustibles, con un costo para los más pobres y la clase media. 



Hoy no votaré en contra, pues no quiero que se diga que obstruí al Gobierno. Tampoco quiero que luego aquí algún colega del oficialismo manifieste que soy “campeona en el ranking del No”, más aún cuando hay que evitar nuevas alzas en los costos de los combustibles. 



En consecuencia, como la presente iniciativa sigue siendo una no solución, en esta ocasión me abstendré.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, de manera muy breve, trataré de reflexionar sobre por qué se envía este proyecto al Congreso.



El Ministro de Hacienda dijo en su argumentación que se debe a las alzas en los precios internacionales del petróleo. 



Pero la verdad no es esa. 



Esta iniciativa se presenta por dos razones.



La primera, por el peso de la opinión pública. La gente empieza a cuestionar el sistema y a reclamar, pues está pagando en exceso por los combustibles que usa a diario. ¿Y eso qué gatilla? 



La segunda razón: el Presidente de la República se da cuenta, al volver de su largo periplo por el Medio Oriente y Europa, de que, si no arregla la situación o no da una señal, se le producirá un problema con las encuestas, las cuales, no cabe duda, constituyen el gran instrumento por el que gobierna.



¡Esa es la verdad! 



Por eso, yo partiría pidiéndole al señor Ministro un poquito más de humildad cuando llegue al Senado a solicitar que le aprueben un proyecto. 



Se lo digo fraternalmente, tal como se lo manifesté al titular de Hacienda del Gobierno anterior: ábrase a escuchar los planteamientos de gente que a lo mejor no piensa como usted pero que alguna experiencia ha ido recabando con los años.



¿Qué ha pasado? 



El señor Ministro, esta mañana, temprano, en Televisión Nacional -yo lo vi; estaba al parecer en el jardín de su casa: había un portón rojo, unas plantitas arriba; se veía muy bonito- dijo: “Si el Senado no aprueba hoy el proyecto, a la gente mañana le van a subir en 25 pesos la bencina y los combustibles”. ¡A la gente!



O sea, “Si el Senado no despacha la iniciativa como a nosotros se nos ocurrió, la gente va a sufrir mañana”.



¿Por qué? Porque “este Gobierno” -manifestó el Ministro- “está preocupado de la gente”. 



Me alegro, Ministro, de que le preocupe. Pero le pido un poquito más de humildad y coherencia.



Usted está sacando este proyecto a matacaballo, en la Cámara de Diputados y aquí, porque la normativa que presentaron tiempo atrás no funciona, tal como se lo advertimos.



La explicación que da ahora (“No podemos decir que no funciona, porque todavía no entra en aplicación”) no la entiende nadie. ¡Nadie! Si el sistema fuera tan bueno, no habría tenido para qué enviar esta iniciativa. 



Además, cuando dice que con el FEPCO se habría producido la misma situación hasta la semana pasada -inmediatamente, Ministro, le solicito un poquito más de humildad-, está reconociendo que, si hubiésemos contado con el sistema anterior, esta semana sí habría entrado en ejecución, con lo cual usted no habría tenido necesidad de enviar este proyecto a tontas y a locas.



Entonces, digámosle la verdad a la gente y mostremos un mínimo de coherencia. 



Yo respeto mucho al Senador señor García. Es un parlamentario serio. Pero debo hacer presente que, en una conferencia de prensa que dio conmigo el 23 de abril de 2008, Su Señoría expresó: “la Presidenta Michelle Bachelet y el ministro Velasco van a tener que tomar en consideración estos aspectos y adoptar una medida más radical, como por ejemplo, eliminar definitivamente el impuesto específico a los combustibles, de modo que no se anule por las futuras alzas del precio del petróleo.”. 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Yo estuve de acuerdo con él en esa oportunidad, al igual que en la sesión especial del 2006, a la cual hizo referencia la Senadora Rincón. 



En aquella ocasión le pedí fraternalmente al Ministro Velasco que se abriera y analizara el asunto, porque el tema de fondo era que necesitábamos, de manera consensuada, contar con un sistema que permitiera a los chilenos medios -los que pagan de su bolsillo, los que no pueden descontar nada- un alivio cierto al pagar menos por los combustibles.



Entonces, señor Ministro, digamos la verdad completa: “Este Gobierno sí aumentó el precio de los combustibles el año pasado”, aunque señale que el impuesto específico pasó de 4,5 a 6 UTM por metro cúbico, porque era transitorio. Por supuesto, pero a eso llegamos después de un debate tremendo. 



Y todos en esta Sala le manifestamos ese mes de marzo: “Ministro, manténgalo en 4,5”. El Gobierno podía haber extendido la transitoriedad, porque es materia de su iniciativa. 



En consecuencia, no nos venga a manifestar ahora que no aumentó el impuesto específico a los combustibles. ¡Claro que lo hizo este Gobierno!



Por último, señor Ministro, sé que usted ha expresado su deseo de estudiar a fondo el asunto. Ahí se encontrará con todos los Senadores de esta Sala, de todas las bancadas, porque las declaraciones son transversales, aunque algunas más consecuentes que otras. 

El señor NAVARRO.- ¡El Alzheimer! 

La señora ALLENDE.- ¡La memoria falla...!

El señor PIZARRO.- Sin embargo, existe consenso para buscar una fórmula o un mecanismo impositivo a los combustibles que pueda conciliar los ingresos requeridos por el Estado para los gastos sociales comprometidos con la posibilidad de que los chilenos no sigan pagando un impuesto tan alto, que, a la larga, lo único que hace es perjudicar a los que queremos beneficiar. 



¿Por qué no se utiliza una escala transitoria, móvil, en la que a mayor precio del petróleo, menor sea el impuesto; y a menor precio, mayor impuesto? 



Si el asunto radica en el equilibrio fiscal y en los ingresos -tal como siempre lo hemos discutido-, entonces conversémoslo. Veamos exactamente cuáles son las implicancias y de dónde se pueden sacar más recursos. 



Nuestro país está creciendo y lo está haciendo bien gracias a la continuidad de las políticas económicas de los Gobiernos anteriores, que usted mismo señor Ministro ha llevado adelante. Ese factor de crecimiento significa también un mayor ingreso para el erario. Estudiemos cómo lo distribuimos, conciliando que las alzas producidas en el precio del petróleo no afecten al chileno común y corriente. 



Usted dijo que a fines de abril evaluaría el sistema. La pregunta es con quién va a ponderar su funcionamiento. ¿Lo hará solo con sus técnicos? ¿Lo hará mirando las encuestas? ¿O se abrirá a considerar de manera más sistemática la opinión del Senado, de la Cámara, de expertos de distintos sectores?



Analicemos el tema en su conjunto. 



El Senado se halla disponible para buscar acuerdos que permitan por un lado garantizar al Gobierno los ingresos necesarios tendientes a financiar los compromisos políticos contraídos a nivel social, y por otro, beneficiar realmente a los ciudadanos. 



Porque la verdad de las verdades, señor Ministro -usted lo sabe-, es que este proyecto no soluciona la demanda de la gente: que se rebaje el precio que hoy paga por los combustibles; no pretende que se eviten futuras alzas. 



En definitiva, no se cumple ese objetivo. 



De tal manera que le vamos a facilitar, señor Ministro, el despacho de este proyecto. Pero no lo avalaremos ni nos transformaremos en cómplices de él, pues sabemos que no va a resolver el problema. 



Me abstengo, señor Presidente. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, ya la denominación de esta normativa es muy extraña, pues dice “que adelanta la plena vigencia del Sistema de Protección al Contribuyente del Impuesto Específico a los Combustibles”. 



Reitero que es muy rara, por dos cosas. En primer lugar, porque casi se necesita una doble aprobación para que la ley pueda surtir efecto. Eso es. 



Y, en segundo término, porque se refiere a una protección a los contribuyentes, pero la verdad es que con 38 millones de dólares es muy difícil lograrla. Más bien dicho, si aquí se hubiese buscado ese objetivo, debería haberse tomado el camino que le señalamos al Ministro en el debate sostenido en enero -reiterado hoy por el Senador Escalona-: “reducir de 6 a 4,5 UTM por metro cúbico”. Ello permitiría mañana la rebaja automática de 67 pesos en el precio de la bencina. 



¡Esa sería una buena noticia para los chilenos! 



Pero no lo que tenemos hoy día, que de alguna manera sirve para que el Gobierno chantajee a la Concertación con el objeto de aprobar un proyecto que -insisto- es malo. 



Con ello, se pretende enmendar algo que nunca debió salir del Senado. Por eso, muchos Senadores de la Oposición nos abstuvimos y otros votaron en contra de la iniciativa original, porque claramente era deficiente. No conduce a nada, en primer lugar, por su fase transitoria, que implementa este mecanismo de variabilidad del impuesto específico, denominado SIPCO; y, en segundo término, porque -como muy bien lo señaló el Senador Frei- su etapa definitiva, la de fondo, operará sobre la base de la contratación de seguros en el extranjero. Pero no se observa un análisis de la coyuntura internacional, que hará muy difícil para el Ministerio de Hacienda la contratación de este tipo de seguros con lo ocurrido en Japón recientemente. 



Por lo tanto, seguimos engañando al país. Probablemente, mañana las noticias dirán: “No subirá 25 pesos la bencina”. Pero nosotros estábamos en condiciones de entregar los votos para bajarla 67 pesos de inmediato. 



Entonces, el proyecto parte de manera incorrecta desde su génesis: cuando se señala al país la necesidad de intervenir. En definitiva, el Gobierno está pidiendo permiso al Senado, mediante la iniciativa en debate, para intervenir mañana y no el 24, según lo establecido en la ley respectiva, que también es incorrecta. 



Aquí, una vez más, el Ejecutivo se escucha a sí mismo. Pero a ninguno de los técnicos en la materia. Por eso es tan absurda la situación. Los especialistas, como Franco Parisi, decían que el proyecto solo podría surtir efecto en caso de ocurrir una guerra. En efecto, una fluctuación de 12,5 por ciento es muy grande, no la que semanalmente vamos a encontrar, que es marginal. 



Por otro lado, el señor Ministro ha sostenido, y varios colegas Senadores de Gobierno también, que no se puede reducir el impuesto específico a los combustibles, porque de lo contrario se impedirá desarrollar el programa de reconstrucción -a propósito de la sesión de la mañana-; y cumplir los programas sociales, construcción de hospitales, etcétera. 



¡Por favor, señor Ministro! Usted sabe perfectamente -a lo mejor, no se lo informó a la Coalición que lo apoya- que 5 mil millones de dólares están ingresando solo por concepto del alto precio del cobre; y que el balance estructural de hoy día -digamos las cifras con claridad- arroja varios miles de millones de dólares de superávit.



En la actualidad, el país no tiene problema para enfrentar los daños del terremoto -como se dijo en la mañana- ni la reconstrucción, ni mucho menos van a complicarse las finanzas públicas porque se toque el impuesto a los combustibles. 



Nosotros creemos, señor Ministro, que aquí se debió haber buscado una solución distinta, de fondo, que sí protegiera a los contribuyentes, no como la que hoy existe, que es muy diferente a la manifestada por el Presidente de la República en su oportunidad. 



Lo que ahora tenemos significa menos Estado ante un problema tan sensible como el descrito, que no solo afecta a los automovilistas. El Senador Tuma señaló que un bajo porcentaje de contribuyentes es el que paga el impuesto a los combustibles. El 80 por ciento no lo hace, como la gran industria aeronáutica, las grandes empresas, las mineras. 



Por lo tanto, señor Ministro, el debate que usted piensa realizar en abril deberíamos haberlo hecho ahora, para entregarle tranquilidad a esa misma gente que su Gobierno busca beneficiar. 



En la Región de La Araucanía, SERCOTEC está financiando algunos programas; ayudando a amasanderías, a un sinnúmero de microempresas. Pero esas microempresas también funcionan con combustibles, porque los precios se hallan encadenados. 



Y como muy bien manifestó el Senador Pizarro: “Aquí lo que origina el problema es una decisión política”. El Presidente de la República se baja del avión y da la instrucción. Yo creo, señor Ministro, que usted no está muy conforme con este proyecto, al igual que con el del posnatal. No lo veo feliz defendiéndolo. Se le dio una instrucción política que debe cumplir. Pero eso no lo deja más tranquilo, porque no va a resolver los inconvenientes. Probablemente, se va a impedir que en la próxima encuesta Adimark haya una nueva caída del Gobierno, que ha perdido 23 puntos en los últimos diez o doce meses. 



A mi juicio, señor Ministro, no solo hay que hacerle caso al Presidente -está bien, se trata del Jefe de Estado-, sino también a la inmensa mayoría de chilenas y chilenos que esperan del Gobierno una protección efectiva y que no continúe la estrangulación, tal como se dijo hace un rato. 



Me abstengo, señor Presidente. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa. 

El señor NOVOA.- Señor Presidente, votaré a favor de este proyecto, cuyo objeto es permitir que entre en vigencia un sistema, que acá se está criticando sin que todavía haya operado. 



Es algo muy sencillo de entender. 



Ahora, ¿en qué consiste dicho sistema? Tal como se planteó originalmente, en permitir un aplanamiento de las fluctuaciones de precios. ¿Y cómo opera? Bajando el impuesto específico cuando los precios internacionales suben -de manera que hay un desembolso del Estado- y volviendo al impuesto original cuando los precios disminuyen. Por lo tanto, siempre hay una contribución del Estado para aliviar a los consumidores.



¿Cuál es el costo de operar este sistema?



Asciende a 38 millones de dólares por las próximas nueve semanas. Pero si el precio internacional sube, la rebaja al impuesto será mayor, y el costo también.



En consecuencia, mañana se aplicará una disminución de 0,7 UTM. Y esa rebaja podrá incrementarse en el futuro -ojalá no sea así- hasta 6 UTM, si fuera necesario y si los precios llegan a valores exorbitantes.



¿Es posible mantener bajo el precio? Es imposible. En eso estamos todos de acuerdo: de Chile no depende el precio del petróleo.



¿Es factible llegar a cero o reducir el impuesto? Creo que perfectamente lo es.



No obstante, me llama la atención que, mientras nosotros durante veinte años planteamos que había que hacerlo, ahora los Senadores de la Concertación digan que es tan fácil implementarlo de un día para otro.



Y no vengan con la excusa de que transitoriamente lo bajaron en los últimos años del Gobierno anterior, porque sí se trató de una disminución momentánea, durante dos o tres años, en medio de una crisis internacional y donde el Estado chileno gastó miles de millones de dólares para mantener un precio bajo. Pero durante los otros 16, 17, 18 años, hubo oídos sordos a lo que están planteando ahora ustedes.



Por lo menos en mi caso, yo siempre he sostenido que debiéramos ir a un sistema flexible, de manera que el impuesto baje cuando suban los precios y se vuelva a un nivel equis cuando los precios sean razonables.



Y el SIPCO -ojalá comience a operar y podamos evaluarlo en uno o dos meses de funcionamiento- busca ese propósito.



Si discutimos lo relativo a la rebaja del impuesto, hay que tener en cuenta varios factores.



No somos productores de petróleo. Por lo tanto, no conviene incentivar el consumo de algo que no producimos. Existen problemas de contaminación, necesidad de energía limpia, interés por estimular el transporte público. Por consiguiente, también es preciso considerar esos elementos. Porque, a lo mejor, no queremos dar la señal de que todos ocupemos automóviles, cuando nuestras ciudades -no solo Santiago- se encuentran absolutamente atochadas.



Se perdería un ingreso fiscal que habría que compensar con otros. Y obviamente hay que analizar el efecto real de este tributo. ¿Lo pagan los más pobres o los sectores con mayores ingresos? ¿Se trata de un impuesto proporcional o de uno regresivo?



Estamos dispuestos a llevar adelante todo ese debate.



Pero, evidentemente, lo que interesa ahora es que comience a operar el sistema.



Por último, no acepto que se diga que la Concertación se encuentra sometida a un chantaje. Lo que estamos pidiendo es que se anticipe la entrada en vigencia de un sistema que esperamos produzca los efectos positivos que señala el Gobierno. Y si no lo hace, habrá tiempo para buscar las soluciones permanentes.



Voto que sí.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, tras la aprobación del Sistema de Protección al Contribuyente del Impuesto Específico a los Combustibles (SIPCO) en enero del año en curso, el Ministro de Hacienda -él me dirá qué bueno que lo cito- nos manifestó: “los consumidores chilenos pueden tener la seguridad de que si a futuro hay alzas violentas de los precios internacionales de los combustibles, serán en parte paliadas por este nuevo mecanismo”.



Sin embargo, lo que hemos visto desde entonces es que el precio del petróleo ha aumentado en 13,7 por ciento, lo que ha generado una crítica transversal de diversos especialistas en la materia. Sin ir más lejos, el precio de las bencinas subió en promedio 32 pesos.



En tal sentido, me parece indispensable plantear lo que muchos colegas ya han expresado en esta Sala.



Creo que el mecanismo que permitiría efectivamente combatir estas alzas, frente a la situación crítica que se vive en Chile y en el resto del mundo, es la rebaja del impuesto específico a los combustibles, desde las actuales 6 UTM a 4,5 UTM. Esto daría tranquilidad.



Efectivamente, durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet se implementó esta medida.



Y la presente propuesta, que he formulado al igual que otros colegas de la Concertación, también fue expresada y compartida por Senadores que hoy son de Gobierno.



Así, en el Diario de Sesiones del Senado -sesión 30a, en miércoles 18 de junio de 2008- se leen las siguientes palabras textuales del Honorable señor Novoa:



“Hemos planteado que lo más correcto es eliminar el impuesto específico a estos últimos o, en su defecto, establecer un tributo variable que opere como un nivelador de precios, es decir, que desaparezca cuando el precio internacional del petróleo suba mucho y que se restablezca cuando baje (...).



“De este modo, pensamos que una solución definitiva y permanente consiste en la disminución del tributo, medida que, además, produce un efecto económico que no es posible soslayar.”.



Se trata de una cita textual.



¿Qué nos dijo en esa ocasión el ex Senador Romero? Él sostuvo:



“Pero lo que hoy día se precisa es la eliminación o la rebaja sustantiva del impuesto específico a los combustibles, tal como lo hemos venido expresando, en forma transversal, desde esta Corporación.”.



Por su parte, la ex Senadora Matthei, actual Ministra del Trabajo, señaló:



“La UDI prefiere que, en vez de potenciar el Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo, se rebajen -ojalá se eliminaran- los impuestos específicos. Porque, como digo, las distorsiones que se producen causan mucho malestar.”.



Y el Senador señor Horvath manifestó:



“El impuesto específico, por los antecedentes que uno recolecta en las distintas reuniones en que se aborda la materia, nace para reparar los daños ocasionados por el sismo de 1985. Estamos hablando de 23 años atrás. Eso se encuentra más que reparado. Por lo tanto, ello no tiene presentación, incluso desde el punto de vista ético.”.



Ahora cito al Honorable señor Espina, quien, con la elocuencia que lo caracteriza, en dicha sesión señaló:



“Es evidente que se debe buscar un mecanismo de reestructuración para este impuesto, que sea serio, rápido y que alivie la carga injusta que se les produce a quienes pagan doble gravamen.”.



Ojalá se acoja lo que hemos venido planteando varios de los Senadores que hemos hecho uso de la palabra: que se rebaje el impuesto a los combustibles. Esta es la opinión de los colegas de la Concertación y, por lo que yo expreso y leo textualmente de la sesión pertinente, de Senadores del actual Gobierno.



Un colega manifestó: “¿Por qué no lo hicieron ustedes en forma permanente?”.



Mi pregunta al mismo Senador -por intermedio de la Mesa- es por qué quienes en esa sesión expresaron que era necesario rebajar o eliminar el impuesto específico a los combustibles, ahora, cuando son Gobierno, no lo hacen.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, queda claro -ya estamos concluyendo este debate- que el proyecto que nos ocupa tiene un efecto muy acotado, muy limitado: detener por un par de semanas el alza en el precio de los combustibles. Para ello se adelanta la plena vigencia del SIPCO, a fin de que el precio de la gasolina no suba en 25 pesos por litro. Sin embargo, no se soluciona el problema de fondo.



Todos hemos declarado ser partidarios de rebajar el impuesto específico a los combustibles. Algunos lo señalaron con más fuerza antes; otros lo expresamos hoy día. Empero, hay consenso en la materia.



Se nos dice: “¿Pero qué recortamos? ¡Porque el Estado recauda 2 mil millones de dólares al año por ese concepto! ¿Qué programa social recortamos?”. O bien: “No se puede recurrir a los fondos que el país tiene en el extranjero, porque eso significaría subir el tipo de cambio, afectar la tasa de interés”.



Sin embargo, esa no es la disyuntiva real.



En mi concepto, hoy existen alternativas, señor Presidente.



Una es la de que todos paguen el impuesto específico a los combustibles, que en la actualidad asciende, más-menos, a 255 pesos por litro, fijo. Y va cambiando según el aumento de la UTM. 



Porque hay importantes sectores -por ejemplo, el de las empresas del ámbito aeronáutico, el minero- que se encuentran al margen de dicho tributo, que solo es pagado por 20 por ciento de los consumidores.



En consecuencia, lograr que todos los consumidores paguen el impuesto específico constituye una alternativa.



Otra es echar mano a los recursos del cobre.



Todos entendemos de superávit estructural, de ingresos estructurales. Pero cuando es mucha la holgura existe algún espacio para emplear esos fondos.



Por consiguiente, la gran pregunta es: ¿hay o no voluntad política para solucionar este problema?



La realidad en Regiones es dramática. Conversábamos recién con el Senador Horvath acerca de lo que cuesta el litro de gasolina, por ejemplo, en la Región de Aysén: su precio es bastante mayor en Coyhaique y Puerto Aysén que en Santiago; muchísimo más alto en Puerto Cisnes y en Chile Chico que en la Capital, y exponencialmente superior en Villa O´Higgins y Raúl Marín Balmaceda que en Santiago.



Entonces, también hay que hacerse cargo de la realidad de las Regiones.



Hoy día, señor Presidente, no estamos considerando la diversa realidad regional.



¡Para qué hablar de lo que sucede con otros elementos que se van a declarar combustibles por ley! De la leña, por ejemplo. 



Me alegra que en Magallanes se subsidie en 85 por ciento (y debería ser mucho más) el precio del gas para calefacción de las casas.



En Aysén la gente usa leña. Pero esta tiene cero subsidio, pese a que es clave para calefaccionar las viviendas, calentar el agua, cocinar.



Lo concerniente al empleo de esos productos, que también dicen relación con los combustibles, no se halla resuelto. Y queremos zanjarlo.



Por lo tanto, señor Presidente, pedimos analizar la materia, pero sin “discusión inmediata”; con apertura y sensibilidad social, de tal modo que podamos encontrar una solución.



No se trata de buscar culpables: “que la Presidenta Bachelet”; “que fue transitorio”, en fin. 



¡Si hoy día quien gobierna es la Alianza por Chile! Y este conglomerado tiene las atribuciones y los mecanismos constitucionales para enviar un proyecto de ley que rebaje el impuesto específico a los combustibles de 6 a 4,5 UTM por metro cúbico.



Pueden hacer eso. Llevan un año de gobierno. Y, por cierto, nos encantaría que el Ministro nos pudiera dar al menos la esperanza de que vamos a realizar ese debate, para encontrar una solución definitiva.



Señor Presidente, yo no podría votar en contra de la iniciativa que nos ocupa hoy, pues no quiero que a la gente le suban el precio de los combustibles. Pero tampoco voy a pronunciarme a favor, por cuanto ella no es la solución. Con mi abstención contribuiré a que se apruebe, pero con una señal al Gobierno para que se busque una solución de fondo por la vía de rebajar el impuesto específico a los combustibles, que es el deseo de todos los parlamentarios que nos hallamos presentes hoy en esta Sala.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, adelantar la entrada en vigencia del sistema; vincular el aumento de precios de los combustibles a una rebaja en el impuesto específico para suavizar las alzas y su impacto en los contribuyentes son, a mi parecer, argumentos muy sólidos, muy claros.



En tal sentido, estoy dispuesto a apoyar este proyecto de ley.



Con la misma claridad, quiero señalar que ello no significa no estar abierto, disponible, deseoso de que el Gobierno asuma de una vez por todas una política en la lógica de rebajar el impuesto específico a los combustibles.

El señor BIANCHI.- ¡Eso es!

El señor CANTERO.- Es más: hago públicamente un llamado -y creo interpretar a la gran mayoría de las personas-, como ya lo han hecho algunos Senadores de la Coalición por el Cambio, para que el Gobierno se oriente en esa línea.



Además, existen elementos que me motivan, señor Presidente.



Por ejemplo, la brecha entre Santiago y las Regiones con relación al precio de los combustibles.



En efecto, a mayor distancia, más fuerte es el impacto. Pero no solo en el precio de los combustibles.



Prácticamente todos los productos se trasladan hacia las Regiones desde las grandes conurbaciones metropolitanas. Eso significa que, por ejemplo, los ciudadanos de mi Región (la de Antofagasta) tengan que pagar un precio más alto no solo por el combustible sino también por los artículos que se llevan hacia ella.



Yo soy pesimista en lo concerniente al precio de los combustibles. Se ha dicho: “En tres semanas el barril de petróleo ha subido de 85 a 105 dólares”. Pienso que ese valor va a seguir aumentando. Y me preocupa la situación.



“El efecto es limitado o parcial”, reclaman algunos. “Los fondos no van a alcanzar” o “Que se rebaje el impuesto específico a 4,5 UTM por metro cúbico”, apuntan otros.



Hay que considerar esos aspectos, señor Presidente.



Ahora, lo que más me llama la atención -lo digo con claridad-, lo que más me preocupa es escuchar los llamados y planteamientos, sinceros, de parlamentarios de la Oposición, de la Concertación, en orden a que se abran espacios para conversar. Y este enfoque se está reiterando no solo en temas económicos sino también en cuestiones de otras áreas.



Es menester, en mi concepto, que el Gobierno tome debida nota de aquella circunstancia: es insistente el llamado al diálogo.



“Queremos que se nos escuche”, plantean otros.



Escuchar exige una disposición de ánimo: salir de la verdad propia, subjetiva, que algunos asumen como objetiva, para entender que el otro tiene una verdad que es indispensable atender, considerar, oír.



A mí me interesa avanzar en lograr esos espacios de diálogo, de conversación, señor Presidente.



Creo que tenemos un amplio margen para hacer un esfuerzo interesante a los efectos de establecer una rebaja definitiva y una política clara en torno al impuesto específico a los combustibles:



1) Crecimiento de la economía (se exalta que el país está creciendo al 6 por ciento); 



2) Precio del cobre (la libra de metal rojo está muy por sobre el valor que se tomó en cuenta para el Presupuesto de la Nación en su momento), y



3) Se afirma -este elemento es el que me hace más fuerza- que el impuesto específico a los combustibles no tiene ningún sentido a la luz del fundamento que sustentó su origen.



A mi juicio, llegó la hora de sincerar la situación. Y, si se quiere establecer un tributo con alguna característica particular, discutámoslo en esta Sala, fijemos los parámetros y definamos a qué se va a destinar.



Señor Presidente, yo voy a votar a favor señalando que estoy expectante a que el Gobierno de una vez por todas se haga cargo de los llamados que se formulan y abra un espacio de discusión.



Soy consciente de que el Gobierno no es solo el Ejecutivo: es también la Coalición por el Cambio, la cual, a su vez, tendrá que abrir espacio de diálogo internamente para avanzar en la línea expuesta.



Voto que sí.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, creo que a las personas que tal vez siguen el largo debate que hemos tenido en la tarde de hoy poco puede interesarles si los buenos son los de acá o los de allá, o si los malos son estos o los otros, o si en alguna oportunidad, durante tantos años de debate, se hizo una rebaja importante en el impuesto específico a los combustibles.



Lo que importa son los hechos concretos.



Hoy estamos asistiendo a la votación de un proyecto que constituye un paliativo para los próximos 20 o 30 días, mas no una solución del complejo escenario que enfrentan los pequeños empresarios, los agricultores, los pescadores artesanales, la clase media, los transportistas de carga mayor o menor y los de escolares, etcétera.



Esa situación nos preocupa, y mucho, fundamentalmente porque volvemos a tener en nuestras manos una iniciativa que no reconoce la realidad existente en las Regiones, especialmente en las más extremas, como la que me honro en representar en esta Alta Corporación.



Quiero dar aquí un ejemplo gráfico, señor Presidente, aprovechando la presencia del señor Ministro de Hacienda.



El litro de bencina de 95 octanos cuesta 799 pesos en Puerto Natales. A treinta kilómetros de ahí, en Río Turbio, Patagonia argentina, el mismo litro cuesta 362 pesos (moneda nacional); en Puerto Williams, 954 pesos; en Porvenir, Tierra del Fuego, zona productora de hidrocarburos, 884 pesos; en Punta Arenas, 760 pesos.



Tal situación -como bien manifestaron colegas que me antecedieron en el uso de la palabra- se agrava mucho más cuando, producto del mayor valor que debemos pagar en las Regiones por los combustibles, sube el precio final de las mercaderías que adquieren los consumidores en las zonas extremas, como la de Magallanes.



Es por eso que el costo de la vida en mi Región es, a lo menos, 35 por ciento más caro que en la zona central del país.



¡Esa es una verdad completa, entera!



Por lo tanto, saber en esta sesión quiénes son más o menos responsables, quiénes tienen alzhéimer, quiénes han mostrado menor o mayor consecuencia en la materia no resuelve el problema de fondo. Lo que probablemente lo soluciona es lo expresado por el propio Ministro: que en el mes de abril -palabras de él- deberemos analizar nuevamente la situación.



Hoy día solo estamos impidiendo que mañana haya un incremento de 28 pesos en el precio de los combustibles. ¡No es más que eso!



En consecuencia, votaré a favor del proyecto, porque abstenerse significa sumarse a la mayoría y, de igual forma, pronunciarse positivamente.



Prefiero ser claro, concreto, y decirle al país que a lo menos mañana tendremos un paliativo para que el valor de la bencina no suba 28 pesos, pero sumándome a la gran mayoría para pedirle al Gobierno que cuanto antes nos traiga una propuesta legal precisa a fin de ver cómo podemos generar una rebaja en el impuesto específico a los combustibles.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, al escuchar algunas intervenciones de Senadores de la Concertación pareciera que el Presidente Piñera es responsable incluso de la inestabilidad política de Libia.



No tenemos alzhéimer, señor Presidente.



En efecto, muchos de nosotros hicimos presente la necesidad ineludible de disminuir el impuesto específico a los combustibles. Muchos de nosotros denunciamos claramente la distorsión existente entre los precios de los combustibles de Santiago y los de las restantes Regiones.



Y el Ministro de Hacienda se ha abierto a evaluar en abril próximo la marcha de aquel tributo.



Estamos disponibles para discutir el problema de fondo, que tiene muchas variables.



Por ejemplo, el impuesto específico puede distribuirse entre todos los consumidores, a los efectos de bajar la carga.



También es factible emular el esfuerzo que hizo el Gobierno de la Presidenta Bachelet. 



Esos son aspectos que deberá analizar el Ministro de Hacienda, quien, según expresé, ya se abrió a la discusión.



De otro lado, debo subrayar que la Concertación no solo fue sorda frente a los requerimientos que hizo la Coalición por el Cambio durante mucho tiempo en esta materia, sino que además usó el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo ad portas de una elección presidencial, en los términos que todos conocemos.



Pensemos en la elección que llevó al Gobierno al candidato Ricardo Lagos, cuando el Presidente Frei hizo uso político de dicho Fondo.



¡Eso hay que decirlo! ¡Alguien tiene que decirlo!



Insisto: deseamos resolver el problema de fondo, pero no queremos demagogia.



¡Que me diga el Senador Pizarro -por intermedio de la Mesa- a qué precio estaba calculado el impuesto específico a los combustibles en el proyecto de Ley de Presupuestos enviado al Congreso Nacional por la Presidenta Bachelet!



¡Que me diga el candidato a la Presidencia de la República Eduardo Frei -por intermedio de la Mesa- si en su Programa de Gobierno se consideraba la eliminación total del impuesto específico a los combustibles!



Entonces, resolvamos el problema de fondo, pero sin demagogia.



¡Porque la demagogia es fácil!



Agradezco, sí, la buena disposición de los parlamentarios de la Concertación, quienes con su abstención están permitiendo que hoy implementemos un sistema que impedirá que los combustibles suban en las próximas semanas 25 pesos, al menos de aquí al viernes. Porque en las próximas diez semanas el escenario puede cambiar, producto del clima de inestabilidad política que afecta al Medio Oriente y, adicionalmente, de la situación que aqueja a Japón, que no sabemos cómo puede golpear.



Queremos que el Sistema empiece a regir, y por eso votaremos a favor del proyecto.



Pero no olvidamos; no tenemos alzhéimer, y volvemos a sostener que el problema de fondo debe ser discutido oportunamente. Y el Ministro (reitero) ha mostrado disposición.



Voto que sí.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, estoy dentro de los Senadores que no fueron aludidos por parlamentarios de la Concertación. Y no fui aludido porque siempre he sido partidario de un impuesto móvil.



Mi exposición será muy breve, pues el Senador Novoa explicó la situación con detalle.



Ante todo, me gustaría señalar algo que le expresé al Ministro de Hacienda: creo que el problema de fondo es otro.



El impuesto móvil tiene su lógica cuando se trata de alzas transitorias, para ir ajustándolo a las variaciones temporales que experimentan los combustibles en el mercado internacional.



La gran pregunta que debemos hacernos es si el incremento que tendrán los precios de los combustibles en el mercado internacional será transitorio o permanente.



Desde mi punto de vista, el impuesto móvil no resuelve el problema del alza permanente de los combustibles. 



Es difícil predecir el futuro. Pero, cuando uno lee a los especialistas en materia de precios de los combustibles, observa que todos indican que la tendencia será hacia un alza permanente en el valor del petróleo en los mercados internacionales.



Lo anterior, por una razón muy simple: porque, más allá de la coyuntura que se vive en Japón o de la crisis que afecta a los países árabes, en el mundo se está registrando un crecimiento económico fuerte. Europa saldrá de la crisis; Estados Unidos se está recuperando; China es un motor de la economía, y lo mismo ocurre con India y otros países asiáticos. Y las reservas de combustibles fósiles no han aumentado de manera significativa, sino que se mantienen estables en el tiempo.



Entonces, todos los análisis indican que los precios van a subir porque aumentará la demanda de combustibles fósiles, mientras que la oferta no se elevará significativamente.



Ese es el escenario que se va a generar en el mediano y largo plazos.



Por lo tanto, frente a alzas permanentes en los precios de los combustibles debe haber soluciones de igual naturaleza.



Por eso, señor Presidente, si este es el análisis que se hará en definitiva, aun cuando resulta difícil predecir lo por venir, creo que para los problemas permanentes debe haber soluciones de igual índole, la cual, en el caso que nos ocupa, debe consistir en una rebaja en el precio de los combustibles.



Por mi parte, sigo la lógica -y la defendí- del impuesto flexible en la medida en que las alzas sean transitorias, pero la verdadera discusión que tenemos que hacer es si estas van a ser de esa naturaleza o permanentes. Si llegamos a la convicción de que, en definitiva, van a ser transitorias, creo que el impuesto móvil es muy útil para esa situación, al objeto de evitar la volatilidad y el impacto en los consumidores. Mas es muy distinta la realidad si los precios de los combustibles permanecerán altos en el tiempo.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, hace poco fui aludido por el Senador señor Chahuán en su intervención.



Me parece de mal gusto venir a afirmar que usé el precio del petróleo hace once años. Nunca había recibido esa acusación. ¿Por qué no se formuló en ese momento? ¿Por qué no se me juzgó después?



¿Once años después se sostiene que utilicé recursos del Estado para favorecer a una u otra candidatura? Jamás había sido objeto de esa aseveración.



Reitero, por lo tanto, que ello me parece de bastante mal gusto.



Y, en segundo lugar, respecto de las promesas de campaña, puedo consignar que tanto en 1994 como el año recién pasado, cuando fui candidato presidencial, fui superestricto en los ofrecimientos de campaña, porque sé cuando se actúa en esa condición y cuando se es Primer Mandatario.

El señor CANTERO.- ¡Estamos estremeciendo el edificio...!

El señor GIRARDI (Presidente).- ¡Mantengan Sus Señorías la calma ante el temblor, por favor!

El señor FREI (don Eduardo).- ¡Por algo ocurrió...!



Es preciso ser prudente y no formular acusaciones al voleo.



Y respecto a las promesas de campaña, ¡mucho cuidado! Se ofreció el cierre de la “puerta giratoria” y parece que ahora la están abriendo...

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, al escuchar a muchos de los señores Senadores, he querido intervenir con motivo del proyecto, porque nunca he planteado -y nadie, por cierto, me ha aludido sobre esa base- la eliminación del impuesto de que se trata.



Creo, además, que tampoco he pedido su reducción.



Me parece que es necesario ser algo coherente en lo que se expone públicamente.



Este tributo es de los menos regresivos que existen. Si bien es cierto que tuvo su origen en una reconstrucción, hoy día, en la práctica, se aplica, como todos sabemos -y ojalá le cambiemos hasta la denominación-, a la contaminación y la congestión, y es pagado por quienes contribuyen a esas externalidades negativas.



Por lo tanto, como nunca he sido partidario de eliminarlo, me sorprende que, en una sesión como la presente, importantes Senadores de la Concertación hayan mencionado intervenciones de Honorables colegas de la Alianza de muchos años -tal vez 20, en el caso de algunos-, quienes sí han pedido suprimirlo.



Y, paralelamente, otro conjunto de Senadores le solicita al señor Ministro humildad, menos soberbia, disposición a escuchar, cuando lo único que sí ha quedado claro en la sesión es que, durante 20 años, ¡nunca escucharon ni nunca rebajaron el tributo!



La verdad es que no sé cómo formulan su petición si lo único que ha quedado de manifiesto aquí es que lo planteado -y me excluyo, porque jamás lo hice- fue precisamente que el impuesto se eliminara, según algunos, o se rebajara, según otros. Y ello nunca se hizo en los 20 años de gobierno de la Concertación, salvo, en forma transitoria, al final.



Todos hacemos referencia también a que es preciso mejorar la redistribución del ingreso, a que se requiere construir un país más justo, a que tenemos que preocuparnos de las desigualdades, y resulta que ahora los Senadores de Oposición están pidiendo que se suprima o se rebaje un impuesto de esta magnitud.



Es muy importante tener claro que los transportistas no cancelan el tributo. Si lo rebajamos, ello no surte ningún efecto en la tarifa del Transantiago, porque las empresas de transporte lo descuentan y se les devuelve.



¿Quiénes son los que más lo pagan? La gente de más altos ingresos.



Entonces, todos queremos más viviendas, la solución de problemas pendientes -ello significa gasto-, y, paralelamente, pedimos que un ingreso muy relevante para el Fisco, como el que nos ocupa, se elimine.



Señor Presidente, considero que es necesario ser un poco más serio, más coherente en lo que se plantea. Y, por eso, deseo manifestar que nunca me he sumado a la proposición de eliminar el impuesto, ni tampoco creo haber sugerido alguna vez que se reduzca, porque, a mi juicio, el Fisco requiere recursos para enfrentar los grandes problemas de la clase media y los sectores más vulnerables.



Es un tributo que se devuelve en un 60 y tantos por ciento. Así ocurre en el caso de las actividades productivas y del transporte.



Por lo tanto, todos debiéramos discutir conjuntamente, en la práctica, en qué nivel mantenerlo.



Pero una cosa es clara: la Concertación expone hoy día aquí, políticamente, la conveniencia de una rebaja de 1,5 UTM. Cabe tener presente que la fórmula sugerida por el señor Ministro puede implicar, eventualmente, una mayor disminución si, en definitiva, el precio sigue subiendo. En consecuencia, el mecanismo se halla bien estructurado. Es el Fisco el que, cuando suben los precios internacionales, obtiene una menor recaudación y renuncia a más.



Lo que sí reviste importancia discutir -y creo que nadie lo ha señalado- es cuándo queremos que el sistema se gatille. Porque eso es lo central. Temo que ello será de poca envergadura. Lo digo porque lo relevante es evitar el traspaso a otros efectos causados por el aumento del precio de los combustibles, muy significativo este último en la economía, pues, si es mucho, al final se traduce en el alza del IPC y de la unidad de fomento. Y lo serio, a mi juicio, es que, a través de seguros y de la herramienta de que se trata, el Estado concurra a que no se registre un incremento considerable, para evitar la inflación, que es, en definitiva, el impuesto más regresivo de todos y que afecta a la clase media.



Por lo tanto, desde el punto de vista intelectual, desde el punto de vista de una buena política pública, el que se plantea es un mecanismo positivo: el Estado renuncia a recaudar cuando sube el precio. Me parece correcto el sentido. Lo único que deberíamos discutir es cuándo deseamos que se gatille, cuándo debiera irse reduciendo el impuesto.



Alguien dijo que este último, en un caso excepcional, podría incluso eliminarse integralmente. Lo más probable es que ese sea un precio enorme al cual ojalá nunca lleguemos, porque los efectos serían mucho más dañinos para la economía.



En consecuencia, señor Presidente, estimo que debiéramos actuar con un poco más de seriedad, porque resulta incompatible estar pidiendo más gasto, más cosas, resolver la distribución del ingreso, construir un país más equitativo, por una parte, y, por la otra, plantear la eliminación de un impuesto que es de los más progresivos, porque lo paga la gente de más altos ingresos y es devuelto íntegramente a quienes desarrollan la actividad del transporte.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Cerrado el debate.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: 17 votos a favor, uno en contra y 16 abstenciones.



Votaron por la afirmativa los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.



Votó por la negativa el señor Frei (don Eduardo).



Se abstuvieron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Escalona, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor LABBÉ (Secretario General).- En conformidad a lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento, corresponde repetir la votación por incidir las abstenciones en el resultado.



Los señores Senadores que se abstuvieron pueden volver a hacerlo o votar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Que se dé por repetida, señor Presidente.

El señor WALKER (don Patricio).- Con el mismo resultado.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ello no es posible. Es preciso votar nuevamente.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--En segunda votación, se aprueba en general el proyecto (17 votos a favor, 2 en contra y 12 abstenciones).


Votaron por la afirmativa los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.



Votaron por la negativa la señora Rincón y el señor Frei (don Eduardo).



Se abstuvieron las señoras Allende y Alvear y los señores Escalona, Girardi, Gómez, Letelier, Navarro, Quintana, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés), lo que se considera pronunciamientos a favor de la posición mayoritaria, conforme al artículo 178 del Reglamento.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se ha presentado una indicación, del siguiente tenor:



“a) En el inciso 4° del Artículo 4° de la Ley 20.493 reemplácese la reiteración de los guarismos “12,5” por “4,5””.



“b) En el inciso 8° del Artículo 4° de la Ley 20.493 reemplácese el guarismo “25” por “9”.”.

El señor CHAHUÁN.- ¿Quién la formuló, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Presidente).- La Mesa la declara inadmisible, por alterar la forma de cálculo del impuesto, lo cual incide en la administración financiera del Estado, y generarse un mayor gasto fiscal. Ello, conforme a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución.



--Se declara inadmisible la indicación, quedando aprobado en particular el proyecto y despachado en este trámite.
VI. TIEMPO DE VOTACIONES

NO IMPLEMENTACIÓN DE ENERGÍA NUCLEAR EN CHILE.

PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables señores Horvath, señora Allende y señores Bianchi, Chahuán, Espina, Girardi, Gómez, Navarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide y Tuma, sobre medidas en materia de energía nuclear en Chile.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1339-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 1a, en 15 de marzo de 2011.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito que se persigue es solicitar al Presidente de la República que disponga las medidas necesarias para detener toda acción que pretenda implementar la energía nuclear en el país.

 El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



-- Por 16 votos a favor y 2 en contra, se aprueba el proyecto de acuerdo.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Rincón y los señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín (don Carlos), Letelier, Navarro, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Cantero y Prokurica.

SOLIDARIDAD CON JAPÓN ANTE TRAGEDIA POR TERREMOTO Y TSUNAMI. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por 22 señores Senadores, mediante el cual se expresa la solidaridad de esta Corporación con el Gobierno y el pueblo de Japón por el terremoto y posterior tsunami que afectó a ese país el viernes 11 recién pasado.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1344-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 3a, en 16 de marzo de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito del texto es expresar el sentimiento del Senado a la nación nipona por la tragedia que le sobrevino en la fecha a la que se hace referencia.

El señor SABAG.- “Si le parece”, señor Presidente.

La señora ALLENDE.- Que se acoja por unanimidad.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si no hay objeciones, se aprobará.



--Por unanimidad (18 votos), se aprueba el proyecto de acuerdo.

MODIFICACIÓN DE IMPUESTO ESPECÍFICO A COMBUSTIBLES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables señores Tuma, Lagos y Quintana, señoras Allende, Alvear y Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Frei (don Eduardo), Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Rossi, Ruiz-Esquide, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés), referido al impuesto específico a los combustibles.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1346-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 3a, en 16 de marzo de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La finalidad es pedir al Presidente de la República el envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que modifique el impuesto específico a los combustibles de manera que este grave al 100 por ciento de aquellos que se comercializan en el país y no solo al 20 por ciento, como ocurre en la actualidad.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el proyecto de acuerdo, por falta de quórum (12 votos a favor).



Votaron las señoras Allende y Rincón y los señores Chahuán, Escalona, Girardi, Gómez, Letelier, Navarro, Quintana, Sabag, Tuma y Zaldívar (don Andrés).

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GIRARDI (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



A los señores Ministro de Salud y Director del Servicio de Salud de Magallanes, para solicitar MEDIDAS ANTE IRREGULARIDADES EN CEMENTERIO PARQUE CRUZ DE FROWARD, PUNTA ARENAS.


Del señor CHADWICK:



Al señor Superintendente de Electricidad y Combustibles, para que informe sobre FIJACIÓN DE PRECIOS DE COMBUSTIBLES SEGÚN REGIONES.



Del señor PROKURICA:



Al señor Ministro de Relaciones Exteriores, requiriendo antecedentes sobre GESTIÓN PARA UBICACIÓN DE SEÑORA NELLY ARÉVALO TAPIA EN JAPÓN; al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando INFORME DE SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS SANITARIOS SOBRE PROBLEMAS EN EMPRESA AGUAS CHAÑAR, COMUNA DE COPIAPÓ, y al señor Contralor General de la República, para pedir COPIA DE DICTAMEN SOBRE SOLICITUD DE SEÑORA LUISA CORRAL PEÑA Y LILLO

)---------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro, en los tiempos de los Comités Socialista, Partido Por la Democracia y Radical Social Demócrata e Independiente.

INCONVENIENCIA DE ENERGÍA NUCLEAR EN CHILE. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, con estupor y profunda preocupación hemos seguido de cerca el proceso posterremoto y postsunami que ha estado viviendo Japón.



Ese país ha ordenado una evacuación masiva en la zona donde se encuentra la central nuclear afectada, y la Unión Europea declara que todo se encuentra fuera de control. Se ha llevado a 200 mil personas al menos a 20 kilómetros de distancia.



La Comisión Europea de la Energía calificó de “Apocalipsis” la crisis de Fukushima, por la radiación.



Se han criticado las medidas adoptadas por el Gobierno japonés, por haber este suministrado pocos antecedentes o haberlos ocultado.



La planta nuclear de Fukushima entró en fase crítica tras sufrir dos incendios y una nueva explosión, los que desataron el temor de una fuga masiva de radiactividad.



Pese a que el Gobierno nipón comprometió una evacuación forzosa de la población, la Agencia Internacional de Energía Atómica (AIEA) calificó de preocupante la situación por la falta de información de parte de las autoridades de Tokio.



En el mismo tono se pronunció el Comisario de la Comisión Europea de Energía, Günther Oettinger, quien aseguró que casi todo se halla fuera de control y que se ha hecho referencia a un Apocalipsis. Pienso que esta última palabra está bien elegida.



Claramente, la crisis de Japón revela la necesidad de que todos los países con compromisos sobre el particular o que ya tienen plantas nucleares realicen un proceso de evaluación.



Ángela Merkel anunció el cierre de siete plantas en Alemania. Tomó esa decisión después de observar el desarrollo de la crisis japonesa. Se estableció que todas las construidas antes de 1980 -no así las de construcción posterior- dejarán de funcionar mientras se estudia su continuidad.



Lo ocurrido en Japón nos lleva a que en Chile tengamos la obligación de detenernos un momento para definir cuál va a ser la política nacional con respecto a la energía atómica.



La Autoridad de la Seguridad Nuclear de Francia ha dicho que la emergencia en la central de Fukushima podría ser de nivel 5 o 6 en una escala de 7; es decir, muy por encima del nivel 4 que admitió Japón y, por cierto, bastante cercano al de Chernobyl, que alcanzó a 7.



Los 27 países que integran la Unión Europea acordaron someter todas sus plantas nucleares (143 en todo el continente, que producen el 15 por ciento de su energía eléctrica) a un test de resistencia.



Solo 15 de las 27 naciones de la Unión Europea poseen reactores nucleares. Y reitero: Alemania decidió paralizar el funcionamiento de 7 centrales levantadas antes de 1980.



Suiza, por su parte, informó de la suspensión del proceso de aprobación de 3 nuevas plantas a fin de que los criterios de seguridad puedan ser revisados tras la explosión japonesa. Ese país cuenta actualmente con 5 reactores, que producen alrededor del 40 por ciento de su electricidad.



Francia tiene 58 reactores nucleares, que generan el 75 por ciento de la energía eléctrica; Alemania, 17, que representan el 22 por ciento de la producción. Pero -repito- ha suspendido el funcionamiento de 7.



A fines de 2007 existían en el planeta 440 reactores en operación, en 30 países, que proporcionaban el 16 por ciento de toda la electricidad mundial.



En la actualidad, solo 18 naciones producen uranio. Las principales son: Canadá, con 22 por ciento; Australia, con 21 por ciento; Kazajistán, con 16 por ciento, y Rusia, con 7 por ciento.



Chile evaluó en 1980 la construcción de una planta nuclear. Y esa política ha continuado.



Nos hemos enterado de que, lejos de asumir la situación de contracción del desarrollo de la energía atómica que hoy se vive en el orbe, La Moneda ha confirmado la suscripción del acuerdo en materia nuclear con Estados Unidos para este viernes.



La vocera de Gobierno dijo que la situación japonesa “va a ser tomada en cuenta en las investigaciones que se están haciendo en este momento respecto de la energía nuclear”.



Hemos sentido un fuerte temblor hace pocos minutos en el edificio del Congreso Nacional. Chile, al igual que Japón, es un país sísmico. En verdad, no resulta coherente que el Primer Mandatario diga que va a firmar este acuerdo con Estados Unidos, en el marco de la visita del Presidente Barack Obama, porque es “proseguridad”.



El Jefe del Estado señaló que se va a capacitar al recurso humano.



Lo cierto es que los gringos no realizan ningún convenio por solidaridad ni beneficencia. Cada vez que se suscribe un instrumento de este tipo es porque hay un negocio de por medio: la venta de tecnología, el traspaso de know how. A decir verdad, cuesta mucho creer que un acuerdo con Estados Unidos sea proseguridad, en el sentido de buscar mayor seguridad para nuestro país. Lo que está en curso es la firma de un convenio de cooperación nuclear, en circunstancias de que voces de todo el mundo señalan que es hora de detenerse, de reflexionar, de evaluar.



Chile contradice esa tendencia. A mi entender, esa decisión de la actual Administración terminará complicando la visita de Barack Obama, quien va a recibir manifestaciones de repudio, primero, porque se ha introducido como elemento importante de su visita la suscripción de un tratado en materia nuclear, y segundo, porque la vocera de Gobierno expresó con todas sus letras -la escuché- que el Presidente de Estados Unidos viene a nuestro país en apoyo a los logros de este Gobierno; es decir, el de Sebastián Piñera.



Cuando el mundo revisa las políticas nucleares; cuando con consternación vemos cómo se escanea, para intentar detectar la radiactividad, a cientos de miles de personas -entre ellos, niños- en las ciudades cercanas a las plantas atómicas, nuestro país debe reflexionar.



Yo emplazo al “Hombre Nuclear”, al Ministro Golborne, a que nos diga cuál fue el objetivo de su gira a Francia. Aquí no necesitamos un lobby nuclear, sino un Ministro de Energía dedicado a aumentar en Chile la inversión en energías renovables y no convencionales que no produzcan daño al medioambiente.



El Ministro Golborne habla de energía atómica, pero no de energía eólica; no se refiere a las posibilidades y los potenciales extraordinarios de nuestro país en torno a la energía geotérmica. Japón obtiene el 9 por ciento de su electricidad de la geotermia, ya que es un país volcánico. En Chile, de los 500 volcanes que existen en total, 150 han generado algún tipo de actividad. Las posibilidades de investigación y explotación geotérmicas para producir energía son infinitas. Así lo han manifestado expertos mundiales.



En cuanto a la energía mareomotriz, los especialistas internacionales que visitaron nuestro país la semana pasada señalaron que tenemos las mejores posibilidades de generación eléctrica a través del oleaje.



Lo mismo ocurre con la energía solar en el desierto de Atacama, y también con la eólica.



Entonces, no parece prudente que Chile hoy ponga énfasis y centre su atención en esta materia. Mientras el mundo entero vira, se detiene, reflexiona, el Gobierno firma convenios de expansión con Estados Unidos.



En tal sentido, sería muy relevante que el Ministro Golborne pudiera asistir a la sesión especial solicitada por 5 Comités del Senado (Partido Por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata e Independiente, Partido Demócrata Cristiano, Partido Socialista e Independientes) a fin de evaluar en conjunto si nuestro país está en condiciones de establecer prioridades acerca de generación nuclear y si es posible hoy comenzar un proceso sobre un plan nacional en este ámbito.



El Ministro Golborne ha afirmado que no existe tal plan. Pero Chile sí lo tiene. Tengo en mis manos un texto denominado “Programa de Desarrollo de Centrales Nucleares en Chile 2009-2030”, del Colegio de Ingenieros.



La pregunta que nos hacemos es si el Gobierno va a asumir dicho plan en estas condiciones o si va a acordar con Japón, con Estados Unidos, con el resto del planeta la realización de un proceso de evaluación como el que se sigue en otros países del mundo desarrollado.



La energía nuclear se halla en retroceso. Desde el accidente de Chernobyl, en 1986, su desarrollo está estancado por sus altos costos, ya que no se ha resuelto el problema de los desechos radiactivos de las plantas: su confinación después de una vida útil de 40 años tiene un costo igual al de su implementación.



Por eso las centrales nucleares resultan ser “pan para hoy y hambre para mañana”. Por eso no proliferan. Por eso se encuentran en retroceso, salvo en Francia, donde -como señalé- el 75 por ciento de la electricidad se genera mediante este tipo de energía.



Mientras no se resuelva lo relativo al alto costo de los residuos, las plantas nucleares no terminarán de funcionar, ya que los gobiernos o las empresas privadas deben invertir en hacerse cargo de los desechos radiactivos. Y, como han expresado expertos mundiales, confinarlos en forma perpetua tiene un costo tan elevado que resulta igual o superior al de la construcción de las centrales. Por lo tanto, no hay nada más oportuno que prolongar su -entre comillas- vida útil.



Señor Presidente, pido que se oficie a la Comisión Chilena de Energía Nuclear y al Ministerio de Energía a fin de que nos detallen qué pasos se han dado, qué recursos está invirtiendo el país en la materia. Porque debo decir que se puede investigar lo relativo a las plantas nucleares, con fines tecnológicos, médicos, terapéuticos. ¡Pero que lo hagan los privados!



Yo quiero que la plata del Estado, la de todos los chilenos, se gaste en energías renovables, en energías limpias, en geotermia. Quiero que avancemos de manera decidida para obtener gas de Bolivia y para que los bolivianos puedan acceder al mar chileno. Más adelante discutiremos sobre la soberanía.



Pero me parece absurdo que debamos importar gas desde 10 mil kilómetros de distancia, desde otros continentes, y traer petróleo de Egipto, de la India, del Medio Oriente, y que no utilicemos los lazos cercanos con países de América Latina, como Venezuela. Lo dije hace un rato: Venezuela le vende 40 mil millones de dólares anuales en petróleo a los Estados Unidos. Y allí no hay barrera ideológica.



El uso de los combustibles fósiles tiende a desaparecer, y es necesario incorporar tecnología.



Hemos señalado que cada vez que se interviene el medioambiente se producen daños y que hay que considerar los costos de las externalidades negativas para que se pague el debido precio, de tal manera de regular el consumo. 



En Chile, el 80 por ciento del consumo eléctrico no es domiciliario, no es de los ciudadanos, sino de la industria, y sobre todo de la minera. Este sector logra recuperar en 3 años inversiones de 2 mil a 3 mil millones de dólares. ¡En 3 años recobran el capital invertido! El cobre se ha transformado en un negocio extraordinario para el Estado de Chile, pero también para los particulares.



Si el sector privado quiere efectuar investigaciones en energía nuclear, que lo haga, pero que asuma sus costos. Luego veremos si en Chile se dan las condiciones para su desarrollo. Porque para tomar una decisión al respecto se requiere un plebiscito nacional. Y el actual Gobierno, de Derecha, o el próximo, del signo que sea, deberá realizar una consulta de esa índole. Porque los ciudadanos también tienen derecho a decidir en qué país vivir, cuáles riesgos quieren asumir, qué condiciones desean para sus hijos y las nuevas generaciones.



Nuestra responsabilidad como ciudadanos comprende no solo lo que pueda pasar con nosotros hoy, sino también en el futuro. Y la energía atómica representa riesgos tanto ahora como hacia adelante.



Señor Presidente, falta un debate respecto a este tipo de energía en el país. Lo dijimos: Chile tiene que olvidarse de la energía nuclear. Como nación sísmica y de grandes potencialidades, no puede repetir la experiencia de Japón.



La angustia de la economía mundial se debe al tsunami, al terremoto. Pero hoy se mantiene sobre millones y millones de japoneses debido a la emergencia en las centrales nucleares. Cuatro plantas se encuentran en estado de alta peligrosidad. ¿A quién le creemos: al Gobierno nipón, que señala que la situación está controlada, o a la Unión Europea, que afirma que se halla fuera de control y es apocalíptica? ¡Apocalíptica! Eso dicen los expertos de la Unión Europea, quienes no son ni revolucionarios, ni exaltados, ni medioambientalistas, y llaman las cosas por su nombre.



En este contexto, resulta absurdo, provocador y particularmente inoficioso que el Ejecutivo insista en firmar un convenio nuclear con los Estados Unidos. El Presidente Barack Obama será objeto de manifestaciones en contra por la insistencia del Gobierno chileno, a pesar de que le hemos dicho en mil formas: “Suspendamos la suscripción de ese acuerdo; efectuemos una discusión democrática en el Senado, en la Cámara de Diputados”.



Pero en esta monarquía presidencial, y con un Primer Mandatario empresario, la verdad es que no hay posibilidad de debate: se toma una decisión y se aplica.



Entonces, señor Presidente, reclamamos que el Parlamento tenga la oportunidad de discutir la firma del convenio en cuestión.



Lo que está haciendo el Presidente Sebastián Piñera es comprometer el presente y el futuro. Porque todos sabemos cómo comienza un proceso nuclear, pero nadie cómo termina. Ello lo tienen claro hoy los japoneses. Optaron por la energía nuclear debido a una necesidad: no poseen recursos naturales, salvo la geotermia. Pero Chile cuenta con múltiples opciones. Alemania, con la “Ley de los cien mil techos”, con un Ministro de Medioambiente perteneciente al Partido Verde, que representa a 5 por ciento del electorado, logró crear subsidios para la generación de energía a través de paneles solares.



Yo exijo del Gobierno una política más democrática, más abierta, para debatir sobre un asunto que preocupa a todos los chilenos. Si hoy hubiera una Constitución democrática, votada por todos los chilenos -no la de Pinochet con la firma de Lagos-, donde el presidencialismo se mitigara, donde esta monarquía presidencial cediera paso a una mayor participación democrática y donde se previeran plebiscitos vinculantes, las plantas nucleares no tendrían cabida en Chile. Serían rechazadas, sin ninguna duda.



La actual Administración se ha acostumbrado a hacerse autogoles. Se hizo uno con lo relativo al SIPCO y el proceso del seguro para evitar el alza de los combustibles, y ahora se hace otro más con esta decisión.



Y la verdad es que ya estamos aburridos de que la vocera de Gobierno diga que están aprendiendo. O sea, en el Ejecutivo tenemos “mechones”, aprendices. En el Gobierno se gobierna y no se viene a aprender. Esperaron medio siglo para asumir el poder, y ahora, en su primer año, nos dicen que ¡están aprendiendo...!



Siento que hay una gran irresponsabilidad. Y yo especialmente demando al Ministro Golborne, quien recibe 80 por ciento de aprobación en las encuestas, que no se esconda, que venga al Parlamento, que se pronuncie sobre el tema nuclear. Necesitamos saber cuál es su posición. Porque días antes del terremoto y el tsunami y de la grave crisis en Japón recorría el mundo para “vendernos” la energía atómica. 



¡No es ese el Ministro de Energía que necesitamos para Chile! 



Por tanto, yo emplazo al señor Golborne para que venga al Congreso a dar la cara y explique cuál es el proceso de instalación de plantas nucleares en nuestro territorio y por qué se firma un convenio en materia nuclear con los Estados Unidos de América.



Aprovechar la visita del Presidente Obama para hacer un lobby profundo en este ámbito nos parece abusivo y, por cierto, dañino para las relaciones bilaterales. Porque ese Mandatario sufrirá los efectos del rechazo de la sociedad chilena y de parte importante del mundo medioambiental a la firma de dicho convenio.



Señor Presidente, reitero mi solicitud en el sentido de oficiar al Ministerio de Energía y a la Comisión Chilena de Energía Nuclear. Y pido que también se envíe un oficio al Ministerio del Interior. 



Solicito que se celebre a la brevedad la sesión especial que planteamos cinco Comités parlamentarios. Se trata de un asunto que no puede esperar. Hemos equivocado el camino. Chile requiere energías limpias y alternativas, y los pasos que ha dado el Ministro Golborne -el “Hombre Nuclear” que el Presidente Piñera ha puesto en la Cartera de Energía- van en el rumbo equivocado.



¡Patagonia sin represas!

El señor GIRARDI (Presidente).- ¡Y “sin energía nuclear”, le faltó decir...!



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana, por un minuto.

PETICIÓN DE APOYO DE MINISTERIO DEL TRABAJO A MAPUCHES DE VILCÚN ESTAFADOS. OFICIO

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, deseo pedir que se oficie al Ministerio del Trabajo para que, en virtud de sus facultades fiscalizadoras -destaco la buena disposición que he encontrado en la Secretaría Ministerial del Trabajo de la Región de La Araucanía-, aborde un problema que afecta a mapuches de la comuna de Vilcún que han sido claramente engañados y estafados por un contratista inescrupuloso.



En junio de 2010, al sector de Collín, comuna de Vilcún, y específicamente a la comunidad mapuche Marcelino Cayulao, arribó un supuesto contratista que andaba comprando bosques y buscando gente para trabajar.



En primer lugar, llegó donde la señora María Orfilia Carinao, a quien le compró una hectárea de bosques, y luego, donde don Pedro Collío, al que le adquirió 300 árboles, sin efectuarles pago alguno. Y las plantaciones ya fueron aserradas.



También contrató, para que cortaran los árboles, a siete personas, a las cuales les pagaría 7 mil pesos diarios. Sin embargo, jamás les regularizó su situación por los trabajos forestales realizados, ni menos les canceló sus servicios. Además, el contratista se quedó con la motosierra de uno de los trabajadores. 



Los afectados, mapuches de la comuna de Vilcún -como señalé-, han viajado por distintos puntos de la Región en búsqueda del estafador. No obstante, ello ha resultado infructuoso hasta el momento, y por eso se requiere apoyo especial del Ministerio del Trabajo, sobre la base de sus facultades para perseguir responsabilidades derivadas de hechos de este tipo.




Eso es todo, señor Presidente.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 20:13.

Manuel Ocaña Vergara,
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ACTAS APROBADAS



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones noventa y noventa y uno, ambas ordinarias, de los días 1 y 2 de marzo del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (Boletín N° 7.338-07).



Con el segundo, hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio (Boletín N° 7.074-05).



- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 18.287, sobre procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, prohibiendo envío de citaciones en el caso en que las infracciones sean registradas con el vehículo en movimiento (Boletín N° 7.292-15).



- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Con el segundo, señala que rechazó la idea de legislar respecto del proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Novoa, que modifica la Ley de Tránsito para hacer aplicable la normativa de las bicicletas a los vehículos de cilindrada que indica (Boletín Nº 4.720-15), y comunica la nómina de los Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitución Política de la República.



- Se toma conocimiento y, de acuerdo a lo establecido en el artículo 46 del Reglamento del Senado, se designa a los miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones como integrantes de la referida Comisión Mixta.



De la Excelentísima Corte Suprema, con el que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, emite su parecer respecto del proyecto de ley que establece normas especiales sobre publicidad y reserva de las actuaciones procesales tratándose de ciertos delitos y un reforzamiento de las sanciones en materia de delitos contra los miembros de las policías (Boletín N° 7.217-07).



- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento junto a sus antecedentes.



Cinco del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los tres primeros, remite copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38, inciso quinto, de la ley N° 18.933; 2° de la ley N° 20.015 y 22 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes.



- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Con los dos últimos, envía copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en el ejercicio del control de constitucionalidad de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Quincuagésimo Tercer Protocolo Adicional al Acuerdo de Complementación Económica N° 35, sobre el comercio de servicios, celebrado entre los Gobiernos de los Estados Partes del MERCOSUR y el Gobierno de Chile, en Montevideo, el 27 de mayo de 2009 (Boletín N° 6.690-10).



2.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y la Corporación Andina de Fomento (CAF), para el desarrollo de las actividades de la CAF en Chile”, suscrito en Santiago de Chile, el 15 de julio de 2009 (Boletín N° 7.096-10).



- Se toma conocimiento y se manda agregar los documentos junto a sus antecedentes.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, con el que responde a una petición dirigida en nombre del Honorable Senador señor Cantero, para que el Ejecutivo considere el pronto envío de un proyecto de ley que regule los honores públicos a los grandes servidores.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo (S), con el que informa trámite dado al acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señores Chahuán, Lagos, Navarro y Rossi, para que se envíe un proyecto de ley que permita entregar concesiones marítimas, a título gratuito, a los pescadores artesanales (Boletín N° S 1.299-12).



Dos del señor Ministro de Salud:



Con el primero atiende una consulta enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, sobre la creación del Servicio de Salud Maule Sur.



Con el segundo, responde la consulta remitida en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, sobre la posibilidad de incluir a los consultorios y postas rurales que señala, en la clasificación de establecimientos urbanos de desempeño difícil, con arreglo al artículo 29 de la ley N° 19.378.



Del señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, con el que, en respuesta a un oficio enviado en nombre de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Walker, don Ignacio, y Chadwick, y del ex Senador señor Allamand, informa sobre el estudio de un anteproyecto de ley que modifica la Ley de Premios Nacionales.



Del señor Subsecretario de Carabineros (S), con el que informa que, a contar del 28 de febrero pasado, ha asumido este cargo, en la calidad que indica, por renuncia de la Titular.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones (S), con el que responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Zaldívar, sobre la construcción de una antena de telefonía móvil, en la comuna de Hualañé.



De la señora Directora de Presupuestos, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, respecto del proyecto “Reparación Muros de Bloque Malecón de Costa, sitios 1 y 2, en el Puerto de Antofagasta.



Dos del Director Nacional (S) del Servicio de Registro Civil e Identificación:



Con el primero, contesta una petición enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el número de solicitudes de cambio de nombre y de las causas o razones expuestas en la solicitud, durante el período 2008-2010.



Con el segundo, remite antecedentes solicitados en oficio dirigido en nombre del mismo señor Senador, sobre convenios suscritos con la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena en las materias de interculturalidad y capacitación de funcionarios en este rubro.



De la señora Directora del Trabajo, con el que da respuesta a una petición cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en lo que atañe a fiscalizaciones realizadas al sector comercio con motivo de las festividades de Navidad y Año Nuevo.



Del señor Director (S) del Fondo Nacional de Salud, con el que informa petición formulada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, sobre asignación presupuestaria al Servicio de Salud de la Región de Magallanes para traslado de personas que requieran de atención médica especializada en el Hospital de Punta Arenas.



Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, con el que absuelve la consulta enviada en nombre del Honorable Senador señor Quintana, respecto de la necesidad de participación de este Servicio en el proceso de evaluación ambiental de la declaración de impacto correspondiente al Proyecto Central Hidroeléctrica Picoiquén.



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, con el que da cumplimiento al artículo 3° de la ley N° 19.561 e informa el número total de bonificaciones forestales otorgadas en 2010, en conformidad al decreto ley N° 701, de 1974, y las desglosa por comunas y actividades bonificadas, con expresión de la superficie beneficiada en cada rubro.



De la señora Superintendente de Seguridad Social, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, con la finalidad de conocer las causales de rechazo de licencia médica a la persona que se señala en aquél.



De la señora Superintendente de Servicios Sanitarios, con el que contesta un oficio de petición de antecedentes enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre la ejecución de acciones de fiscalización a Essbío por el corte del suministro de agua potable en Chiguayante, durante el fin de semana del 23 de enero pasado.



Del señor Intendente de la Región de Antofagasta, con el que responde solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre el avance del proyecto de reconstrucción de la Prefectura de la Policía de Investigaciones, en Tocopilla.



De la Ilustrísima Corte Marcial de la Armada, con el que comunica la integración de este tribunal durante el trienio iniciado el 3 de marzo pasado.



Del Director General (S) del Consejo para la Transparencia, con el que da respuesta a una petición de antecedentes enviada en nombre del Honorable Senador señor Cantero, respecto del monto de gastos para mantener un contingente de efectivos militares y policiales en Isla de Pascua.



Del señor Jefe (S) del Departamento de Información Pública y Desarrollo de Normas de Carabineros de Chile, con el que entrega antecedentes, pedidos en nombre del Honorable Senador señor Cantero, respecto del monto que supone mantener el contingente de esta institución destacado en Isla de Pascua. 



Del señor Secretario Regional Ministerial del Trabajo y Previsión Social de la Región de Antofagasta, con el que informa lo actuado, en relación con una petición de antecedentes enviada en nombre del Honorable Senador señor Cantero, relativa a la comisión de diversas irregularidades en materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, en la División Codelco Norte.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud (S) de la Región del Biobío, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el conocimiento, autorización o fiscalización del acopio que hace la empresa Muelles de Penco de 30.000 toneladas de petcoke, en patios colindantes con la Playa de Penco.



Del señor Director (S) del Servicio de Salud Viña del Mar-Quillota, con el que atiende solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el número de extintores de los que dispone dicho servicio y su desglose por establecimiento hospitalario.



Del señor Alcalde de la Municipalidad de Penco, con el que remite antecedentes solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el conocimiento, autorización o fiscalización del acopio que hace la empresa Muelles Penco S. A., de 30.000 toneladas de petcoke, en patios colindantes con la Playa de Penco.



- Quedan a disposición de los Honorables señoras y señores Senadores.

Informe



De la Comisión Bicameral, recaído en el acuerdo relativo a la designación del integrante del Comité de Auditoría Parlamentaria que indica.



- Queda para Tabla.

- - -



Durante la sesión, se da cuenta de los siguientes asuntos:

Informes


Dos de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaídos en las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Tratado de Budapest sobre el Reconocimiento Internacional del Depósito de Microorganismos a los Fines de Procedimiento en Materia de Patentes”, establecido en Budapest, el 28 de abril de 1977, y enmendado el 26 de septiembre de 1980, y su Reglamento Anexo, adoptado el 28 de abril de 1977 y modificado el 20 de enero de 1981 (Boletín N° 7.098-10).



- Queda para la Tabla de la próxima sesión.



2.- Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señor Walker, don Patricio, señora Alvear y señor Rossi, referido a los sucesos acaecidos en Libia (Boletín Nº S 1.334-12).



- Este asunto se resuelve durante esta sesión, según se consigna más adelante.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señoras Rincón, Allende y Alvear y señores Escalona, Frei, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar, relativo al envío por el Ejecutivo de un proyecto de ley que otorgue un bono extraordinario por el alza del transporte público, alimentos y combustibles (Boletín Nº S 1.335-12).



De los Honorables Senadores señor Letelier, señoras Alvear y Rincón y señores Espina, Frei, Lagos, Pérez Varela, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker, don Patricio, y Zaldívar, referido a la asignación de viviendas para damnificados (Boletín Nº S 1.336-12).



- El trámite que se da a estos asuntos se resuelve durante la presente sesión, según se indica.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones respecto del proyecto de ley sobre vegetales genéticamente modificados (Boletín N° 4.690-01) hasta las 13 horas del día lunes 4 de abril de 2011, en la Secretaría de las Comisiones de Agricultura, Medio Ambiente y Bienes Nacionales, y Salud, unidas.


2) Tomar conocimiento de que el señor Presidente del Senado citará a la Comisión Especial de Zonas Extremas para el día miércoles 9 de marzo a las 15:30 horas, con el objeto de que se constituya, elija Presidente y se aboque a su cometido. En virtud del acuerdo adoptado por el Senado con fecha 13 de julio de 2010, dicha Comisión Especial será integrada por los Senadores que representan a las Regiones de Arica y Parinacota; Tarapacá; Aysén y Magallanes, y a las Provincias de Isla de Pascua, Chiloé y Palena.


3) Rendir homenaje a la Federación de Trabajadores del Cobre en la sesión del día 23 de marzo en curso, suspendiendo la hora de incidentes de ese día.

_______________

SALUDO POR DÍA INTERNACIONAL DE LA MUJER



El señor Presidente, a nombre de la Mesa, con motivo de celebrarse el Día Internacional de la Mujer, envía un saludo a las mujeres de Chile, en especial a las Honorables señoras Senadoras y a todas quienes se desempeñan en diversas funciones en la Corporación.



Añade que la institución ha promovido y respaldado un conjunto de iniciativas en beneficio de las mujeres, algunas ya aprobadas y otras aún pendientes en el debate y en el diálogo generado a su respecto en las distintas Comisiones.

_______________

NOMBRAMIENTO DE SECRETARIO GENERAL DEL SENADO



A continuación, el señor Presidente señala que corresponde abocarse al nombramiento del nuevo Secretario General del Senado.


Sobre el particular, hace presente que, para cumplir dicho propósito, se convocó a un concurso público, que contó con una cantidad importante de postulantes.

Indica que, luego de analizados los antecedentes y en conformidad con lo establecido en el Reglamento, la Mesa propone a la Sala para el cargo al actual Abogado Secretario Jefe de Comisiones, señor Mario Labbé Araneda, quien para ser elegido requiere contar con el acuerdo de los dos tercios de los miembros en ejercicio de la Corporación.


Sometido a votación este asunto, se aprueba unánimemente el nombramiento como Secretario General del Senado del señor Labbé, con el voto favorable de 27 señores Senadores, de 34 en ejercicio, cumpliéndose de esta manera con el quórum requerido.



Enseguida, el señor Presidente solicita al recién elegido nuevo Secretario General ubicarse frente a la testera para prestar juramento o promesa de estilo en tal carácter, requiriendo a las señoras y señores Senadores y a las personas en tribunas colocarse de pie.


Posteriormente, el señor Labbé presta juramento, declarándolo el señor Presidente investido del cargo de Secretario General del Senado.



Finalmente, el recién nombrado pronuncia un discurso de agradecimiento.

_______________

NOMBRAMIENTO DE SECRETARIO JEFE DE COMISIONES



El señor Presidente señala que, como consecuencia del nombramiento anterior, se produce la vacante en el cargo de Abogado Secretario Jefe de Comisiones, que corresponde, en consecuencia, proveer.


Agrega que el funcionario que asume dicha labor debe ser elegido con el acuerdo de los dos tercios de los miembros en ejercicio del Senado.

.



Al efecto, la Mesa propone para ocupar el mencionado cargo al abogado señor Julio Cámara Oyarzo.


Sometida a votación la propuesta, es aprobada por unanimidad, con el voto favorable de 27 señores Senadores, de 34 en ejercicio, cumpliéndose el quórum exigido.

_______________



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Zaldívar, quien, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 79 del Reglamento, solicita el asentimiento de la Sala a objeto de votar durante el Tiempo de Votaciones de la presente sesión y eximir del trámite de Comisión especializada, al proyecto de acuerdo que presentara junto a los Honorables Senadores señoras Rincón, Allende y Alvear y señores Escalona, Frei, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar, relativo al envío por el Ejecutivo de un proyecto de ley que otorgue un bono extraordinario por el alza del transporte público, alimentos y combustibles (Boletín Nº S 1.335-12).


Sometida a debate esta solicitud, intervienen los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Tuma, Prokurica, Escalona, Rossi, Navarro, Letelier y Orpis.



Cerrado el debate, y puesta en votación la solicitud, es aprobada con el voto de 18 señores Senadores y 11 en contra.


Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Escalona, Frei, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Cantero, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín Fernández, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Uriarte.


En consecuencia, se procede a colocar esta iniciativa al final de la tabla de la presente sesión.

- - -


Al hacer uso de la palabra, el Honorable Senador señor Walker (don Patricio) se refiere al proyecto de acuerdo que presentara junto a los Honorables Senadores señora Alvear y señor Rossi, referido a los sucesos acaecidos en Libia (Boletín Nº S 1.334-12).


Al respecto, explica que, dada su urgencia, atendido que su finalidad es repudiar la represión del gobierno libio en contra de la población de su país, debe ser votado en la presente sesión.


El Honorable Senador señor Larraín Fernández precisa que habiendo sido ya informado favorablemente este proyecto por la Comisión de Relaciones Exteriores, no habría inconveniente en proceder de esa forma.


Así se acuerda.

- - -



Por último, el Honorable Senador señor Letelier hace uso de la palabra para solicitar el asentimiento de la Sala a fin de votar en esta sesión el proyecto de acuerdo que presentara junto a los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón y señores Espina, Frei, Lagos, Pérez Varela, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar, referido a la asignación de viviendas para damnificados (Boletín Nº S 1.336-12), lo que así se acuerda.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señoras Rincón y Alvear y señores Bianchi, Escalona, Frei, Gómez, Lagos, Letelier, Quintana, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar, con el que solicitan el envío de un proyecto de ley sobre gobierno corporativo de ENAP, 

conservando su carácter estatal



El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señoras Rincón y Alvear y señores Bianchi, Escalona, Frei, Gómez, Lagos, Letelier, Quintana, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar, cuyo objeto es solicitar el envío de un proyecto de ley sobre gobierno corporativo de ENAP, que preserve su carácter estatal, que tiene el Boletín N° S 1.325-12, y respecto del cual se solicitó en la sesión ordinaria anterior aplazamiento de la votación.



Añade que la iniciativa persigue, además, avanzar en la transformación de ENAP en una gran empresa nacional de energía, y requerir al Ejecutivo la revisión de los nuevos términos del contrato entre ENAP y la empresa GASCO, que harán subir el precio del gas doméstico en Magallanes.


Sometido a votación, se aprueba por 19 votos afirmativos de los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Cantero, Escalona, Frei, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Queda despachado este asunto.
- - -



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP) es una empresa del Estado de Chile, cuyo giro comercial es la exploración, producción y comercialización de hidrocarburos y sus derivados, estando autorizada para desarrollar actividades en toda la cadena de valor de la industria petrolera;

2. Que durante el año 2008, debido a la crisis del gas que vivió el país producto del corte del envío de gas natural por parte de Argentina, ENAP tuvo uno de los ejercicios más complejos de su historia, que la llevaron a tener pérdidas por US$ 1.072 millones, quedando en una delicada posición competitiva y un nivel de deuda superior a los US$ 4.000 millones;

3. Que durante el año 2010 la actual administración de la Empresa decidió llevar a cabo un plan de desvinculación, en virtud del cual fueron despedidos más de 500 trabajadores de ENAP y sus filiales, lo que ha producido graves conflictos especialmente en la zona de Magallanes, donde hubo más de 350 trabajadores despedidos. A lo anterior se suma el hecho de que en la Región de Magallanes los nuevos términos del contrato de venta de gas de ENAP a GASCO implicarán más de un 20 % de alza en el precio del gas domiciliario en la zona, lo cual contraviene una promesa del Presidente de la República, quien señaló que se mantendrían los precios del gas residencial en la zona austral del país;

4. Que hasta hoy el Gobierno no ha señalado públicamente hacia donde quiere enfocar los esfuerzos de la empresa ni el camino que va a seguir para pagar las importantes deudas que tiene la empresa y que deben saldarse para seguir haciendo de ella una empresa sustentable en el tiempo. De acuerdo a lo señalado por los Ministros de Minería y de Energía, en la creación del Gobierno Corporativo de ENAP serían incluidos todos estos temas, y

5. Que uno de los grandes temas del futuro dice relación con el acceso justo e igualitario a las fuentes de energía. En este ámbito la Empresa Nacional del Petróleo debe jugar un rol, ya no sólo como una empresa netamente petrolera sino que como una empresa nacional de energía, que permita que el Estado, por medio de una empresa pública, esté presente en la matriz energética y promueva y subsidie la utilización de nuevas energías como la geotérmica, solar, mareomotriz, etc.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República la adopción de las siguientes medidas:


a) Enviar a tramitación legislativa un proyecto que establezca un nuevo Gobierno Corporativo para la Empresa Nacional del Petróleo, con el objeto de conocer los cambios que efectuará su Gobierno para hacer viable en el tiempo la operación de la Empresa Nacional del Petróleo.


b) Ratificar la intención de que ENAP siga siendo una empresa del Estado, que juegue un rol no sólo en materia petrolera, avanzando en la transformación de ENAP en una gran empresa nacional de energía


c) Revisar los nuevos términos del contrato entre ENAP y GASCO, que harán subir en más de un 20% el precio del gas domiciliario en Magallanes, afectando el acceso a gas a precios módicos de una parte importante de los habitantes de la Región de Magallanes.”.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro y Muñoz Aburto, con el que solicitan adoptar medidas de control sanitario y de salud pública en la salmonicultura, con informe de la Comisión de 

Salud



El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro y Muñoz Aburto, con el que solicitan adoptar medidas de control sanitario y de salud pública en la salmonicultura, y que tiene el Boletín Nº S 1.311-12.



Agrega que la Comisión de Salud, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, informa que este proyecto de acuerdo no le merece observación.



Puesto en votación, se aprueba por 18 votos favorables de los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Escalona, Frei, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Queda despachado este asunto.

- - -



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que como lo han señalado el Centro Ecoceanos, la Liga Ciudadana de Defensa del Consumidor y Consumers Internacional, la Política Nacional de Inocuidad de los Alimentos establece el respeto y promoción del derecho a la salud y a una alimentación saludable y segura; la transparencia y participación en el proceso de análisis de riesgo; adopción de decisiones basadas en información y evidencia científica, y el cumplimiento de las obligaciones en el ámbito internacional;

2. Que la ley sobre protección de los derechos de los consumidores asegura: a) el derecho a una información veraz y oportuna sobre los bienes y servicios ofrecidos y otras características relevantes de los mismos; b) el no ser discriminado arbitrariamente por parte de proveedores de bienes y servicios; c) la seguridad en el consumo de bienes y servicios, la protección de la salud y el medio ambiente y el deber de evitar los riesgos que pueden afectarles, y d) el derecho al consumo de alimentos inocuos, sanos y seguros;

3. Que el manejo del primer brote de virus de Anemia Infecciosa del Salmón (ISA) en la Región de Magallanes, reconocido oficialmente por Sernapesca el 5 de noviembre de 2010, ha dejado en evidencia una serie de graves incumplimientos a las regulaciones sanitarias, ambientales y de manejo acuícola existentes en el área de Bahía Perales, Provincia de Última Esperanza, y en la ciudad de Punta Arenas, Región de Magallanes y Antártica chilena;

4. Que el centro de Bahía Perales presenta una sobreproducción de peces que triplica lo aprobado en su declaración de impacto ambiental, correspondiente a 220 toneladas anuales. Esto implica la existencia de altas concentraciones de peces en sus 10 balsas jaulas, de lo que es posible inferir que el potencial volumen de salmones en riesgo de ser infectados por el virus ISA correspondería a unos 600.000 Kg. de Salmón del Atlántico;

5. Que llama la atención que a una misma partida de 230.000 Kg. de peces infectados se le hayan aplicado diferentes tratamientos: 11 de un total de 50 toneladas fueron efectivamente eliminadas en el vertedero municipal de Punta Arenas; una cantidad indeterminada de miles de kilos fue incinerada ilegalmente en el centro de cultivo de Bahía Perales, y otra cantidad, también indeterminada de miles de kilos, estaría siendo procesada para consumo humano;

6. Que estos volúmenes de peces infectados estarían siendo procesados y congelados en una planta de la Pesquera Edén, en la Región de Magallanes, según información entregada por el director regional de Sernapesca a consejeros de pesca y difundida por la Red Austral de TVN;

7. Que no existe información sobre el volumen total, tipo de peces afectados (smolt, reproductores o engordas) y el destino final que tendrán estas producciones de congelados de Salmón del Atlántico provenientes de este brote de virus ISA. Tampoco es claro que la planta procesadora de Pesquera Edén sea el único lugar donde se estaría procesando y congelando estos peces infectados;

8. Que el virus ISA pertenece a la familia Orthomyxoviridae, género Isavirus, que también produce el virus de la gripe A y causa diversas enfermedades en aves y mamíferos. La enfermedad clínica afecta a peces cultivados en agua de mar de la especie Salmón del Atlántico y fue reportada por primera vez en Noruega en 1984, luego en Canadá, Escocia, Islas Feroe y EEUU. El 2008 se confirmó su desplazamiento al hemisferio sur, tras de brotes de gran virulencia y tamaño en Chile. En los últimos 25 años se registran más de 460 brotes de ISA, todos en Salmones del Atlántico cultivados;

9. Que preocupan las afirmaciones del director regional del Sernapesca asegurando la absoluta inocuidad del consumo de salmones infectados, basándose en información difundida por el sector empresarial y en la falta de estudios epidemiológicos sobre humanos expuestos al consumo de peces muertos por brotes de este patógeno, pues que la literatura a la fecha no describa los efectos del virus sobre humanos no significa que no exista peligro;

10. Que el Ministerio de Salud debe garantizar la aplicación del principio precautorio para asegurar a los consumidores el derecho a la salud y al consumo de alimentos inocuos, frente a un agente viral de reciente data en el país, que se encuentra en una activo proceso de expansión geográfica desde 2007 y posee gran capacidad para el cambio y adaptación a nuevos huéspedes;

11. Que al no existir tiempo para aplicar el período de carencia para metabolizar los productos químicos utilizados en los procesos de crianza y engorda, el Ministerio de Salud debe asegurar que las partidas de salmones que se están procesando para consumo humano no presentan residuos de antibióticos por sobre las normas internacionales;

12. Que el Ministerio de Salud debe asegurar los derechos de los chilenos para acceder a alimentos inocuos y seguros frente a los productos de salmónidos provenientes del brote de Magallanes. Esto, especialmente al ser un país de la OCDE, lo que obliga al país a tener las mismas normas, estándares, metodologías, técnicas y criterios tanto para los productos que se exportan como para los que se destinan al consumo interno;

13. Que los chilenos tienen derecho a saber cuál es el riesgo sanitario existente en el consumo de las partidas de salmones provenientes del brote de virus ISA en Magallanes. Para ello debe conocerse la evaluación de riesgo y la metodología científica y estandarizada que permite al Estado señalar que no existe riesgo al consumir peces de cultivo provenientes de mortalidades provocadas por este agente viral de alto dinamismo, y

14. Que la producción industrial de salmones cuenta en Chile con un sistema de trazabilidad administrado por Sernapesca, lo que debiera facilitar conocer la inocuidad de los productos provenientes del centro afectado por este brote de virus ISA en Bahía Perales, especialmente en lo relativo a la presencia de residuos de antibióticos y otros químicos empleados en su producción. Dicha información debiera ser conocida antes de que dichos productos sean comercializados y exportados.


El Senado acuerda:


Solicitar a los señores Ministros de Economía, Fomento y Turismo y de Salud, y a la señora Ministra de Medio Ambiente, la adopción de las siguientes medidas:


a) Establecer, en virtud del principio precautorio ambiental y sanitario, la prohibición inmediata de comercialización y consumo de peces de cultivo industrial infectados provenientes de brotes de virus ISA, hasta no contar con las evidencias científicas que aseguren su inocuidad.


b) Reforzar las acciones normativas y del sistema de fiscalización para el control sanitario de la salmonicultura y el aseguramiento de la inocuidad de dichas producciones de acuicultura industrial.


c) Iniciar los procedimientos que aseguren, en cumplimiento con los compromisos contraídos como país miembro de la OCDE, los derechos de los chilenos para acceder a alimentos inocuos y seguros, al igual que los consumidores de los países a los cuales se exportan, estandarizando las normas, metodologías y técnicas, para eliminar cualquiera posibilidad de discriminación al respecto.


d) Presentar esta situación en la próxima reunión del CODEX Alimentarius (FAO-OMS), para que se tomen acciones referidas a la comercialización de productos provenientes de brotes masivos de virus que afectan a las producciones industriales de animales destinados al consumo humano.”.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Quintana y Rossi, con el que requieren al Ejecutivo establecer una política pública en materia de discapacidad psíquica infantil, con informe de la 

Comisión de Salud



El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Quintana y Rossi, con el que requieren al Ejecutivo establecer una política pública en materia de discapacidad psíquica infantil, y que tiene el Boletín Nº S 1.315-12.



Añade que la Comisión de Salud, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, informa que este proyecto no le merece observación.


Puesto en votación, se aprueba por 20 votos favorables de los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Longueira, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide y Tuma.



Queda terminada la tramitación de este asunto.
- - -



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que de acuerdo al Primer Estudio Nacional de la Discapacidad realizado por FONADIS (2004), en Chile la población con discapacidad representa el 12,9%, esto es, más de 2 millones de personas. El 70,8% no realiza trabajos remunerados y, por tanto, no cuenta con acceso a prestaciones previsionales;

2. Que por lo mismo las demandas de la sociedad civil se concentran en las grandes falencias existentes en materia de empleo formal y acceso a los beneficios previsionales, lo que en mayor medida afecta a las personas con discapacidad psíquica;

3. Que se considera que una persona tiene discapacidad psíquica cuando presenta “trastornos en el comportamiento adaptativo, previsiblemente permanentes”. La discapacidad psíquica puede ser provocada por diversos trastornos mentales, tales como depresión mayor, esquizofrenia, trastorno bipolar; trastornos de pánico, trastorno esquizomorfo, síndrome orgánico y síndrome X Frágil;

4. Que el conjunto de alteraciones psíquicas varía mucho de unos enfermos a otros, razón por la que el colectivo de discapacitados psíquicos es totalmente heterogéneo, abarcando desde casos leves, con pequeñas discapacidades, hasta otros en los que la afección es tan grave que supone una incapacidad y dependencia total;

5. Que la discapacidad intelectual no sólo afecta a quien la tiene sino también a la sociedad que le rodea, empezando por su familia. Así entendida, la discapacidad surge cuando el entorno no ofrece a estas personas las ayudas necesarias para que la interacción sea adecuada;

6. Que por lo anterior es que internacionalmente se ha hecho hincapié en que el concepto de discapacidad intelectual está, más que en las deficiencias de las personas, en los apoyos que precisan para llevar una vida de calidad y en relación con los demás;

7. Que una idea básica que intentan comunicar las organizaciones que trabajan con personas con discapacidad intelectual consiste en que tienen el mismo deseo de participar y contribuir en sus comunidades que cualquier otra persona y también el mismo deseo que las demás de ser tratadas con dignidad y respeto;

8. Que en la misma línea se asume que tener una discapacidad es sólo un aspecto de la vida de una persona. Hay más facetas en su vida, aparte de esa discapacidad. Por ejemplo, las personas con discapacidad intelectual a menudo tienen otras habilidades, algunas pueden ser artistas o músicos y sus relaciones personales son normales, se casan y a veces tienen hijos;

9. Que el año 2000 el Ministerio de Salud anunció la aplicación del nuevo Plan Nacional de Salud Mental y Psiquiatría, orientado a contribuir con la inserción social y laboral de las personas con discapacidad mental en sus familias y comunidades. Esto a raíz de la experiencia internacional y al avance en las medicinas que permiten un mejor nivel de vida de los pacientes. De esta forma se comenzó una fuerte reducción de los cupos en los hospitales psiquiátricos y se abrieron los Centros de Rehabilitación Psicosocial (CRPs) y otros establecimientos de atención ambulatoria. La idea de la autoridad era fomentar la interacción entre los pacientes y con el medio ambiente de modo de promover su bienestar, además del desarrollo y uso de sus potencialidades psicológicas, cognitivas y relacionales;

10. Que con el propósito de conocer los resultados de la aplicación de este plan nacional, académicos de la Universidad Central realizaron la investigación “Necesidades de Integración Social (NIS) de los discapacitados psíquicos”, en la que se estudió la situación, dificultades y obstáculos de los usuarios de los Centros de Rehabilitación Psico-social dependientes del Servicio de Salud Metropolitano Oriente y la impresión de sus familiares;

11. Que dicho estudio determinó que el nuevo modelo ambulatorio, si bien resulta relativamente eficiente en el aspecto médico (un 82% de los “usuarios” se declara satisfecho con los recursos farmacológicos y profesionales, y un 86% valora la contención que recibe de los profesionales), existe una importante necesidad de integración social no resuelta. Así, el 66% de las usuarias mujeres consultadas afirma tener una alta y mediana alta necesidad de integración social, y lo mismo ocurre con el 59% de los usuarios varones, lo cual es avalado por el 53% de los familiares que los lleva a estos establecimientos;

12. Que además, evidenció que sólo una pequeña parte (en torno al 10% del total) de los enfermos se atiende en este tipo de establecimientos (estatales o municipalizados), y se desconoce si el resto recibe algún tipo de atención y dónde, demostrando así que un sector importante de los niños, jóvenes, mujeres y senescentes no aparecen vinculados a esos servicios;

13. Que los encuestados por el estudio son personas adultas diagnosticadas principalmente con Esquizofrenia (68%) y Bipolaridad (sobre el 10%), que en general llevan un máximo de un año asistiendo el centro de rehabilitación psicosocial y tienen en un 44% estudios de educación media completa. De los usuarios consultados, el 64% son varones y el 36% mujeres, los cuales se agrupan en forma mayoritaria entre los 38 y 49 años;

14. Que durante los últimos años diversas instituciones, como es el caso del Hospital Las Higueras, de Talcahuano, han trabajado el tema del cuidado del cuidador (con madres de niños del espectro autista), mediante técnicas de teatro, circo y risoterapia, entre otras, buscando evitar que las discapacidades transformen a las familias de los pacientes en familias enfermas y a la espera de que se desarrollen planes y tratamientos integrales para esos pacientes, y

15. Que en Chile existen en el registro de Fonadis 73 organizaciones sociales vinculadas a las distintas expresiones de discapacidad psíquica.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Salud y al señor Ministro de Planificación para que se desarrollen políticas, planes, programas y tratamientos integrales -no sólo farmacológicos- para el importante número de chilenos, especialmente niños, con discapacidad psíquica y que no cuentan con políticas sociales, educacionales y de salud sustentables, de manera de evitar que sean o se sientan discriminados ante otras discapacidades y que se vean afectados en sus posibilidades de plena inserción social.”.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán, Quintana y Rossi, con el que solicitan el envío de un proyecto de ley que mejore económicamente a los directivos no profesionales de la Subsecretaría de Salud Pública, con informe de la Comisión de 

Salud



El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán, Quintana y Rossi, con el que solicitan el envío de un proyecto de ley que mejore económicamente a los directivos no profesionales de la Subsecretaría de Salud Pública, y que tiene el Boletín Nº S 1.327-12.



Añade que la Comisión de Salud, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, informa que este proyecto no le merece observación.


Puesto en votación, se aprueba por 22 votos favorables, de los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Cantero, Coloma, Escalona, Frei, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Queda terminada la tramitación de este asunto.

- - -



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que mediante la ley Nº 20.209, publicada el 30 de Julio de 2007, se modificó el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Salud, de 2006, que fijó la Planta de la Subsecretaría de Salud Pública, otorgándose diversos beneficios económicos a sus funcionarios, y se delegaron facultades en el titular del Ministerio de Salud para realizar re encasillamientos y traspaso de funcionarios;

2. Que, sin embargo, en dicho cuerpo legal no se consideró la situación de los Directivos no Profesionales, estamento compuesto por 162 funcionarios a lo largo del país, y que cumplen funciones de jefaturas de departamentos en diversos establecimientos de salud, pudiendo subrogar a un Director de hospital tipo 4 o asumir funciones como Subdirector Administrativo de un hospital de menor complejidad;

3. Que estos servidores públicos, que cuentan con extensas trayectorias en diferentes establecimientos de salud en el territorio nacional, constituyen un apoyo administrativo fundamental para el mejoramiento de la gestión y obtención de metas en las políticas sanitarias, lo que representa una garantía de adecuada continuidad para la administración de los hospitales donde ejercen sus funciones, en cuya mayoría se experimenta un elevado nivel de rotación anual en los cargos directivos, y

4. Que en tal virtud se hace necesario mejorar la situación de estos funcionarios, que con su experiencia, lealtad, sacrificio y vocación de servicio público contribuyen diariamente con la gestión de los establecimientos hospitalarios y otros centros de atención de salud, asignándoles grados de sueldo acordes a las importantes labores que cumplen, considerando su antigüedad en el servicio, méritos y capacitaciones efectuadas, otorgándoles asignaciones especiales para el caso de las subrogancias de cargos de mayor nivel jerárquico que deben asumir y, asimismo, establecer un incentivo al retiro.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República el envío al Congreso Nacional de un proyecto de ley que tenga por objeto modificar el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Salud, del año 2006, que fijó la Planta de la Subsecretaría de Salud Pública, con la finalidad de mejorar la situación funcionaria de los Directivos No Profesionales dependientes de dicha repartición pública asignándoles grados de sueldo acordes a las importantes labores que cumplen, considerando su antigüedad en el servicio, méritos y capacitaciones efectuadas, otorgándoles asignaciones especiales para el caso de las subrogancias de cargos de mayor nivel jerárquico que deben asumir, y estableciendo un adecuado incentivo al retiro.”.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro y Tuma, con el que solicitan incluir en el Censo de Población y Vivienda 2012 a los afro descendientes, con informe de la Comisión de 

Economía



El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro y Tuma, con el que solicitan incluir en el Censo de Población y Vivienda 2012 a los afro descendientes, y que tiene el Boletín Nº S 1.328-12.



Agrega que la Comisión de Economía informa que la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Novoa y Zaldívar, estima que este proyecto no merece observación.



En votación, se aprueba con 20 votos favorables de los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Cantero, Escalona, García, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Queda despachado este asunto.
- - -



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que son diversas las organizaciones de la sociedad civil chilena que se definen como afrodescendientes. La entidad más importante es la Alianza Afrochilena, que agrupa a organizaciones como “Oro Negro”, “Arica Negro” y “Lumbanga”, las tres de Arica, donde se encuentran principalmente los integrantes de esta etnia;

2. Que aunque desde el año 2005 tales organizaciones han solicitado al INE la posibilidad de realizar un piloto censal para determinar el número de personas chilenas pertenecientes y reconocidas en torno a este origen africano, recién el 2009 el citado servicio público, en conjunto con representantes de organismos internacionales, desarrollaron esta prueba censal, cuyos resultados se espera poder conocer en breve plazo;

3. Que de acuerdos a múltiples estudios históricos, los africanos llegaron a Chile en tiempos de la Conquista, incluso como parte del ejército de Diego de Almagro. Armando de Ramón señala: “El grueso del ejército [de Almagro], formado por hombres de origen plebeyo, es el que menos rastros ha dejado en los documentos, así como los indios de servicios y negros esclavos, cuyo número es imposible fijar, debido a las grandes fluctuaciones a que estuvo sometido por deserciones, muertes y nuevos enganches” (De Ramón: 1953,107);

4. Que Rolando Mellafe agrega: “Casi todos los cronistas que se refieren al viaje de Almagro hablan de los negros que traía, aunque la cifra exacta es imposible saberla. Nos imaginamos que sus amos no sólo los traían para servirse de ellos, sino como se acostumbraba, para venderlos ventajosamente en caso de que la tierra resultara rica. De todos modos, no pudieron ser muchos más de 150, dada la carestía que alcanzaron en el Perú cuando se preparaba la expedición” (Mellafe: 1959, 43-44). La cifra aproximada de 150 personas de origen africano es altísima, considerando que las tropas españolas ascendían a alrededor de 500 soldados (Villalobos: 1954, 122);

5. Que el historiador Gonzalo Vial, al demostrar la importancia social de los afrodescendientes en el período de dominación española (siglos XVI-XVIII), concluye que “nuestra raza tiene, pues, algo de negro” (Vial: 1957, 124). Un trabajo de los historiadores Marcello Carmagnani y Herbert S. Klein (Carmagnani y Klein: 1965, 57-73), demuestra documentalmente que en 1777-78, la población negra de Chile ascendía en promedio al 12%, llegando al 20% en la zona de Coquimbo y a un 18% en Santiago, y disminuyendo sólo en las regiones sureñas (a menos del 10 %);

6. Que Guillermo Feliú Cruz, por su parte, indica que “en 1810, el número de negros y mulatos existentes en Chile podía calcularse, basándose en las mejores informaciones, en diez o doce mil individuos de ambos sexos” (Feliú Cruz: 1942, 32). Y considérese que todas estas cifras excluyen a la población afrodescendiente de la zona de Arica, en ese entonces bajo la jurisdicción del Virreinato del Perú y sólo perteneciente a Chile desde la llamada Toma de Arica en el contexto de la Guerra del Pacífico;

7. Que las declaraciones de Derechos Humanos y de Etnicidad suscritas por Chile a lo largo del tiempo consagran el principio de no discriminación y apuntan a fortalecer la diversidad cultural-étnica de nuestro país;

8. Que la Constitución de Chile, siguiendo las huellas de las declaraciones de Derechos Humanos y de Etnicidad, consagra el derecho de igualdad ante la ley y el principio de no discriminación por razones arbitrarias;

9. Que existe en Chile un ordenamiento jurídico especial para los pueblos originarios, lo que en virtud del principio de analogía debiera aplicarse a los afrodescendientes;

10. Que en la Cámara de Diputados se han presentado dos proyectos de ley destinados a homenajear y reconocer a la etnia afrodescendiente chilena, con adhesión políticamente transversal en su presentación;

11. Que Celade (División de Población Cepal) recomienda a sus Estados miembros que incorporen la variable afrodescendiente en los censos para la mejor implementación de políticas públicas;

12. Que Argentina, un país habitualmente considerado como “blanco y europeo”, incluyó la variable afrodescendiente en la realización de su censo efectuado en octubre recién pasado, con la pregunta: “Ud. o alguna persona de este hogar es afrodescendiente o tiene antepasados de origen afrodescendiente o africano (padre, madre, abuelos/as, bisabuelos/as?”;

13. Que existen en la sociedad civil grupos organizados que reivindican el reconocimiento social y estatal de la etnia afrodescendiente en Chile;

14. Que el INE ha expresado inicialmente que no es posible asumir compromisos respecto a incluir nuevas materias en la consulta censal, especialmente por el impacto financiero que tales decisiones involucrarían. Otro argumento utilizado por dicho servicio es que de incluirse a los afrodescendientes ello implicaría la demanda de incorporación en futuros censos a descendientes de otros grupos étnicos o pueblos, lo que no es necesariamente cierto ni obligatorio y que tiene evidentes diferencias con el caso de los afrodescendientes;

15. Que en la Cámara de Diputados el Diputado por Arica y Parinacota, Orlando Vargas, presentó un proyecto de acuerdo, con la adhesión de parlamentarios de las bancadas PPD, PRSD, PDC e Independientes, reiterando la petición de incluir una pregunta sobre población afrodescendiente en el Censo 2012;

16. Que este tema ha sido repuesto en la opinión pública debido a la denuncia formulada contra el ex Director Regional del Fosis de Arica-Parinacota por el despido de un funcionario administrativo, eventualmente por su condición de afrodescendiente, y

17. Que la Resolución 169 de la ONU, de fecha 19 de marzo de 2010, acordó declarar el año 2011 como el “Año Internacional de los Afrodescendientes”, y que el proyecto de resolución denominado “Programa de Actividades del Año Internacional de Afrodescendientes”, propuesta el 6 de diciembre de 2010 a la Asamblea General de la ONU, fue presentado por Panamá, Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, Perú, República Dominicana y Uruguay.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya al Instituto Nacional de Estadísticas para que se incluya en el Censo de Población y Vivienda de 2012 la variable afrodescendiente, tanto por respeto a su presencia en territorio nacional desde los tiempos de la conquista de Chile, como por el actual número de descendientes que existen, se reconocen y están organizados en parte importante del país y porque en virtud de las declaraciones y convenios suscritos por Chile son un grupo que debe ser reconocido y no discriminado.”.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Navarro, señora Rincón y señor Tuma, con el que solicitan el desarrollo de programas de salud para los trastornos patológicos de alimentación, con 

informe de la Comisión de Salud



El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Navarro, señora Rincón y señor Tuma, con el que solicitan el desarrollo de programas de salud para los trastornos patológicos de alimentación, y que tiene el Boletín Nº S 1.329-12.



Añade que la Comisión de Salud, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, informa que este proyecto no le merece observación.


En votación, se aprueba con 23 votos favorables de los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Coloma, Escalona, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Queda despachado este asunto.

- - -



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que según el Ministerio de Salud la anorexia y la bulimia son dos patologías nutricionales secundarias a “trastornos del apetito” que afectan siete veces más a la mujer que al varón. La anorexia, más frecuente en adolescentes, se caracteriza por una restricción severa y voluntaria de la ingesta de alimentos motivada por un miedo anormal a subir de peso. Puede llevar a una desnutrición severa y a trastornos metabólicos secundarios con un alto riesgo de muerte;

2. Que la bulimia se observa en mujeres de mayor edad y se caracteriza por episodios alternados de ingesta excesiva y restricción severa, asociados a depresión e intento de suicidio. La mujer obesa es más susceptible a presentar un trastorno del apetito y en un porcentaje importante de mujeres la anorexia o bulimia se desencadena por el manejo inadecuado de una obesidad previa;

3. Que los trastornos alimenticios se han transformado en una de las principales enfermedades que aquejan a la población juvenil en Chile. Según el Centro Neuropsiquiátrico de Santiago, unas 500 mil chilenas de entre 14 y 30 años de edad sufrirían bulimia o anorexia, casos que hasta en un 20% llegan a la muerte;

4. Que el Colegio Médico de Chile, por su parte, calcula que unas 70 mil jóvenes sufren de anorexia en el país, en tanto que otras 350 mil padecerían bulimia, casos que por lo general se concentran en el nivel etario que va de los 14 a los 18 años de edad;

5. Que según cifras del Ministerio de Salud, el número de pacientes en control por esas enfermedades en el Programa de Salud Mental aumentó en dos años en 97%. Si el año 2005 1.686 personas se atendieron en el sistema público por bulimia, anorexia, comer compulsivo y trastornos de alimentación atípicos, en 2007 la cifra aumentó a 3.321. Estos cuadros son un problema creciente en la población joven: los pacientes en tratamiento entre 10 y 19 años subieron 115%, pasando de 794 a 1.706 en el mismo período;

6. Que según un sondeo realizado por la Asociación Chilena contra la Anorexia y Bulimia existirían en el país 70 mil mujeres de entre 14 a 35 años que padecen de anorexia, mientras que unas 35 mil sufrirían de bulimia. Las enfermas que sufren de anorexia tienen un 28% más de posibilidades de mortalidad que aquellas que no y que tienen la misma edad;

7. Que la anorexia es una enfermedad que no sólo produce alteraciones en los ciclos hormonales e inmunodepresión con aumento del riesgo de infecciones, sino que también causa anomalías cardíacas detectables, que se van agravando cuanto mayor es el grado de desnutrición del paciente afectado, lo que en casos de anorexia terminal puede causar la muerte;

8. Que existen estudios que muestran que el corazón de las enfermas anoréxicas es más pequeño de lo normal. Asimismo, se ha constatado que el corazón de una paciente con anorexia nerviosa es mucho menos elástico que uno sano;

9. Que la desnutrición afecta la elasticidad necesaria para el bombeo de la sangre, por lo que además se produce una mayor actividad del Sistema Nervioso Simpático. También suele ser habitual que en los enfermos de anorexia se desarrollen alteraciones en el ritmo del corazón o arritmias u otras patologías coronarias, debido especialmente al adelgazamiento de las paredes del corazón;

10. Que esta enfermedad también se asocia a problemas de potasio y fosfatos en bajas cantidades en la sangre, muerte súbita y complicaciones cardiovasculares. La anorexia es una enfermedad que va consumiendo la grasa corporal necesaria para que el organismo funcione; se consumen los músculos, con lo que a su vez se debilita el músculo cardíaco;

11. Que en países como Argentina, donde 1 de cada 10 adolescentes sufre estas patologías, o en Alemania, donde la bulimia y la anorexia afectan a unas 600.000 personas de entre 15 y 35 años, un 22% de los adolescentes de entre 11 y 17 años ha tenido síntomas de trastornos alimenticios y 9 de cada 10 afectados son mujeres y 1 de cada 10 muere por sus efectos, se han implementado planes y campañas, que en el caso del país europeo se denominaron “La vida tiene peso”;

12. Que las autoridades de Salud han señalado que pese a la magnitud del aumento en las cifras de estas enfermedades, éste aún no es significativo como para que la anorexia y la bulimia sean consideradas prioridad de salud pública, especialmente dado que existen enfermedades más relevantes en salud mental, como la depresión o esquizofrenia, que afectan a una mayor parte de la población;

13. Que es imprescindible la detección y tratamiento oportuno, antes que las personas experimenten grandes bajas de peso, pues los estudios señalan que un 60% de los pacientes mejora si es tratado en los inicios de su trastorno;

14. Que en Chile se han presentado casos dramáticos, como el de Andrea Garrió, de 17 años, que llegó a pesar 40 kilos con 1.65 mt. de estatura y que murió el 27 de agosto de 2007 a causa de los problemas respiratorios que le produjo haber bajado 22 kilos en ocho meses debido a la anorexia, y

15. Que, más recientemente, el deceso de la modelo francesa Isabelle Caro, de 28 años y poco más de 25 kilos para sus 1,65 mt, símbolo de la campaña contra la anorexia, ha revitalizado el debate sobre esta enfermedad y su tratamiento.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya a los señores Ministros de Educación, de Salud y de Planificación para que se adopten las siguientes medidas:


a) Desarrollar programas nacionales y destinar los recursos necesarios para enfrentar preventivamente este tema, evitando que llegue a convertirse en un problema de salud pública


b) Implementar campañas masivas en establecimientos educacionales y la red pública de salud y, en el caso particular de Educación, incentivar y propiciar la participación de la comunidad escolar en las estrategias de intervención frente al tema.


c) Disponer en el presupuesto 2012 de recursos para el financiamiento de profesionales del área médica y sicológica que apoyen y orienten los proyectos de intervención que sean necesarios.


d) Retomar, mantener y expandir las experiencias pilotos desarrolladas en los establecimientos educacionales de las Regiones con mayor prevalencia de estas enfermedades.”.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Lagos, Quintana y Rossi, con el que solicitan al Ejecutivo adoptar las recomendaciones de la ONU sobre 

institucionalidad en materia de derechos humanos



El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Lagos, Quintana y Rossi, con el que solicitan al Ejecutivo adoptar las recomendaciones de la ONU sobre institucionalidad en materia de derechos humanos, y que tiene el Boletín Nº S 1.332-12.



Puesto en votación, se aprueba con 17 votos favorables de los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Escalona, Frei, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Queda terminada la tramitación de este asunto.

- - -



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que las recomendaciones de la ONU emanadas del Examen Periódico Universal del Consejo de DDHH (A/HRC/12/10 del 4 de junio de 2009), especialmente aquellas señaladas en el numeral 96, reiteran la necesidad de: “Comprometerse a promulgar la legislación mencionada en su informe nacional para fortalecer la protección de los DDHH en el país, en particular la reforma del sistema electoral, el establecimiento de una institución nacional de DDHH y varias normas sobre igualdad entre hombres y mujeres”; “Acelerar las reformas para establecer cuanto antes, mediante esfuerzos decididos, y por la vía legislativa, una institución nacional de DDHH conforme a los Principios de París”, y “Velar por la pronta aprobación de los proyectos de ley sobre el establecimiento de una institución nacional de DDHH y la Defensorio de las Personas”;

2. Que las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos (INDH) son organismos estatales creados con un mandato constitucional o legislativo para promover y proteger los DDHH. Cuando se establecen, según los Principios de París, estas instituciones se convierten en actores fundamentales en el sistema nacional de protección de los DDHH y fomentan vínculos importantes entre el Estado, la sociedad civil y los organismos internacionales de DDHH;

3. Que a diferencia de otros organismos del gobierno, las INDH no están bajo la autoridad del Ejecutivo, Legislativo o Poder Judicial y, aunque reciben todo o gran parte de su financiamiento del Estado, son independientes. Y a diferencia de las ONGs, las INDH tienen responsabilidades legales, como otros organismos del Estado. De manera imparcial buscan determinar si el Estado está cumpliendo con sus obligaciones en materia de DDHH;

4. Que no hay un modelo o nombre uniforme para INDH, pero en nuestra región suelen llamarse: defensorías del pueblo, defensores públicos, comisiones nacionales o procuradores de DDHH u Ombudsman. El nombre no importa sino sus funciones. Lo esencial es que sean establecidas conforme con los principios universales adoptados por la ONU, denominados Principios de París;

5. Que los denominados “Principios de París” son aquellos adoptados en una actividad internacional celebrada en París en 1991, “relacionados al estatus y funcionamiento de las instituciones nacionales” y marcaron el inicio de la cooperación y estandarización de las instituciones nacionales de DDHH (INDH) a nivel internacional;

6. Que entre sus competencias están: promover y proteger los DDHH; presentar a las autoridades (de manera consultiva) sus opiniones, recomendaciones, propuestas e informes sobre DDHH, lo que puede abarcar proyectos de ley, decretos, acciones, situaciones de violación de DDHH, etc.; armonizar la legislación y regulación nacional con instrumentos internacionales de DDHH de los que el Estado es parte y promover la ratificación de los que faltan; contribuir a elaborar los informes que deben entregar los Estados a los órganos de la ONU y cooperar con el sistema universal, regional y nacional; asistir en la formulación de programas de enseñanza e investigación de DDHH; difundir los DDHH y los esfuerzos para combatir la discriminación, y aumentar la información pública a través de campañas y la prensa;

7. Que respecto de su composición e independencia los miembros de INDH deben ser elegidos de forma pluralista. Por lo tanto, es recomendable lograr la participación de organismos de la sociedad civil, académicos, parlamentarios, etc.; deben contar con infraestructura y financiamiento adecuado para sus actividades, que garantice la autonomía respecto del gobierno, y sus miembros deben ser nombrados mediante un acto oficial donde se señale la duración de su mandato;

8. Que las INDH deben tener la libertad de considerar cualquier asunto, independiente de su fuente; escuchar a toda persona y obtener la documentación necesaria para analizar situaciones relevantes; difundir, a través de la opinión pública o la prensa, sus opiniones y recomendaciones; organizar reuniones regulares con todos sus miembros y establecer grupos de trabajo o unidades locales o regionales para asistir a sus funciones; consultar con actores relevantes en la protección y promoción de los DDHH, y establecer relaciones con ONGs que se ocupan de ellos;

9. Que en el marco de sus funciones cuasi-jurisdiccionales adicionales las INDH pueden recibir y examinar quejas o peticiones individuales y deben buscar una solución mediante la conciliación o decisiones vinculantes, asegurando la confidencialidad; deben informar a la persona de sus derechos y los recursos a su alcance, y pueden transmitir la petición a la autoridad competente o hacer recomendaciones directas para asegurar el cumplimiento de los derechos;

10. Que las INDH son actores claves que pueden llenar los vacíos en la aplicación del derecho internacional de DDHH. Trabajan para asegurar el Estado de Derecho y luchar contra la impunidad. También abogan por la aplicación nacional de Tratados y mecanismos internacionales de DDHH. Las INDH son fundamentales para promover el respeto de los DDHH. También pueden impulsar planes de acción y fomentar políticas públicas. Presentan propuestas legislativas y evalúan el cumplimiento de las obligaciones internacionales asumidas por los Estados. Representan un enlace clave entre el sistema nacional e internacional, ya que pueden facilitar la interacción entre el Poder Ejecutivo, el Poder Judicial, el Parlamento y la sociedad civil;

11. Que el Comité Internacional de Coordinación de las Instituciones Nacionales analiza si las INDH cumplen con los Principios de París y, dado el caso, las acreditan. Esta acreditación les permite participar y pronunciarse en el Consejo de DDHH de las Naciones Unidas;

12. Que en América del Sur, Argentina, Bolivia, Colombia, Ecuador, Paraguay, Perú y Venezuela cuentan con instituciones nacionales de DDHH, creadas según los Principios de París, y Uruguay está en el proceso de implementación de su INDH, y

13. Que en Chile la primera iniciativa para crear el Ombudsman o Defensor del Pueblo fue el proyecto de reforma constitucional sobre Poder Judicial, Consejo Nacional de la Justicia y Defensor del Pueblo, ingresado a trámite el año 1991 y archivado con fecha 04/08/2004. Luego el Ejecutivo propuso crear el Defensor del Ciudadano, proyecto ingresado el 18/10/2000 y retirado el 11/11/2003, re-ingresado el 04/12/2003, aprobado en general el 08/10/2008 y rechazado en particular el 12/11/2008. El año 2008 se presentó el proyecto de reforma constitucional que crea la Defensoría de las Personas, aprobado por la Cámara de Diputados el 10/03/2009.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que asuma e implemente las recomendaciones de la ONU emanadas del Examen Periódico Universal del Consejo de DDHH (A/HRC/12/10 del 4 de junio de 2009), especialmente aquellas señaladas en el numeral 96, incisos séptimo, décimo y undécimo, que reiteran la necesidad de: “Comprometerse a promulgar la legislación mencionada en su informe nacional para fortalecer la protección de los DDHH en el país”; “Acelerar las reformas para establecer cuanto antes, mediante esfuerzos decididos, y por la vía legislativa, una institución nacional de DDHH conforme a los Principios de París”, y “Velar por la pronta aprobación de los proyectos de ley sobre el establecimiento de una institución nacional de DDHH y la Defensoría de las Personas”.”.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Walker (don Patricio), señora Alvear y señor Rossi, referido a los sucesos acaecidos en Libia, con informe de la 

Comisión de Relaciones Exteriores



El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Walker (don Patricio), señora Alvear y señor Rossi, referido a los sucesos acaecidos en Libia, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, y que tiene el Boletín Nº S 1.334-12.



En votación, se aprueba el proyecto de acuerdo por 16 votos a favor y 2 abstenciones.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón y señores Escalona, Espina, Frei, García, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Quintana y Tuma.


Queda terminada la tramitación de este asunto.
- - -



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que en un mundo global como el actual, las relaciones internacionales entre países y organismos internacionales tienen un rol preponderante en la defensa de los derechos humanos;

2. Que la forma de gobierno que mejor garantiza el respeto a los derechos humanos es la democracia y que, por consiguiente, es necesario apoyar todos aquellos procesos de democratización que se configuran en el concierto internacional;

3. Que hemos sido testigos del cauce de los acontecimientos en Oriente Próximo, expresado en una ola expansiva de protestas, que luego de Túnez, Egipto y Libia, ha llegado a la península arábiga. Así Omán y Arabia Saudita se suman a las protestas y Túnez vuelve a la inestabilidad tras la dimisión del primer ministro Ghanuchi;

4. Que la situación en Libia, oficialmente Gran Jamahiriya Árabe Libia Popular Socialista, es de especial preocupación por la enorme represión desarrollada por su Primer Ministro, Muammar al-Gaddafi, el “Hermano Guía de la Gran Revolución”, que ejerce de facto la jefatura del Estado libio por más de cuatro décadas, y

5. Que la comunidad internacional ha reaccionado a la dramática situación que se vive en Libia:

- La Unión Europea ha aprobado un paquete de sanciones contra el régimen libio para frenar la escalada de represión contra los grupos opositores. Las medidas incluyen el embargo en la exportación de armas a Libia y la prohibición de viajar a territorio comunitario para 25 personas de la familia del dictador y su entorno, congelar las cuentas de Gadafi, su familia y los miembros de su Gobierno y prohibir la venta de material antidisturbios como gases lacrimógenos y cualquier otro equipamiento que pueda ser empleado para reprimir a la población civil.

- La Secretaria de Estado estadounidense, en el Consejo de Derechos Humanos de la ONU, ha manifestado que ha llegado la hora de que el líder libio “se marche” para dar paso a una transición hacia la democracia. “Ha llegado el momento de que Gadafi se marche, ahora, sin más violencia ni demora”.

- A su turno, el fiscal de la Corte Penal Internacional (CPI) Luis Moreno Ocampo, ha anunciado una investigación preliminar sobre la violencia en Libia, antes de cualquier investigación por delitos de lesa humanidad.

- El Consejo de Seguridad de la ONU impuso importantes sanciones al régimen Libio:

Embargo total e inmediato de armas para evitar la venta, suministro y transferencia a Libia de material militar.

Congelación de los bienes en el exterior de Muamar el Gadafi y seis de sus hijos.

Prohibición de viajar fuera del país para el líder libio, sus ocho hijos y siete altos cargos del Gobierno.

La ONU pide al Tribunal Penal Internacional que investigue las violaciones de derechos humanos por parte del régimen, calificadas como crímenes contra la humanidad.


El Senado acuerda:


a) Condenar la represión ejercida por el gobierno libio en contra de los opositores que se están manifestando a favor de importantes cambios en ese país.


b) Reafirmar el compromiso del Senado de la República de Chile con la democracia y los derechos humanos.


c) Expresar la solidaridad internacional de Chile con el proceso democratizador impulsado por el pueblo libio, en la esperanza de que el camino iniciado conduzca a una sociedad libia libre, justa y con mejores condiciones de vida para sus integrantes.


d) Solicitar a S.E. el Presidente de la República expresar a nombre de Chile su condena a la represión ejercida sobre el pueblo libio y su respaldo al desarrollo del proceso democratizador, sin perjuicio de evaluar otras medidas que puedan significar acciones en la misma dirección.”.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señoras Rincón, Allende y Alvear y señores Escalona, Frei, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar, relativo al envío por el Ejecutivo de un proyecto de ley que otorgue un bono extraordinario por el alza del transporte público, 

los alimentos y combustibles



El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señoras Rincón, Allende y Alvear y señores Escalona, Frei, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar, relativo al envío por el Ejecutivo de un proyecto de ley que otorgue un bono extraordinario por el alza del transporte público, los alimentos y combustibles, y que tiene el Boletín Nº S 1.335-12.



En votación el proyecto, se aprueba con 17 votos afirmativos y un pareo.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Escalona, Frei, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Longueira.



Queda despachado este asunto.

- - -



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el gobierno de la ex Presidenta Michelle Bachelet y el gobierno del Presidente Piñera otorgaron un bono de $ 40.000 por carga familiar para las familias de menores ingresos del país, contando con apoyo mayoritario tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados;

2. Que en el Mensaje del proyecto de ley que otorga un bono solidario a las familias de menores ingresos se señaló que dicho bono era “una merecida ayuda para que estas familias puedan contrarrestar los mayores gastos que suele representar el mes de Marzo, con motivo de los pagos de matrícula, útiles escolares, permisos de circulación, contribuciones, cuotas de créditos asumidas en la última Navidad, entre otros”;

3. Que entre los argumentos esgrimidos para fundamentar el Mensaje se expresó que el objetivo del bono también decía relación con la grave situación acaecida en las regiones afectadas por el terremoto del 27 de Febrero de 2010, señalando que “tenemos clara conciencia que nuestros siguientes pasos, luego de superar la emergencia, deberán estar enfocados a aliviar a las miles de personas damnificadas por esta tragedia y que, principalmente, habitan las Regiones de Valparaíso, O'Higgins, Maule y Bíobío, Araucanía y Metropolitana.”;

4. Que hoy la situación de las miles de familias de clase media y que viven en la pobreza es más preocupante que en el año 2010. La pobreza aumentó post terremoto y un 19,4 % de los chilenos (3,2 millones) viven en condición de pobreza. Hay 500.000 chilenos más que cayeron a la pobreza post 27 F;

5. Que a lo anterior se suma un alza en el transporte público de la Región Metropolitana, que ha sido excesiva a pesar del subsidio aprobado en Septiembre, y se anuncia una nueva alza de $ 20 en abril. Más de 4 millones de santiaguinos ven como el transporte público sube un más de 35% y sus salarios apenas crecen con el IPC (3% el año 2010);

6. Que los combustibles (bencina, gas) también tienen una importante alza. Estas semanas se anuncian alzas que superan el 6% y el mecanismo SIPCO creado por el Gobierno no ha funcionado y hasta hoy no se sabe si cumple el rol que el Gobierno dijo que iba a cumplir;

7. Que se anuncia una importante alza del valor de los alimentos y se calcula que este rubro tendrá un alza promedio del 12 %, lo que incide mayormente en las familias de los 2 quintiles más bajos;

8. Que el alza de combustibles y alimentos afecta más a la clase media y a las familias más humildes, ya que se calcula que el IPC 2011 llegará a 5%. En este nuevo escenario de alzas los más pobres y la clase media requieren una respuesta solidaria de parte de todos, que contribuya a paliar estos importantes gastos;

9. Que el bono propuesto por el Ministro de Mideplan es absolutamente insuficiente, ya que beneficiará sólo al 4% de los chilenos que viven en la indigencia o extrema pobreza, que son apenas un 14% de las personas que están viviendo en la pobreza. Vencer las desigualdades en la sociedad requiere de beneficios sociales que sean permanentes, y

10. Que Chile puede, debe y está en condiciones de ser más solidario. Si se replica la cobertura de los bonos de los años 2009 y 2010 se beneficiaría al 60% de las familias chilenas y no sólo al 4% de ellas, como ocurre con el bono propuesto por el señor Ministro de Mideplan.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que disponga el envío al Congreso Nacional de un proyecto de ley que entregue un bono extraordinario de cargo fiscal, ante el alza de las tarifas del transporte público, los alimentos y los combustibles, que beneficie a las personas de los sectores, más vulnerables del país.”.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Letelier, señoras Alvear y Rincón y señores Espina, Frei, Lagos, Pérez Varela, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar, referido a la asignación de viviendas para 

damnificados



El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Letelier, señoras Alvear y Rincón y señores Espina, Frei, Lagos, Pérez Varela, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar, referido a la asignación de viviendas para damnificados, y que tiene el Boletín Nº S 1.336-12.


Agrega que su objetivo es solicitar a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo que revise las resoluciones números 8.213, 2.186 y 2.965, redefiniendo lo que se considera un proyecto de reconstrucción habitacional y, específicamente, asumiendo que aquellos proyectos habitacionales que en su conjunto tienen una mayoría de damnificados deberían recibir dicha calificación.


Además, con la intención de reconocer la realidad de la composición de las familias damnificadas que incluyen en su seno más de un núcleo familiar, que revise los criterios de habilitación para que éstas puedan acceder a un subsidio de vivienda, sin perjuicio de que el segundo grupo familiar no quede eximido del requisito del ahorro habitacional.

En votación la iniciativa, se aprueba con 23 votos favorables y una abstención.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte y Zaldívar.



Se abstiene el Honorable Senador señor Navarro.



Queda terminada la tramitación de este asunto.

- - -



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el terremoto que azoto al país el 27 de febrero del 2010 causo una destrucción de grandes proporciones en una amplísima zona del territorio nacional;

2. Que la destrucción afectó la infraestructura de salud, de educación, de servicios públicos, portuaria, el agua potable rural y la conectividad vial, sumado a la masiva destrucción habitacional;

3. Que la zona más afectada por el terremoto en materia habitacional se extiende desde la Región de Valparaíso hasta el norte de la Región de la Araucanía, siendo las más dañadas las Regiones del Libertador Bernardo O’Higgins, del Maule y del Biobío;

4. Que durante el año 2010 se desplegaron inmensos esfuerzos por identificar a quienes se beneficiaría con subsidios de vivienda para la reconstrucción o reparación habitacional, existiendo a la fecha un catastro amplio de personas a las que garantiza el derecho de recibir apoyo estatal para dichos fines;

5. Que durante 2010, adicionalmente, el Ministerio de Vivienda desplegó muchas energías para organizar la satisfacción de las demandas de los damnificados, así como difundir la oferta habitacional a través de “ferias” organizadas por el Ministerio de Vivienda;

6. Que durante 2010 se revisaron los requisitos y procedimientos para acceder a los subsidios de reconstrucción habitacional;

7. Que el Ministerio de Vivienda optó por utilizar, en esencia, los mismos programas de subsidios existentes (programas normales; FS1, FS2, DS 40 y PPPF), estableciendo algunos criterios de excepción para los damnificados;

8. Que entre los criterios de excepción establecidos destacan:

a) Que los damnificados, calificados para dicho efecto por el municipio mediante certificados de inhabitabilidad (DOM) sin importar si son propietarios, arrendatarios o allegados, tendrán derecho a un subsidio de vivienda de no contar con otra vivienda.

b) El uso de la ficha de protección social para determinar residencia y origen del grupo familiar, obviando, para efectos del beneficio, el puntaje de la ficha.

c) Que no se necesitara acreditar ahorro para postular al subsidio habitacional.

9. Que el Ministerio de Vivienda revisó y simplificó significativamente los procedimientos y requisitos para postular, tanto a proyectos habitacionales en nuevos terrenos como a las soluciones en sitios residentes;

10. Que como resultado del debate de la Ley de Presupuestos existen recursos limitados para la ejecución de los proyectos normales de vivienda social;

11. Que como respuesta a lo anterior se entregó al Subsecretario de Vivienda, por resoluciones 2186 y 2965 la facultad de que en proyectos calificados de reconstrucción en C.N.T (comités con nuevos terrenos) se pudiera considerar postulantes no damnificados que cumplieran los requisitos habituales, incluyendo el ahorro de vivienda, etc.;

12. Que en la determinación de criterios para identificar a los integrantes de un grupo familiar damnificado cuando existe una situación de hacinamiento o allegamiento el Ministerio definió que tiene derecho a postular un grupo cuando sumen 7 o más integrantes;

13. Que el parámetro de 7 integrantes de un grupo familiar es cuestionable, entre otros motivos por los siguientes:

a) Que aquellas familias extendidas que compartían una vivienda rural dañada por el terremoto habitualmente compartían una superficie habitacional muy superior a la que se alcanza financiar con los subsidios estatales para la reconstrucción.

b) Que al interior de grupos familiares lo relevante es identificar los núcleos familiares y los parámetros de tamaño a partir de la realidad de la familia chilena, sin que ello lleve a una desfocalización de la política habitacional, y

14. Que el año 2011 se deberá caracterizar por la masiva construcción y asignación de viviendas a los damnificados por el terremoto, así como por el constante esfuerzo por reducir el déficit habitacional histórico del país.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo para que revise las resoluciones 2186 y 2965 redefiniendo lo que se considera un proyecto de construcción habitacional, (modificando el parámetro de 80-20) y específicamente asumiendo que aquellos proyectos habitacionales que en su conjunto tiene una mayoría de damnificados deberían recibir dicha calificación.


Asimismo, y con la intención de reconocer la realidad de la composición de las familias damnificadas que incluyen en su seno más de un núcleo familiar, para que se revisen los criterios de habilitación para que éstas puedan acceder a un subsidio de vivienda, sin perjuicio de que el segundo grupo familiar no quede eximido del requisito del ahorro habitacional.”.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath y Navarro, han requerido que se dirijan, en sus nombres, oficios a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.
_______________



Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA
Secretario General del Senado
SESIÓN 93ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 9 DE MARZO DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurre, asimismo, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones noventa y noventa y uno, ambas ordinarias, de los días 1 y 2 de marzo del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, en materia de salvaguardias (Boletín N° 5.363-03).



- Queda presentada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que aprobó el proyecto de ley que exceptúa de multa a los ciudadanos mayores de 75 años que no voten (Boletín N° 7.052-06).



- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Con el segundo, informa que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado respecto del proyecto de ley que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal (Boletín N° 3.778-18).



- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.



Del señor Presidente de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, con el que informa que asumió dicho cargo con fecha 2 del mes en curso.



Del señor Subsecretario de Previsión Social, con el que da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Navarro, Muñoz Aburto, Lagos, Rossi y Tuma, mediante el cual se solicita la ratificación por Chile de diversos Convenios de la Organización Internacional del Trabajo (Boletín Nº S 1.300-12).



Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca, con el que, en respuesta a solicitud enviada del Honorable Senador señor Navarro, remite copia del Acuerdo de Producción Limpia suscrito por las empresas de la Asociación de Industriales Pesqueros de la Región del Biobío.



Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Menores, con el que atiende la petición de antecedentes remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre situaciones relativas a adopción que requieren de una mejor respuesta de los órganos del Estado.



- Quedan a disposición de los Honorables señoras y señores Senadores.

Mociones



De los Honorables Senadores señor Muñoz Aburto, señora Rincón y señores Escalona y Frei, con la que inician un proyecto de reforma constitucional sobre remoción del intendente regional mediante plebiscito (Boletín N° 7.518-06).



De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona y Letelier, con la que dan inicio a un proyecto de ley en materia de provisión del cargo vacante de alcalde (Boletín N° 7.517-06).



- Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



De las Honorables Senadoras señoras Rincón, Allende, Alvear y Pérez San Martín, con la que inician un proyecto de ley que permite al padre y a la madre, indistintamente, abrir cuentas de ahorro a favor de sus hijos (Boletín N° 7.519-05).



- Pasa a la Comisión de Hacienda.

- - -



Durante la sesión, se da cuenta de un proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señor Larraín Fernández, señora Rincón y señores Bianchi, García, Gómez, Horvath, Letelier, Navarro, Pizarro, Tuma y Zaldívar, cuyo objetivo es solicitar al Ejecutivo la creación del museo “Roberto Matta” y la creación de una fundación público privada que asuma su administración (Boletín N° S 1.337-12).



- La tramitación que se da a este asunto se resuelve en el transcurso de la sesión, según se consigna a continuación.

- - -



Otorgado el uso de la palabra al Honorable Senador señor Larraín Fernández, pide recabar el acuerdo de la Sala para incluir en la Tabla de esta sesión ordinaria el proyecto de acuerdo relativo a la creación del museo “Roberto Matta” (Boletín N° S 1.337-12), del cual es autor junto a otros señores Senadores.



Hace presente que este proyecto fue objeto de un respaldo unánime de las diversas bancadas parlamentarias, por lo que no habría inconveniente en acoger la solicitud planteada.



La Sala acuerda tratarlo al término del Orden del Día de esta sesión.

- - -



Luego, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Letelier, quien considerando, por una parte, que el Ejecutivo formuló recientemente una indicación al proyecto de ley que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio (Boletín N° 7.7074-05) que recoge las observaciones de diversos señores Senadores, y, por otra, que la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor despachó esta iniciativa, solicita autorización de la Sala para que la Comisión de Hacienda funcione en paralelo a fin de analizarla en lo que le compete.



Se accede a lo solicitado.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Acuerdo de la Comisión Bicameral relativo a la designación de integrante del Comité de Auditoría 

Parlamentaria (cargo de contador auditor)



El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General explica que se trata del Acuerdo de la Comisión Bicameral relativo a la designación de un integrante del Comité de Auditoría Parlamentaria, referido específicamente al cargo de contador auditor y cuyo nombramiento se encuentra pendiente. Al efecto, la Comisión Bicameral propone para el cargo al profesional señor Carlos Mauricio Fuentes Berríos.


Añade que el acuerdo que se somete a consideración del Senado se adoptó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Bicameral, Honorables Senadores señores Gómez, Horvath, Muñoz Aburto y Novoa, y Diputados señores Gutiérrez (don Romilio), Jaramillo y Vallespín.



Al concluir, precisa que la proposición requiere para su aprobación del voto conforme de los tres quintos de los Senadores en ejercicio.

En discusión la proposición, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Gómez, quien se refiere a los antecedentes curriculares y méritos profesionales del señor Fuentes Berríos para desempeñarse en el cargo de que se trata.



Cerrado el debate y puesta en votación, se aprueba la proposición de la Comisión Bicameral con el voto favorable de 26 señores Senadores, de un total de 34 en ejercicio, dándose cumplimiento así al quórum exigido.



Queda despachado este asunto.

_______________

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Tratado de Budapest sobre el Reconocimiento Internacional del Depósito de Microorganismos a los Fines de Procedimiento en Materia de Patentes” y su Reglamento Anexo, con informe de la Comisión 

de Relaciones Exteriores



El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Tratado de Budapest sobre el Reconocimiento Internacional del Depósito de Microorganismos a los Fines de Procedimiento en Materia de Patentes” y su Reglamento Anexo, que cuenta con un informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, y que tiene el Boletín N° 7.098-10.


El señor Secretario General precisa que el objetivo principal del Tratado es constituir una unión de los Estados Contratantes para el reconocimiento internacional del depósito de microorganismos, para el procedimiento de registro de patentes sobre dicho material biológico.



Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores aprobó este proyecto de acuerdo en general y en particular por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Kuschel, Letelier y Tuma, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.


En discusión en general y en particular la iniciativa, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín, Tuma, Walker (don Ignacio), Letelier y Navarro.



Cerrado el debate y puesto en votación en general y en particular el proyecto de acuerdo, se aprueba por 26 votos a favor de los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Se deja constancia de la opinión favorable a la iniciativa de los Honorables Senadores señores Horvath, Larraín Peña y Letelier.



Queda despachado el proyecto de acuerdo en este trámite.

- - -



El proyecto de acuerdo despachado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:



“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébanse el “Tratado de Budapest sobre el Reconocimiento Internacional del Depósito de Microorganismos a los Fines del Procedimiento en Materia de Patentes”, establecido en Budapest el 28 de abril de 1977 y enmendado el 26 de septiembre de 1980, y su Reglamento Anexo, adoptado el 28 de abril de 1977 y modificado el 20 de enero de 1981.”.

_______________

Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señor Larraín Fernández, señora Rincón y señores Bianchi, García, Gómez, Horvath, Letelier, Navarro, Pizarro, Tuma y Zaldívar, cuyo objetivo es solicitar al Ejecutivo la creación del museo “Roberto Matta” y la creación de una fundación 

público privada que asuma su administración


El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Larraín Fernández, señora Rincón y señores Bianchi, García, Gómez, Horvath, Letelier, Navarro, Pizarro, Tuma y Zaldívar, cuyo objetivo es solicitar al Ejecutivo la creación del museo “Roberto Matta” y la creación de una fundación público privada que asuma su administración, y que tiene el Boletín N° S 1.337-12.



En votación la iniciativa, se aprueba por 24 votos afirmativos de los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Queda despachado este asunto.

- - -



El proyecto de acuerdo aprobado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que este año se cumple el centenario del nacimiento de Roberto Matta Echaurren, el destacado pintor chileno que es, sin dudas, la figura más destacada en la historia chilena en ese ámbito. Matta nació el once de noviembre de 1911, es decir, el 11 del 11 del 11, algo muy significativo y que vuelve a repetirse este año, cuando el 11 del 11, en este año 11, se cumplan cien años desde que naciera en Santiago;

2. Que su trayectoria se consolidó en el extranjero. En efecto, muy temprano, ya recibido de arquitecto, se fue a Europa donde conoció a grandes figuras del arte, desde Le Corbusier a Rafael Alberti y Federico García Lorca. Pocos años después se dedicó a la pintura, integrándose al surrealismo, del cual se convirtió en una de sus principales figuras. Conoció y estableció vínculos con Salvador Dalí y André Breton y luego, en Estados Unidos, junto a Marcel Duchamp, Pollock y otros, desarrolló una intensa agenda en el plano de la vanguardia artística de la década de los cuarenta. Por su obra se le reconoce un lugar clave en el movimiento expresionista norteamericano del que se dice es uno de sus principales inspiradores;

3. Que luego de esos años Matta se convirtió en un artista consagrado internacionalmente, dentro y fuera del surrealismo, logrando desarrollar exposiciones y retrospectivas de su obra en los principales museos del mundo;

4. Que desde 1967 se instaló a vivir en Tarquinia, Italia, donde murió el 23 de noviembre de 2002;

5. Que en Chile su obra ha sido reconocida de muchas maneras, siendo la principal de ellas el otorgamiento, tardío ciertamente, del Premio Nacional de Arte, en 1990. Una de las salas del Museo de Bellas Artes lleva su nombre. Pero ha sido en el extranjero donde mayor reconocimiento ha tenido. Sus obras están hoy día expuestas en los principales museos del mundo y en vida obtuvo distinciones de trascendencia en lugares como Estados Unidos, Europa y Japón. Su obra ha sido registrada en la literatura especializada de todo el mundo, con el más alto reconocimiento posible;

6. Que no cabe la menor duda de que Roberto Matta es el chileno que más lejos ha llegado en el reconocimiento internacional a un pintor nacional. No por casualidad es considerado una de las cumbres artísticas del siglo XX. Sin embargo, a pesar de estar investido de esa condición, el país no se ha hecho cargo de su legado ni le ha prestado el debido homenaje que una figura de su significado y repercusión ha tenido y sigue teniendo en el mundo entero;

7. Que es un deber del país rescatar esta figura para preservar su memoria y hacerla parte del legado cultural de Chile para las futuras generaciones.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República la creación de un Museo “Roberto Matta”, cuya primera piedra pudiese estar puesta el próximo 11 del 11 del 11, en recuerdo al centenario de su nacimiento. Además, solicitar la creación de una Fundación Público-Privada que asuma el sustento de este centro cultural que, junto con reunir y preservar su obra, pueda efectuar adquisiciones y recibir donaciones de su trabajo artístico, efectuar exposiciones de otras colecciones que estuviesen disponibles, ser un lugar de encuentro y exhibición de artistas y tendencias vanguardistas que expresen las nuevas manifestaciones plásticas y constituirse en un espacio para el acceso de la ciudadanía, especialmente de niños y jóvenes, respecto del significado de la vida y obra de un pintor excepcional, como lo fue Roberto Matta Echaurren.”.

_______________



A continuación, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

______________

INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Alvear y señores Coloma, Horvath, Larraín Peña y Ruiz-Esquide, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



En el tiempo de los Comités Partido Socialista; Partido por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata e Independiente, y Partido Renovación Nacional, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señora Allende y señores Escalona y Muñoz Aburto; Navarro, y Horvath, Larraín Peña y Prokurica, respectivamente, quienes solicitan el envío de oficios requiriendo antecedentes a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados señores Senadores, de conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -



Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Independientes; Partido Demócrata Cristiano, y Partido Unión Demócrata Independiente.

_______________



Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA
Secretario General del Senado

DOCUMENTOS
1

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA UN COMISIÓN PERMANENTE DE COORDINACIÓN DEL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL
(7193-07)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “Suma”.


No obstante que el proyecto de ley es de artículo único, la Comisión lo discutió sólo en general, por estimar que contiene disposiciones que deben ser perfeccionadas durante su estudio en particular. En consecuencia, acordó proponer a la Sala que proceda de la misma forma.


A la sesión en que la Comisión analizó este proyecto asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Justicia, señor Felipe Bulnes, y la Jefa de la División Jurídica de esa Cartera, señora Paulina González. Concurrió, también, el asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Jorge Cash.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


El proyecto tiene dos objetivos fundamentales. El primero, instituir una Comisión de Coordinación del Sistema de Justicia Penal. El segundo, crear Comisiones Regionales de Coordinación del Sistema de Justicia Penal, en cada una de las regiones del país.
- - -

ANTECEDENTES

1.- JURÍDICOS.


Están relacionadas directamente con este proyecto las siguientes normas:


1.- Ley Nº 19.665, que reformó el Código Orgánico de Tribunales.


2.- Código Orgánico de Tribunales.


3.- Código Procesal Penal.

2.- DE HECHO.


En el Mensaje que da origen a esta iniciativa, el Ejecutivo señala que uno de los pilares fundamentales de la labor del Gobierno es la lucha contra la delincuencia, tarea que realiza con el propósito de aumentar los niveles de seguridad ciudadana, acrecentar el desarrollo económico y la paz social en el país.


Indica que el fenómeno de la delincuencia encuentra su origen en múltiples factores, por lo que requiere ser abordado de manera conjunta por todos los intervinientes en el sistema procesal penal, quienes deben coordinar su accionar en una instancia que se encargue de controlar y evaluar el funcionamiento del sistema, proveer de un canal de comunicación entre dichos actores, detectando los puntos débiles y fortaleciendo los aspectos exitosos.


Recuerda que la ley Nº 19.665 estableció una Comisión Coordinadora de la Reforma Procesal Penal, conformada por el Ministro de Justicia, el Presidente de la Excelentísima Corte Suprema y un ministro elegido por el pleno de ésta, el Fiscal Nacional del Ministerio Público, el Defensor Nacional, el Presidente del Colegio de Abogados con mayor número de afiliados y el Subsecretario de Justicia. Esta Comisión tenía por objeto desarrollar estudios y proposiciones técnicas que facilitaran la puesta en marcha del nuevo sistema. Agrega que el Gobierno reactivó el funcionamiento de esta instancia que de hecho había dejado de funcionar el año 2007. No obstante lo anterior, puntualiza que el día 30 de junio del año 2010 concluyó el mandato legal que daba sustento a su funcionamiento.


Añade que las tareas que debe cumplir la mencionada Comisión no han concluido, lo que justifica consagrarla como una entidad de funcionamiento permanente. Partiendo de este predicamento, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Orpis presentaron una Moción que perseguía este mismo propósito. Señala que el Ejecutivo celebró en su momento la presentación de la referida Moción – la que fue declarada inadmisible por incidir en materias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo- razón por la que, compartiendo dicho objetivo, viene mediante esta iniciativa a respaldar las ideas fundamentales contenidas en dicha Moción.


Seguidamente, el Mensaje describe la estructura del proyecto. Al respecto, precisa que se propone agregar dos artículos nuevos a la ley N° 19.665.


Mediante el primero, se crea una Comisión de Coordinación del Sistema de Justicia Penal, la que tendrá un carácter permanente y cuya  función será fortalecer el funcionamiento del sistema procesal penal, a través de proposiciones técnicas que faciliten su desarrollo, seguimiento y evaluación, así como la acción mancomunada de las instituciones en ella representadas. Agrega que estará integrada por el Ministro de Justicia, quien la presidirá, por el Presidente de la Corte Suprema, por el Fiscal Nacional del Ministerio Público, por el Defensor Nacional de la Defensoría Penal Pública, por el Presidente del Colegio de Abogados con mayor número de afiliados, y por el Subsecretario de Justicia. Añade, que sesionará en forma ordinaria convocada por su presidente, cada dos meses, dentro de los primeros quince días del  mes correspondiente. Las sesiones extraordinarias, serán convocadas por del presidente de la Comisión, o por éste a solicitud de dos cualesquiera de sus miembros.




El artículo siguiente, instituye, también con carácter permanente, Comisiones Regionales de Coordinación del Sistema de Justicia Penal, en cada una de las regiones del país. Ellas tendrán por función desarrollar labores de coordinación, seguimiento y evaluación del sistema procesal penal en la región respectiva, así como de sugerir propuestas tendientes a mejorar el funcionamiento del mismo. Estarán integradas por el Secretario Regional Ministerial de Justicia, quien las presidirá, por el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva, por el Fiscal Regional del Ministerio Público, por el Defensor Regional respectivo y por el Presidente del Colegio de Abogados con mayor número de afiliados en la Región correspondiente.





Finalmente, suprime el artículo 6° transitorio del referido cuerpo legal, norma que creó con carácter transitorio una Comisión de Coordinación de la Reforma Procesal Penal.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


El Ministro de Justicia, señor Felipe Bulnes, explicó que, cuando entró en vigencia la Reforma Procesal Penal, se contempló la creación de una Comisión destinada a supervigilar la puesta en marcha del nuevo sistema, la que tendría un mandato de cinco años.


Señaló que la referida Comisión demostró, durante el tiempo en que sesionó, que era un instrumento muy relevante en la coordinación del proceso de puesta en marcha de la Reforma Procesal Penal, porque reunía en una misma instancia a los principales actores institucionales del nuevo sistema.


Relató que en el mes de abril del año pasado el Ministerio de Justicia reactivó el funcionamiento de esta Comisión, y en un principio citó a sus integrantes a una reunión mensual, la que terminó transformándose en un encuentro bimensual, una vez que los asuntos más urgentes fueron solucionados.


Explicó que de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 19.665 la referida Comisión cesó su mandato en el mes de junio de 2010, y aunque reconoció que en la práctica, aún sin ley que lo obligara, los participantes de la misma han continuado reuniéndose, es apropiado que en el futuro tal continuidad se funde en una obligación de carácter legal.


Seguidamente, destacó que en la elaboración de esta iniciativa se tuvo en consideración una Moción de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Orpis que proponía también la creación de una Comisión de Coordinación de la Reforma Procesal Penal, que fue declarada inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.


Precisó que si bien esa Moción consideraba como miembros permanentes de la Comisión al General Director de Carabineros y al Director de la Policía de Investigaciones, el Gobierno ha considerado, luego de realizar las consultas correspondientes, que dichos órganos policiales participen como invitados en esta instancia y no como miembros titulares de la misma. Agregó que el texto aprobado por la Cámara de Diputados considera un reglamento que regulará el funcionamiento interno de cada Comisión Regional, que permitirá a las referidas Jefaturas Policiales asistir a las sesiones que celebre la Comisión para tratar temas específicos atingentes a la labor policial.


El señor Ministro añadió que deberán concurrir a la Comisión las personas que detenten cargos titulares en las instituciones que forman parte de esta instancia. De esta forma, explicó, el sistema asegura que la participación en la instancia no será delegada en terceros que no tengan las atribuciones para poner en práctica los acuerdos  alcanzados en la Comisión.


Observó que tanto el Poder Judicial como el Colegio de Abogados de Santiago han hecho ver algunas observaciones a esta iniciativa.


En primer lugar, los integrantes del Poder Judicial han hecho presente que el cargo de ministro Presidente de Corte de Apelaciones cambia anualmente, lo que podría restar continuidad al esfuerzo de las Comisiones Regionales. Para solucionar esta situación, proponen que sea el pleno de la Corte de Apelaciones respectiva la que elija a uno de sus miembros para que la represente permanentemente en la instancia regional. 


Por su parte, el Colegio de Abogados de Santiago ha planteado que sería adecuado que el Presidente de este Colegio pueda ser representado también por alguno de sus consejeros cuando los asuntos tratados así lo requieran.


Finalmente, el señor Ministro de Justicia indicó que en razón de dichas observaciones el Gobierno está estudiando la posibilidad de introducir algunas enmiendas a esta iniciativa durante su discusión en particular.


Los Honorables Senadores señores Larraín y Chadwick coincidieron con los propósitos expresados por el Gobierno en este proyecto y valoraron que el Ejecutivo acoja iniciativas parlamentarias. Asimismo, concordaron con la idea de aprobar sólo en general este proyecto, con el fin de abrir un plazo para presentar las indicaciones que sean necesarias.


La Honorable Senadora señora Alvear manifestó que la Comisión de seguimiento de la puesta en marcha de la Reforma Procesal Penal fue una instancia muy útil para solucionar los problemas que en un primer momento se presentaron, y sirvió también para coordinar a los distintos actores institucionales que tenían un rol que cumplir en el esfuerzo de modernización de la justicia en el ámbito penal. En razón de lo anterior, expresó su aprobación a las ideas generales contenidas en el Mensaje.


Su Señoría valoró que el Ejecutivo haya recogido las proposiciones contenidas en la Moción que presentó junto con el Honorable Senador señor Orpis para garantizar el funcionamiento permanente de esta Comisión.


Puntualizó que no compartía la exclusión de las Jefaturas de las Policías en la composición de las Comisiones. Al respecto recordó que en su calidad de integrante de la Fundación Paz Ciudadana tuvo la oportunidad de conocer los diversos problemas que se generan en la tramitación de resoluciones judiciales que debían ser cumplidas por los órganos policiales, tales como órdenes contradictorias o resoluciones referidas a un mismo asunto encargadas a distintas reparticiones, lo que genera duplicidad de actuaciones y malos entendidos.


Expresó que entiende que se han formulado algunas aprensiones en cuanto a la integración de las Jefaturas de las Policías en estas Comisiones, pero destacó que el nuevo sistema Procesal Penal le otorga un rol central a las Policías, por lo que sus jefaturas deberían tener una participación estable en esta instancia de coordinación. Lo anterior permitiría, además, tratar de manera reservada algunos asuntos operativos de naturaleza delicada, en vez de que dichos temas sean ventilados en los medios de comunicación masiva.


A continuación, manifestó dudas sobre la conveniencia de que el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva, o el Presidente del Colegio de Abogados que corresponda, puedan mandatar a un tercero para participar en las reuniones de las Comisiones. A su juicio, la presencia de los miembros titulares que representan al Poder Judicial y al Colegio de Abogados de Santiago ha resultado muy valiosa, por ejemplo, en la discusión interna en el Consejo de la Academia Judicial, pues las observaciones de esos personeros han tenido fuerza suficiente, en consideración de quién las formula, para modificar planes y programas académicos de esa institución. Por su parte, el Poder Judicial siempre se ha mostrado como una institución muy jerarquizada, por lo que la  no participación de sus máximas autoridades podría dificultar la implementación de los acuerdos alcanzados al interior de cada Comisión.


Su Señoría señaló que estas y otras dudas deberían ser consideradas en la discusión en particular de esta iniciativa, si  la Sala del Senado aprueba en general este proyecto.

- - -

APROBACIÓN EN GENERAL



Teniendo en cuenta las consideraciones previamente descritas, así como los fundamentos expresados por el Ejecutivo para proponer este proyecto, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, puso en votación en general esta iniciativa, siendo aprobada por tres votos a favor y una abstención. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick y Larraín. Se abstuvo el Honorable Senador señor Espina.

- - -


En virtud del acuerdo precedente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer la aprobación en general del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados. Su texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.665, que reforma el Código Orgánico de Tribunales:


a.- Incorpóranse los siguientes artículos 12 ter y 12 quáter:


"Artículo 12 ter.- Créase una Comisión de Coordinación del Sistema de Justicia Penal, de carácter permanente y consultivo, que tendrá como objetivo procurar el fortalecimiento y buen funcionamiento del sistema procesal penal, a través de proposiciones técnicas que faciliten su desarrollo, seguimiento y evaluación, así como la acción mancomunada de las instituciones en ella representadas.


Dicha Comisión estará integrada por el Ministro de Justicia, quien la presidirá, por el Presidente de la Corte Suprema, por el Fiscal Nacional del Ministerio Público, por el Defensor Nacional de la Defensoría Penal Pública, por el Presidente del Colegio de Abogados con mayor número de afiliados y por el Subsecretario de Justicia.


La Comisión de Coordinación sesionará en forma ordinaria, convocada por su presidente, cada dos meses, dentro de los primeros quince días del mes correspondiente. Las sesiones extraordinarias serán convocadas por el presidente de la Comisión o por éste a solicitud de dos de sus miembros.


El quórum para sesionar será de cuatro de sus miembros. Los miembros de la Comisión deberán asistir a las sesiones personalmente y en caso de imposibilidad del integrante titular podrá ser reemplazado por quien lo esté subrogando legalmente.


La Comisión de Coordinación tendrá un secretario ejecutivo, que será designado por ésta y participará en sus reuniones con derecho a voz pero no a voto. El secretario ejecutivo deberá levantar acta de cada sesión respecto a las materias tratadas y de los acuerdos adoptados, y, en su caso, incluirá los antecedentes estadísticos, técnicos, financieros y demás pertinentes en que se haya fundado la Comisión para obrar y resolver. Estas actas serán públicas de acuerdo a las disposiciones establecidas en la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública. La secretaría ejecutiva estará radicada administrativamente en el Ministerio de Justicia. Un reglamento dictado por este Ministerio, dentro del plazo de treinta días desde la entrada en vigencia de esta ley, establecerá los requisitos para desempeñar el cargo de secretario ejecutivo y su procedimiento de designación, así como también todo aquello no contemplado en esta ley para la organización y funcionamiento de la Comisión.


La Comisión podrá invitar a sus sesiones, entre otros, al General Director de Carabineros, al Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, a los particulares y representantes de organizaciones e instituciones privadas que estime pertinentes, y  a cualquier otra autoridad o funcionario del Estado o podrá solicitar ser recibida por ellos, en su caso, para recabar antecedentes o representar las necesidades que estime necesarios para la buena marcha del nuevo sistema.


Artículo 12 quáter.- Créanse Comisiones Regionales de Coordinación del Sistema de Justicia Penal, de carácter permanente, en cada una de las regiones del país, con el objeto de desarrollar labores de coordinación, seguimiento y evaluación del sistema procesal penal en la región respectiva, así como de sugerir propuestas tendientes a mejorar el funcionamiento del mismo.


Las Comisiones Regionales dependerán de la Comisión de Coordinación a que se refiere el artículo precedente, a la que remitirán, a lo menos semestralmente, información sobre el funcionamiento y estadísticas del sistema de justicia penal en su región.


Cada Comisión Regional estará integrada por el Secretario Regional Ministerial de Justicia, quien la presidirá, por el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva, por el Fiscal Regional del Ministerio Público, por el Defensor Regional respectivo y por el Presidente del Colegio de Abogados con mayor número de afiliados en la región correspondiente. En el caso de existir dos o más Cortes de Apelaciones en la región, la Comisión estará integrada por todos los Presidentes de esas Cortes.


Para el caso de la Región Metropolitana, el Fiscal Nacional del Ministerio Público y el Defensor Nacional designarán al fiscal y defensor regionales que integrarán la respectiva Comisión Regional. 


Serán aplicables a las Comisiones Regionales las normas relativas al quórum de funcionamiento y de reemplazo de los integrantes que se prescriben en el artículo anterior.



La Comisión Regional deberá reunirse cada dos meses y podrá invitar, entre otros, a cualquier autoridad o funcionario del Estado que se desempeñe en la región, a los particulares y representantes de organizaciones e instituciones privadas que estime pertinentes, o solicitar ser recibida por cualquiera de ellos, en su caso, para recabar antecedentes o representar las necesidades que estime necesarios para la buena marcha del nuevo sistema en la región.".


b.- Suprímese el artículo 6° transitorio.".

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 15 de marzo de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta) y señores Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero y Hernán Larraín Fernández.


Valparaíso, 15 de marzo de 2011.

(Fdo.): RODRIGO PINEDA GARFIAS,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PERMITE EL ACCESO UNIFORME A LAS LICENCIAS PROFESIONALES CUMPLIENDO LOS REQUISITOS EXIGIDOS EN LA LEY DE TRÁNSITO
(7212-15)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”, el 1 de marzo de 2011.

Cabe destacar que, no obstante que el proyecto de ley es de artículo único, vuestra Comisión lo discutió, sólo en general, por considerar que contiene disposiciones que ameritan un mayor estudio y análisis y, en consecuencia, acordó proponer a la Sala que lo discuta y estudie en estos mismos términos.


Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz; de la Subsecretaria de Transportes, señora Gloria Hutt; del Asesor Legislativo del Ministro, señor Juan Carlos González y del Abogado del Departamento Legal de la Subsecretaría de Transportes, señor Nicolás Muñoz.

- - - - - - 

OBJETIVOS DEL PROYECTO


El proyecto de ley, en estudio, tiene como objetivo posibilitar el acceso igualitario y uniforme a los conductores que, cumpliendo con los requisitos generales y especiales que procedan, aspiren a la obtención de todas las Clase de Licencias Profesionales que contempla la Ley de Tránsito.


El proyecto de ley pretende fijar en forma clara y expresa los requisitos particulares que deberán cumplir los postulantes que, estando en posesión de Licencia de Conductor Profesional Clase A-4 o A-5 o Licencia de Conductor A-2, obtenida con anterioridad al 8 de marzo de 1997, deseen obtener Licencia de Conductor Profesional Clase A-3. La misma norma se aplicará para aquellos postulantes que estando en posesión de Licencia de Conductor Profesional Clase A-2 o A-3, deseen obtener Licencia de Conductor Profesional Clase A-5.
ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Decreto con fuerza de ley N° 1, de 29 de octubre de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito. 

Sus artículos 12, 13 y 5º transitorio.


II.- ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje que da origen al presente proyecto de ley señala que al decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, actual Ley de Tránsito, quedan sujetas todas las personas que como peatones, pasajeros o conductores de cualquier clase de vehículos, usen o transiten por los caminos, calles y demás vías públicas, rurales o urbanas, caminos vecinales o particulares destinados al uso público, de todo el territorio de la República.


Es así como su Título I, el cual comprende los artículos 5o al 29, se refiere y regula distintos aspectos relativos a la conducción de vehículos motorizados o a tracción animal, disponiendo que ninguna persona podrá conducir un vehículo motorizado o a tracción animal, sin poseer una licencia expedida por el Director del Departamento del Tránsito y Transporte Público Municipal de una Municipalidad autorizada al efecto.


Asimismo, en su artículo 12 dispone que existirán las siguientes clases de licencias de conductor: Licencia Clase A, para conductores profesionales; Licencias Clases B y C, para conductores no profesionales; y Licencias Especiales Clases D, E y F. Es del caso hacer presente que la Licencia Profesional, es decir, la Licencia Clase A, tiene cinco subclases, existiendo por ello las Licencias Profesionales Clases A-1, A-2, A-3, A-4 y A-5, cada una de las cuales habilita para conducir los vehículos que a continuación se indican:


Licencia Clase A-1: Para conducir taxis.


Licencia Clase A-2: Para conducir indistintamente taxis, ambulancias o vehículos motorizados de transporte público y privado de personas con capacidad de diez a diecisiete asientos, excluido el conductor.


Licencia Clase A-3: Para conducir indistintamente taxis, vehículos de transporte remunerado de escolares, ambulancias o vehículos motorizados de transporte público y privado de personas sin limitación de capacidad de asientos.


Licencia Clase A-4: Para conducir vehículos simples destinados al transporte de carga cuyo Peso Bruto Vehicular sea superior a 3.500 kilogramos.


Licencia Clase A-5: Para conducir todo tipo de vehículos motorizados, simples o articulados, destinados al transporte de carga cuyo Peso Bruto Vehicular sea superior a 3.500 kilogramos.


De igual forma, la Ley de Tránsito en sus artículos 4o y 5o transitorios, reconoce la existencia de licencias de conductor Clase A-1 y A-2 otorgadas con anterioridad al 8 de marzo de 1997, señalando que la Clase A-1 habilita a la conducción de vehículos motorizados destinados al transporte colectivo de personas, taxis, vehículos para el transporte remunerado de escolares y particular de personas, con capacidad superior a siete asientos, excluido el conductor y la Clase A-2 habilita a la conducción de vehículos motorizados de carga, simples o con acoplados, con capacidad de carga superior a 1.750 kilogramos; vehículos recolectores de basura u otro destinados al aseo; vehículos de carga, sea cual fuere su capacidad, que transporten substancias o mercancías peligrosas, tales como explosivos o elementos radioactivos, corrosivos, tóxicos o inflamables y vehículos de emergencia.


Por otra parte, el artículo 13 de la Ley de Tránsito regula y establece los requisitos generales que han de cumplir los postulantes a licencia de conductor y los requisitos especiales que han de cumplir los postulantes para cada Clase de licencia en particular.


Es así como en el numeral 4 del inciso segundo del artículo 13 de dicha Ley se establece como requisito para obtener Licencia Clase A-3, que los postulantes hayan estado en posesión de Licencias Profesionales Clases A-1 o A-2 durante a lo menos 2 años, y para obtener la Clase A-5 que hayan estado en posesión de Licencia Profesional Clase A-4 durante a lo menos 2 años.


Del tenor literal de la norma legal citada, se deduce que ésta no contempla la posibilidad de obtener directamente Licencia Profesional Clase A-3, a aquellos conductores que posean Licencia Profesional Clase A-4 o A-5, ni la Clase A-5 a quienes posean Licencia Profesional Clase A-2 o A-3, aún en el evento de que cumplan con los restantes requisitos generales de la Ley de Tránsito y los especiales que procedan.


En este contexto, si bien los titulares de Licencia Profesional Clase A-4 o A-5 se encuentran facultados sólo para la conducción de vehículos de carga y los titulares de Licencia Profesional Clase A-2 o A-3 para vehículos de transporte de personas, no se divisa un impedimento de carácter técnico para que, efectuado el curso destinado a obtener la Licencia Profesional Clases A-3 o A-5 en una Escuela de Conductores Profesionales, debidamente normadas y reguladas en la propia Ley de Tránsito y en su Reglamento Ejecutor contenido en el decreto supremo N° 251, de 1998, del Ministerio del ramo, puedan optar a la Licencia Profesional que les permita la conducción de vehículos considerados en estas Clases de Licencias, vinculadas al transporte de pasajeros y de carga, respectivamente.


En este mismo sentido, si bien los titulares de licencia de conductor Clase A-2, otorgada con anterioridad al 8 de marzo de 1997, excepcionalmente pueden obtener directamente la Licencia Profesional Clase A-5, acreditando haber aprobado un curso de capacitación reglamentado por el decreto supremo N° 61, de 2001, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, al igual que en el caso señalado en el párrafo anterior, no se distingue inconveniente de carácter técnico para que, realizando el curso de capacitación destinado a la obtención de la Licencia de Conductor Profesional Clase A-3, en un Organismo Técnico de Capacitación debidamente autorizado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, pueda optar a dicha Licencia Profesional.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO 


Está estructurado sobre la base de un artículo único que mediante dos literales pretende introducir las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia:


a) Reemplazar, el numeral 4) del inciso segundo de artículo 13, por otro que dispone que para la obtención de las licencias Clase A-3, se deberá acreditar haber estado en posesión, durante a lo menos dos años, de la Licencia Profesional Clases A-1, A-2, A-4 o A-5. En el caso de la Clase A-5, los postulantes deberán acreditar haber estado en posesión, durante a lo menos dos años, de la licencia profesional clases A-2, A-3 o A-4.

b) Sustituir el artículo 5o transitorio, por otro que prescribe que los titulares de licencias de conductor Clase A-1 otorgadas con anterioridad al 8 de marzo de 1997 y que mantengan su vigencia a la fecha de publicación de esta iniciativa legal, podrán obtener directamente la licencia profesional Clase A-3. Asimismo, los titulares de licencias de conductor Clase A-2 otorgadas con anterioridad al 8 de marzo de 1997 y que mantengan su vigencia a la fecha de publicación de esta iniciativa legal, podrán obtener directamente las licencias profesionales Clases A-3 y A-5.


En los casos señalados se deberá acreditar la aprobación de un curso de capacitación en la forma que determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.
DISCUSIÓN EN GENERAL 

Durante el estudio en general de esta iniciativa legal, la Subsecretaria de Telecomunicaciones, señora Gloria Hutt, explicó que el Ejecutivo ha otorgado “suma urgencia” para el despacho de esta iniciativa legal porque es extremadamente necesario abrir el mercado de conductores de buses, que presenta grandes restricciones como consecuencia de las limitaciones legales, lo que ha significado que exista un grupo de conductores que rotan entre las diferentes empresas de transporte, con lo cual no se puede renovar la calidad de esta actividad.


Informó que el Ejecutivo pretende que existan mayores oportunidades y más personas que puedan optar a trabajar como conductores de buses, con lo cual se podrá mejorar la calidad de los servicios que prestan estos conductores. 


Asimismo, es necesario tener presente que antiguamente la conducción descansaba, en gran parte, en la destreza del conductor, sin embargo, la tecnología existente permite que las diferencias entre la conducción de buses y camiones no sean mayores. En la actualidad, existen normas de control diferentes, tecnologías de seguimientos, que configuran un escenario en que la capacidad de conducir vehículos pesados puede ser utilizada en un espectro más amplio que el que permite la ley vigente. Los conductores pueden ser entrenados en simuladores y se puede certificar al conductor.


En consecuencia, la iniciativa legal presentada flexibiliza y modifica la forma de pasar de una categoría a otra en las licencias de conducir. En este sentido, señaló que actualmente para obtener Licencia A-3, se debe contar con una experiencia de conducción de taxis de dos años y el conductor de camiones pesados no puede conducir buses, aunque tenga la experiencia en la conducción de vehículos mayores.


Finalmente, expresó que se establece de manera explícita la equivalencia de experiencia entre la clasificación de las licencias de conducir que se usaba hasta el año 1997 y las categorías actuales para permitir el acceso directo. De esta forma, se pretende contar con un mayor número de conductores profesionales, generar más empleo y realizar una selección por calidad de los conductores.


El Honorable Senador señor Chahuán anunció su voto a favor de esta iniciativa legal que posibilita el acceso igualitario y uniforme de los conductores.


En seguida, informó que en el transporte metropolitano de Valparaíso hay una gran ausencia de conductores habilitados, lo que ha motivado que no se respetan las normas laborales relativas al descanso. Muchos trabajan dos turnos consecutivos, sin descanso, porque no hay forma de reemplazarlos, por lo que esta iniciativa legal tiende a facilitar el ingreso de personas que puedan desempeñarse en estas labores.


A continuación, solicitó al Ejecutivo que se estudie la posibilidad de bajar los valores o subsidiar la realización de los cursos en las Escuelas de Conductores para que exista un mayor número de personas que puedan acceder a esta formación y desempeñarse como conductores profesionales y, al mismo tiempo, que aquellos conductores poseedores de la Licencia A-3, puedan realizar un curso que además los habilite en materia de seguridad de tránsito.


Este proyecto de ley responde a una necesidad del transporte. 


Finalmente, informó que hay municipios, como es el caso de Viña del Mar, que ofrecen cursos gratuitos de conducción, para la comunidad, con un cupo semestral aproximado de 300 personas, por lo que propuso que el Ejecutivo estudie la posibilidad de realizar un convenio con estos municipios para la realización de cursos de conducción para transporte público de pasajeros y de maquinarias pesadas, pudiendo realizarse, incluso a través del otorgamiento de la franquicia SENCE a pequeños emprendedores.


Por su parte, el Honorable Senador señor Prokurica compartió los argumentos anteriores, no obstante, manifestó su preocupación en el sentido de que las mayores exigencias y restricciones establecidas en la ley para la obtención de las licencias de conducir no han significado la existencia de mejores conductores. Seguramente, como consecuencia del mayor número de vehículos, de los límites de velocidad en que se puede circular, la inexistencia de una infraestructura adecuada en el norte del país han aumentado el número de accidentes.


Agregó que la iniciativa legal es positiva y los conductores a que se refiere esta normativa son los mismos, que circulan entre las diferentes empresas. No obstante, sería conveniente estudiar la posibilidad de eliminar las restricciones que impiden la obtención de estas licencias de conducir, como consecuencia de los altos precios de los cursos en las Escuelas de Conductores Profesionales, que alcanzan aproximadamente a $ 300.000.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, confirmó que existe una gran necesidad de contar con más conductores profesionales, existe una oportunidad laboral atractiva por lo que se deben considerar los mecanismos de incentivo pertinentes, se pueden generar mayores oportunidades de trabajo, con cierta flexibilidad. En esta actividad se registra una rotación muy alta de conductores.


Existe una barrera muy grande entre los conductores comunes y el nivel profesional.


A su vez, los Honorables Senadores señora Rincón y señor Novoa, propusieron aprobar sólo en general esta iniciativa legal, en consideración a la importancia de la materia a que se refiere, por lo que estimaron conveniente analizarlo en particular con la finalidad de conocer la opinión de distintos actores de esta actividad, principalmente en lo que se refiere a la seguridad en la conducción y al financiamiento de estos cursos en las Escuelas de Conductores con la finalidad de aumentar el número de conductores profesionales.


- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Novoa y Prokurica.

- - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO

A continuación se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones os propone aprobar en general:
PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifícase la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones, y de Justicia, en la siguiente forma:


a) Reemplázase, el numeral 4) del inciso segundo del artículo 13, por el siguiente:


“4) Acreditar, en caso de la Clase A-3, haber estado en posesión, durante a lo menos dos años, de la Licencia Profesional Clases A-1, A-2, A-4 o A-5. Tratándose de la Clase A-5, los postulantes deberán acreditar haber estado en posesión, durante a lo menos dos años, de la licencia profesional clases A-2, A-3 o A-4.”.


b) Reemplázase el artículo 5º transitorio, por el siguiente:


“Artículo 5º.- Los titulares de licencias de conductor Clase A-1 otorgadas con anterioridad al 8 de marzo de 1997 y que mantengan su vigencia a la fecha de publicación de esta ley, podrán obtener directamente la licencia profesional Clase A-3. Asimismo, los titulares de licencias de conductor Clase A-2 otorgadas con anterioridad al 8 de marzo de 1997 y que mantengan su vigencia a la fecha de publicación de esta ley, podrán obtener directamente las licencias profesionales clases A-3 y A-5. 


En los casos aludidos en el inciso anterior, deberá acreditarse haber aprobado un curso de capacitación en la forma que determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.”.
- - - - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 15 de marzo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Jorge Pizarro Soto) (Presidente accidental), y señores Francisco Chahuán Chahuán, Jovino Novoa Vásquez y Baldo Prokurica Prokurica.


Sala de la Comisión, a 15 de marzo de 2011.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida,

Abogado Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PERMITE AL PADRE Y A LA MADRE, INDISTINTAMENTE, ABRIR CUENTAS DE AHORRO A FAVOR DE SUS HIJOS
(7519-05)
HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción de las Honorables Senadoras señoras Rincón, Allende, Alvear y Pérez San Martín.

No obstante que el proyecto de ley contiene únicamente dos letras, vuestra Comisión os propone discutirlo sólo en general, en razón de ser ambas disposiciones modificatorias de diferentes cuerpos legales.
A la sesión en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistió, además de sus miembros, la Honorable Senadora señora Ximena Rincón González.
- - -
OBJETIVO DEL PROYECTO

Modificar la legislación vigente, señalando expresamente que, independiente de quien tenga la patria potestad, tanto el padre como la madre podrán abrir cuentas de ahorro a favor de sus hijos menores de edad, con el objeto de evitar que trámites sencillos como este, y que van en evidente beneficio del hijo, queden a la libre interpretación de los bancos.

- - -

ANTECEDENTES




Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- Decreto con Fuerza de Ley Nº 3 del año 1997 del Ministerio de Hacienda, Ley General de Bancos.

2.- Decreto ley N° 2079, de 1978, del Ministerio de Hacienda, Ley Orgánica del Banco del Estado de Chile.

3.- Artículo 243 del Código Civil.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que da origen al presente proyecto de ley señala que el decreto con fuerza de ley Nº 3 de 1997, del Ministerio de Hacienda, más conocido como Ley General de Bancos, no señala expresamente en su articulado los requisitos que deben cumplir los bancos para autorizar la apertura de una cuenta de ahorro por parte de los padres o el representante legal de un menor.

A su vez, el decreto ley Nº 2.079, de 1978, Ley Orgánica del Banco del Estado de Chile señala, en su artículo 35, los requisitos establecidos en esa institución para efectos de abrir una cuenta de ahorro, y las exigencias para abrir dichas cuentas en favor de los menores de edad.

Por su parte, el artículo 243 del Código Civil establece que “la patria potestad, es el conjunto de derechos y deberes que corresponden al padre o la madre sobre los bienes de sus hijos no emancipados”. El artículo 244, a su turno, señala que “la patria potestad será ejercida por el padre o la madre o ambos conjuntamente, según convengan en acuerdo suscrito por escritura pública o acta extendida ante cualquier oficial del Registro Civil, que se subinscribirá al margen de la inscripción de nacimiento del hijo dentro de los treinta días siguientes a su otorgamiento. A falta de acuerdo, al padre toca el ejercicio de la patria potestad". Por su parte, el artículo 225 señala que “si los padres viven separados, a la madre toca el cuidado personal de los hijos. No obstante mediante escritura pública, o acta extendida ante cualquier oficial del Registro Civil, subinscrita al margen de la inscripción de nacimiento del hijo dentro de los treinta días siguientes a su otorgamiento, ambos padres, actuando de común acuerdo, podrán determinar que el cuidado persona del hijo corresponda al padre”.

Agrega la Moción que continuamente se han recibido denuncias por parte de mujeres que han señalado la negativa por parte de los bancos a abrir cuentas de ahorro a favor de sus hijos menores de edad, señalando que tal gestión corresponde sólo al padre, sin hacer la distinción respecto de si la mujer se encuentra separada o no de aquél, tal como lo establece la ley. Se ven, así, las mujeres imposibilitadas de realizar un trámite tan básico como es abrir una cuenta de ahorro a favor de su hijo. Incluso, añade la Moción, se han recibido denuncias de mujeres que estando separadas de hecho de sus cónyuges, y teniendo el cuidado personal de sus hijos conforme lo determina la ley, no han sido autorizadas por los bancos para que puedan abrir cuentas de ahorro en favor de sus hijos.

Teniendo en consideración todo lo anteriormente señalado, las autoras de la Moción estiman necesario modificar ambos cuerpos jurídicos señalando expresamente que independiente de quien tenga la patria potestad, tanto el padre como la madre podrán abrir cuentas de ahorro a favor de sus hijos menores de edad, con el objeto de evitar que trámites sencillos como estos, y que van en evidente beneficio del hijo, queden a la libre interpretación de los bancos.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe, la Comisión recibió a la Honorable Senadora señora Rincón, una de las firmantes de la moción, quién indicó que el tema fue recogido de una denuncia que se hizo en las redes sociales, sobre el caso de una mujer que concurrió a abrir una cuenta a su niño y se le negó tal servicio por parte del banco.
Agregó que, revisada la legislación no existe norma expresa que autorice expresamente a la madre a abrir cuentas de ahorro para sus hijos menores, pero de conformidad a las normas generales, debieran los bancos dar trámite a una solicitud de este tipo sin ningún tipo de obstáculos.

Relató que incluso personalmente fue impedida de abrir cuenta de ahorro en el Banco del Estado, para uno de su hijos, y sólo por el hecho de su carácter de profesional conocedora de las normas y por los reclamos que hizo pudo completar el trámite, pero ello sólo fue autorizado con el compromiso que su marido concurriera a firmar las libretas  al banco.

A pesar del avance de nuestra legislación hacia el tratamiento de los temas de género, siguen existiendo problemas y trabas a la mujer para este trámite, por lo que agregó, un conjunto de Senadoras, decidió presentar el proyecto de ley que hoy se debate, ya que se reconoce este como una situación que no debiera ocasionar complicaciones, pero que se ha mantenido con una cierta discrecionalidad por parte de los bancos, provocando las situaciones impropias ya señaladas.

Hizo referencia, por otra parte, a situaciones similares de que ha tenido noticia el Honorable Senador Escalona en relación con el acceso a la banca por parte de los estudiantes.

Finalmente, solicitó la aprobación del proyecto, debido a que la situación se está convirtiendo ya no sólo en un problema de las madres, sino que de la familia y los hijos.

El Honorable Senador señor Novoa se mostró partidario del proyecto, señalando que sorprende que los bancos coloquen trabas como las descritas, ya que siempre se puede, de acuerdo a nuestra legislación, estipular a favor de un tercero y abrir una cuenta de ahorro, no es más que eso,  una estipulación a favor de un tercero. Otra cosa es la administración de la cuenta, donde sí debe haber representación legal, pero en el caso de la moción no existirían problemas, pues sólo se refiere a abrir una cuenta a nombre de los hijos. Si después se quisieran retirar los fondos se verá quién tiene la facultad legal para hacerlo.

La Honorable Senadora señora Rincón manifestó su coincidencia con lo recién planteado, indicando que hay situaciones en que quien tiene la patria potestad retira los dineros, sin que ello vaya en beneficio del menor. El objetivo de la moción, sin embargo, es más modesto, y con el objeto de no entrabar su tramitación, sólo se refiere a la posibilidad de abrir una cuenta de ahorro.

El Honorable Senador señor Kuschel, concordando con los objetivos planteados en la moción, estimó conveniente que la Comisión conociera de la opinión de los agentes involucrados en esta materia, por lo que sugirió se invitara a la Superintendencia de Bancos y a la Asociación de Bancos.

El Honorable Senador señor Escalona señaló que estaba de acuerdo en invitar a los agentes involucrados en la materia, pues permitiría abordar las consultas relacionadas con la situación en virtud de la cual los bancos hicieron inaplicable disposiciones significativas de la ley 20.027, que estableció normas para el financiamiento de la educación superior, aprobada en el año 2005. En ella, aparte del subsidio por parte del Estado, se establecían normas que posibilitaban la apertura de cuentas de ahorro para el financiamiento de la educación superior. Agregó que los bancos nunca han abierto este tipo de cuentas, por lo que, en la práctica han hecho inaplicable la ley.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros acordó dejar constancia que, previo a su estudio en particular, se invitara para recibir en audiencia a la Superintendencia de Bancos, a la Asociación Nacional de Bancos y al Banco Estado.
- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Honorables Senadores señores Frei, Kuschel Escalona, Lagos y Novoa. 
TEXTO DEL PROYECTO
En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros que aprobéis, en general, el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY
“Artículo 1°.- Agrégase el siguiente nuevo Artículo 156 bis, al DFL Nº 3, del año 1997, del Ministerio de Hacienda Ley General de Bancos:
“Artículo 156 bis.- Las cuentas de ahorros para menores de edad, ofrecidas por los bancos regidos en virtud de lo establecido en esta ley, podrán ser abiertas por el padre o la madre, independiente de quien tenga la patria potestad del menor de edad.”.
Artículo 2°.- Agrégase un nuevo inciso final al artículo 35 del decreto ley 2079, del Ministerio de Hacienda, del año 1978, del siguiente tenor:
“Independiente de quien tenga la patria potestad, la madre también podrá abrir cuentas de ahorro a favor de su hijo menor de edad”.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 15 de marzo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.
Sala de la Comisión a 15 de marzo de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, RELATIVO AL APROVECHAMIENTO Y BENEFICIO DE TIBURONES

(7489-03)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Cantero, Gómez, Orpis y Sabag.


La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.

OBJETIVO DEL PROYECTO

La iniciativa en estudio propone establecer normas para la conservación de la biodiversidad nacional de tiburones y sus pesquerías, de manera de posibilitar  el aprovechamiento sostenible de las especies en el largo plazo.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
Prevenimos que los artículos 3° y 4º de este proyecto, de aprobarse, deben serlo con quórum calificado, de conformidad con el artículo 19 Nº 23 de la Constitución Política, pues establecen requisitos para la adquisición del dominio de determinados bienes. (Constitución Política, artículo 19 Nº 23).

ANTECEDENTES
Para el debido estudio de la presente iniciativa legal se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes: 
I.- ANTECEDENTES DE DERECHO 


- Constitución Política de la República, artículo 19 N° 8°, que asegura el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, estableciendo el deber del Estado en orden a velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza.


- Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D. S. N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO




La Moción que origina la iniciativa en estudio expresa que existen más de 1.000 especies de tiburones y rayas, peces guitarra, peces sierra y especies afines en los océanos del mundo (el grupo de peces cartilaginosos que colectivamente se conoce como condrictios), agregando que los mismos presentan una inmensa variedad de formas y tamaños y viven en cualquier tipo de medio marino, desde cálidos arrecifes coralinos costeros hasta oscuras y frías profundidades oceánicas.


Asevera que los tiburones son el grupo menos productivo de todas las especies de peces marinos (Smith et al., 1998), ya que crecen lentamente, alcanzan su madurez sexual en forma tardía, tienen  largos períodos de gestación y, en general, tasas reproductivas bajas, concluyendo que la sobreexplotación de tiburones requiere de muchas décadas para su recuperación.


Continúa explicando que la sobreexplotación de la  especie conlleva la desaparición de la misma, afectando y desestabilizando la cadena trófica, provocando, por consiguiente, altos impactos ecológicos negativos en las estructuras y las funciones de las comunidades y ecosistemas marinos. 

Añade que en las últimas décadas se ha producido un aumento en la utilización de tiburones como recursos comercialmente explotados, evidenciando un rápido crecimiento de sus pesquerías alrededor del mundo, tanto en tamaño como en valor (Bonfil, 1994). La Moción explica que el aumento de las pesquerías de tiburones obedece, fundamentalmente, al alto valor de mercado de sus aletas que son exportadas a países asiáticos, principalmente China, con el consiguiente agotamiento de  algunas poblaciones y el peligro de extinción de otras.

El aleteo o “finning” es definido según Camhi et al. (2009) como la práctica de cortar las aletas del tiburón y descartar o eliminar el cuerpo en el mar, actividad que según lo asevera  la UICN, Grupo Especialista en Tiburones (SSG) de la FAO  “está generalizada, y en gran parte sin control ni monitoreo”.


Afirman los autores de la iniciativa que la  captura de condrictios en Chile es efectuada a lo largo de toda la costa del país, ya sea como especies objetivo o como fauna acompañante de otras pesquerías orientadas a peces óseos o crustáceos. De las aproximadamente 90 especies pertenecientes a la Clase Chondrichthyes citadas para Chile, se han identificado cerca de 30 especies capturadas en pesquerías nacionales. De éstas, sólo 7 son capturadas como especies objetivo y 15 son descartadas sin ser aprovechadas (Lamilla et al., 2005). Es así como, de acuerdo a lo informado por el Servicio Nacional de Aduanas, entre el año 2006 y 2009 se exportaron más de 71 toneladas de aletas de tiburón que corresponden a 8 especies distintas.


Continúa la Moción refiriendo que atendido el elevado  precio de las aletas de tiburón, y el escaso valor de los cuerpos, los pescadores frecuentemente  cortan las aletas y botan los cuerpos al mar.


Sostiene que las distintas experiencias comparadas, evidencian que las legislaciones que obligan a desembarcar los tiburones con sus aletas naturalmente adosadas al tronco han derivado en una reducción significativa de la práctica del aleteo.


Concluye la Moción aseverando que el aleteo de tiburones muchas veces está asociado a la pesca incidental de estas especies, siendo indispensable, además de prohibir la práctica del aleteo, la adopción de medidas para que los artes y aparejos de pesca no sean alterados para aumentar la captura incidental de tiburones, además de posibilitar la liberación de estas especies, toda vez que ello se pueda efectuar sin detrimento de la integridad o la vida del animal.

- - -  
III. ESTRUCTURA Y DESCRIPCIÓN DEL ARTICULADO
El proyecto se desarrolla en ocho artículos, que se describen, someramente, a continuación.

Artículo 1°
Señala que la iniciativa tiene por objeto la conservación de la biodiversidad nacional de tiburones y sus pesquerías, de manera de asegurar su aprovechamiento sustentable en el largo plazo, para lo cual prohíbe la 





 práctica del aleteo y el establecimiento de medidas tendientes a reducir la captura incidental.

Añade que las normas serán aplicables a toda embarcación que realice actividades de pesca dirigida o incidental de tiburón en nuestras aguas jurisdiccionales.

Artículo 2°

Define los conceptos de aleteo de tiburón y de tiburón, señalando que el primero consiste en la práctica de cortar las aletas del tiburón y descartar su tronco o cuerpo, arrojándolo al mar; en tanto define la expresión “tiburón” como cualquier especie de elasmobronquio que incluye a los organismos conocidos en el lenguaje común  como tiburones que pertenecen taxonómicamente a la Subclase Elasmobranchii, Superorden Euselachii (Selachimorpha). 

Artículo 3°
















Preceptúa que en el caso que la pesca de tiburones esté autorizada o permitida, su desembarque deberá realizarse con todas las aletas del tiburón natural y completamente adosadas a su tronco.

Artículo 4° 

Prohíbe las prácticas de aleteo de tiburón; desembarque cualquiera de sus aletas, a menos que aquellas estén completas y cuente con el permiso de pesca respectivo, y  la embarcación, transporte o trasbordo de las mismas  desde una embarcación a otra. 

Asimismo, establece la presunción de contravención si se  encontrare una aleta de tiburón en una nave pesquera sin que esté completa y naturalmente adosada al tronco correspondiente.



Artículos 5°, 6° y 7°
Establecen el uso de un conjunto de sistemas y la disposición de observadores científicos a bordo de las naves que contribuyan a evitar la captura y el escape o liberación de los ejemplares de tiburones sobre los cuales no existe intencionalidad de pesca 
Asimismo se dispone el desarrollo y aplicación de un protocolo de liberación de tiburones.



Artículo 8°


Establece que las infracciones a las normas del proyecto de ley en análisis serán sancionadas de acuerdo  los artículos contenidos en el Título X de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

DISCUSIÓN EN GENERAL

A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron: de la Subsecretaría de Pesca, el Subsecretario, señor Pablo Galilea; la Jefe de la División de Desarrollo Pesquero, señora Edith Saa; el Jefe de la División Jurídica, señor Felipe Palacio; la abogada de la misma División señora María Alicia Baltierra,  y el Jefe de la División de Administración Pesquera, señor Maximiliano Alarma.

Asimismo, concurrieron especialmente invitados: de Pew Enviroment Group,  el Coordinador General para América Latina, señor Maximiliano Bello; de la Universidad Austral, el biólogo marino señor Julio Lamilla; de la ONG Océana, el  Director Gneral, señor Alex Muñoz y de la Confederación Nacional de Pescadores de Chile, CONAPACH, el dirigente de la zona norte, señor Osvaldo Cubillos.

En primer término, el Honorable Senador señor Horvath, señaló que tal como se expresó en los fundamentos de la Moción, la práctica del aleteo es consecuencia del alto valor de las aletas y se efectúa como una manera de obtener una mayor rentabilidad en la actividad de la pesca, añadiendo que a lo anterior se adiciona la crueldad que conlleva esta acción, al sacar las aletas y devolver el cuerpo mutilado y vivo al mar.











Asimismo, aseveró que la sobreexplotación de esta especie trae consigo la desaparición de la misma, afectando la cadena trófica, provocando altos impactos ecológicos negativos los ecosistemas y comunidades marítimos.


El S
ubsecretario de Pesca, señor Pablo Galilea, coincidió con los objetivos propuestos en la Moción, expresando que éste es un tema que se debiera haber legislado hace tiempo, no obstante lo cual tiene ciertas discrepancias  de orden formal.


L
a abogada de División Jurídica de la Subsecretaría,  señora María Alicia Baltierra refirió que la Subsecretaría es de opinión que las normas contenidas en el proyecto en estudio se incorporen dentro del Título II de la ley N° 18.992, General de Pesca y Acuicultura, que establece las medidas de administración y conservación de los recursos hidrobiológicos,  y sólo como una facultad para que la autoridad administrativa establezca la prohibición ya aludida, debiendo señalar a la vez  las condiciones en que deben ser desembarcados los ejemplares respecto de los cuales se prohíbe el aleteo, que no son necesariamente los tiburones.



Enseguida, planteó que a juicio de la Subsecretaría, debieran efectuarse ciertas precisiones a la definición de “aleteo” que establece el proyecto, incorporando la misma como un nuevo numeral del  artículo 2° de la Ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura,  y, finalmente, incorporar una sanción específica a la contravención de estas normas , ya que, de otra manera debiera aplicarse el artículo 116 de la citada Ley General de Pesca y Acuicultura, que establece una sanción que no es proporcional al daño que causa la infracción de estas normas.



El Honorable Senador señor Orpis, discrepó del planteamiento del Ejecutivo, puesto que considera que las diferencias apuntadas no son, a su juicio, de orden formal. En efecto, aseveró que establecer la medida como una facultad de la autoridad constituye una diferencia de fondo, toda vez que la Moción establece inequívocamente la prohibición de la práctica del aleteo.


Al respecto, la asesora jurídica, señora Alicia Baltierra manifestó que para subsanar tal discrepancia la Subsecretaría propondría la incorporación de un artículo transitorio que establezca un plazo para establecer la prohibición.

El Director General para Latinoamérica de Pew Enviroment Group, señor Maximiliano Bello, señaló que el tiburón ha tenido una evolución de millones de años, siendo altamente vulnerable a la sobreexplotación y que reviste una particular importancia para la estabilidad de los ecosistemas marinos, puesto que controlan otras especies y constituyen el equilibrio de los mares. Señaló, a modo de ejemplo, que la Universidad de California realizó un estudio relativo a la jibia, que arrojó como resultado que el aumento de esta especie guarda directa relación con la escasez de tiburones en los océanos. Agregó que el 21% de los tiburones se encuentra en peligro de extinción y un 18 % está en condiciones de subsistencia desfavorables.


Señaló que es preciso asegurar la sustentabilidad de las capturas, minimizar los descartes y desechos de la especie y  fomentar la utilización y comercialización integral de los peces capturados, que constituyen una fuente de gran  valor proteico. 


Por su parte, el representante de CONAPACH, señor Osvaldo Cubillos coincidió con los planteamientos ya expuestos, agregando que dentro de las especie tiburón, se encuentran los azulejos y el pez martillo, que son comercializados en el norte del país sin mutilación alguna, por lo tanto  respecto de tales recursos, no existe el aleteo en su zona.


Aseveró que si bien el tiburón se alimenta, entre otras especies, de la jibia, también lo hacen las albacoras y los jureles del norte, especies que se encuentran en la zona desde hace dos décadas, agregando que, en su opinión, es probable que sea la flota de los grandes pescadores artesanales de la Región del BíoBío la que efectúen tal práctica 


El profesor  de la Universidad Austral, señor Julio Lamilla manifestó que se desempeña hace tres décadas en el tema de conservación de tiburones, refiriendo que ha realizado principalmente su actividad en el exterior, ya que dentro de nuestro país ha sido muy difícil  implementar una  política que termine con la práctica del aleteo.


Enseguida, señaló que cuantificado el descarte en 82 embarques, se ha detectado que las especies descartadas son 63, enunciando el ranking de los diversos tipos de tiburón respecto de los cuales se produce mayor descarte, a saber: pesquería de la merluza austral;  pesquería de redes costeras; pesquería de raya volantín; pesquería de bacalao de profundidad; pesquería de arrastre de crustáceo (aproximadamente  85 mil individuos capturados anualmente por esta flota); pesquería de albacora, y la pesquería de palangre marrajo.



Concluyó su exposición señalando la necesidad de desarrollar investigación en cuanto a la biología básica de estas especies, de manera de poder adoptar medidas de manejo y administración pesquera que restablezcan el equilibrio ecosistémico y la biodiversidad del litoral chileno, señalando entre otras la  prohibición del aleteo; en tanto no exista poder comprador de azulejo, liberar aquellos recursos vivos desde el palangre; establecer, en el futuro,  cuotas de captura del tiburón, en base al registro de captura histórica.

- - - 

ACUERDO


Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Horvath,  Orpis y Rossi.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto de la Moción que originó el proyecto de ley y que vuestra Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, os propone aprobar en general:


PROYECTO DE LEY

“PROHÍBE EL ALETEO DE TIBURONES Y ESTABLECE MEDIDAS PARA SU APROVECHAMIENTO INTEGRAL.
Capítulo I


Objetivos y Definiciones


Artículo 1°.- La presente ley tiene como objetivo la conservación de la biodiversidad nacional de tiburones y sus pesquerías para su aprovechamiento sostenible en el largo plazo, a través de la prohibición de la práctica del aleteo y del establecimiento de medidas para reducir su captura incidental. Las disposiciones de esta ley son aplicables a toda embarcación que realice actividades de pesca dirigida o incidental de tiburón en las aguas jurisdiccionales de la República de Chile.


Artículo 2°.-Para los efectos de la presente ley se establecen las siguientes definiciones:


1) Aleteo de tiburón: Es la práctica de cortar las aletas del tiburón y descartar su tronco o cuerpo, arrojándolo al mar sin aprovecharlo.


2) Tiburón: Cualquier especie de elasmobranquio que incluye a los organismos conocidos en el lenguaje común como tiburones que pertenecen taxonómicamente a la Subclase Elasmobranchii, Superorden Euselachii (Selachimorpha). Se caracterizan por poseer esqueleto cartilaginoso, cuerpo fusiforme, y de cinco a siete hendiduras branquiales dispuestas a los costados de la cabeza.

Capítulo II


Régimen de Protección.


Artículo 3°.-En los casos en que la pesca de tiburones esté autorizada o permitida, su desembarque deberá realizarse con todas las aletas del tiburón natural y completamente adosadas a su tronco.


Artículo 4°.- Quedan prohibidas las siguientes prácticas:


1. Aleteo de tiburón.


2. Desembarcar cualquiera de las aletas de un tiburón a menos que esté completa y naturalmente adosada al tronco correspondiente y siempre que se cuente con el permiso de pesca respectivo o su captura esté permitida.


3. Mantener a bordo de la embarcación, transportar o transbordar desde una embarcación a otra, aletas de tiburón, a menos que estén completa y naturalmente adosada al tronco correspondiente y siempre que cuente con el permiso de pesca respectivo o su captura esté permitida.


Si se encontrare una aleta de tiburón en una nave pesquera sin que esté completa y naturalmente adosada al tronco correspondiente, se presumirá que se ha contravenido lo dispuesto en el número 1 del presente artículo.


Artículo 5°.-Se dispondrá el uso de sistemas o dispositivos de pesca que contribuyan a evitar la captura, propiciar el escape o liberación de los ejemplares de tiburones sobre los cuales no existe intencionalidad de pesca y no son aprovechados íntegramente. Asimismo se desarrollará y aplicará un protocolo de liberación de tiburones.

Capítulo III

Monitoreo e investigación.


Artículo 6°.-Se podrá disponer en cualquier momento la presencia de observadores científicos a bordo de naves, previa comunicación a las embarcaciones con al menos 24 horas de anticipación, con el objeto de levantar información sobre pesca dirigida o incidental de tiburones y constatar cualquiera de las prácticas enumeradas en el artículo 2 de la presente ley.


Articulo 7°.-Se implementará un programa dirigido a recopilar información y estadísticas sobre las capturas, esfuerzos pesqueros, desembarques y el comercio de tiburones, el cual deberá realizarse de acuerdo a parámetros biológicos y de identificación de especies


Los formularios de registro de datos usados por observadores científicos contemplarán la recolección de información sobre captura incidental de tiburones.

Capítulo IV 
Sanciones.


Artículo 8°.Las infracciones a la presente Ley se sancionarán de acuerdo a los artículos contenidos en el Título X de la Ley General de Pesca y Acuicultura”.

Acordado en sesión celebrada el día miércoles 8 de marzo con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Jaime Orpis Bouchon y Fulvio Rossi Ciocca.

Sala de la Comisión, a 15 de marzo de 2011. 

(Fdo.): Magdalena Palumbo Ossa,
Secretario Abogado
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR ESCALONA, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY SOBRE ORGANIZACIONES DE USUARIOS DE SERVICIOS PÚBLICOS

(7542-03)

1) Los servicios públicos cuya prestación depende de la existencia de redes de alto costo o dependen de inversiones que por su envergadura es ineficiente duplicar, lleva a una situación de monopolio natural. Como es sabido, la existencia de monopolios naturales en servicios como agua potable y alcantarillado, energía (especialmente eléctrica y gas natural), transportes (transporte público, autopistas concesionadas, redes de ferrocarril) y telecomunicaciones, y la existencia de sectores estratégicos que si bien no son monopolios naturales son mercados regulados, como el bancario, de seguros, previsional y de salud, ha hecho necesaria la creación de políticas públicas volcadas en regulaciones particulares para cada uno de estos sectores, con el objeto de, bien eliminar las rentas monopólicas a favor de los operadores de redes, bien introducir procedimientos y sistemas que incentiven la competencia en la prestación de los servicios o. en el acceso al mercado específico, bien generar un contrapeso en el caso de sectores en los que la asimetría de información y de poder ha significado o puede significar graves perjuicios a los usuarios en particular, o al interés público.

2) Lo señalado anteriormente ha significado que en las últimas décadas se hayan creado diferentes organismos que se han especializado en la generación o en la implementación de políticas públicas traducidas en regulaciones aplicadas a diferentes mercados. La estructura orgánica de cada uno de ellos ha respondido a las necesidades particulares de su sector y al momento en que han sido creadas.

3) La captura legal de dichos reguladores por parte de la industria regulada, una vez implementadas las políticas específicas, es un fenómeno de muy difícil detección, y aun detectado, es muy difícil acreditar un patrón de conducta que se pueda equiparar a la defensa de los intereses de la industria regulada más que el interés público, el interés de los usuarios o la eficiencia en la asignación de recursos. La captura legal genera regulaciones y fiscalización distorsionadas a favor de las empresas reguladas y la consiguiente falta de competencia en esos sectores, lo que redunda finalmente en la creación de rentas ineficientes que benefician injustamente a operadores determinados, a costa de importantes pérdidas para los usuarios y para el interés público. Ello significa eliminar el proceso competitivo, generando perjuicios para los usuarios y para el interés público, pues la empresa que se adjudica la concesión no es la más eficiente sino la que tiene más capacidad para influir en el regulador y lograr un cambio en las reglas del juego.

4) Dado lo difícil que es la determinación de la captura del regulador por parte del sector que debe regular, creemos que se hace necesaria la implementación, de manera general, de ciertos estándares, exigencias y prohibiciones que tiene como fin precaver esta captura.

5) Propongo a este Honorable Senado, que los organismos del poder ejecutivo que regulan sectores específicos, que definen o implementan políticas o planes estratégicos, o que participan activamente en procesos de otorgamiento y control de concesiones o de fijación tarifaria deban incluir la participación periódica de los usuarios de dichos servicios, tengan un cuerpo directivo sujeto a la prohibición de trabajar y asesorar de manera alguna a empresas que hayan regulado por un tiempo determinado.

PROYECTO DE LEY CREA ASOCIACIONES DE USUARIOS DE SERVICIOS PÚBLICOS Y ESTABLECE LIMITACIONES AL DESEMPEÑO DE ALTOS DIRECTIVOS DE ORGANISMOS REGULADORES

Artículo Primero: En todos los procesos de fijación tarifaria en los que tenga participación algún organismo del Estado, se deberá garantizar la participación de organizaciones de usuarios que podrán intervenir en los mencionados procesos, de acuerdo a las siguientes reglas:

1°. Las organizaciones de usuarios se formarán por al menos cinco juntas de vecinos, organizaciones no gubernamentales, corporaciones de desarrollo municipal, y en general organismos de participación local que cuenten con personalidad jurídica, y que pertenezcan o tengan su domicilio en el área geográfica en la que se lleve a cabo el proceso de fijación tarifaria, y que tengan por objeto la promoción del interés público.

2°. Las organizaciones de usuarios que participen en procesos de fijación tarifaria deberán concurrir de manera conjunta a cada uno de ellos, respetando la regla de mayoría para la determinación de las posiciones que adopten.

3° Las organizaciones de usuarios que participen en procesos de fijación tarifaria podrán contratar la asesoría profesional necesaria para hacer relevante su participación.

Artículo Segundo: Los directivos que se desempeñen en los primeros dos grados jerárquicos de los organismos que tengan a su cargo la regulación de un mercado específico, estarán inhabilitados para trabajar en empresas que participen en el mercado correspondiente, en sus relacionadas, coligantes y coligadas, y de prestarles todo tipo de asesorías, por si o por interpósita persona, por un período de tres años desde que hayan cesado sus funciones en el organismo correspondiente.

Artículo Tercero: Los Altos Ejecutivos que desempeñen cargos de responsabilidad con capacidad de representación general o parcial en empresas reguladas deberán, en caso de pasar a desempeñar funciones en cualquier nivel de los organismos reguladores, hacer una completa declaración de intereses, que incluya todos sus bienes, deudas y derechos y su participación en sociedades y todos los activos, pasivos e intereses de dichas sociedades, sean nacionales o extranjeras, o de sociedades en las que tengan participación hasta que esta equivalga a menos de 5% de la propiedad o activos de la correspondiente sociedad. Para calcular este porcentaje, deberá sumar la participación de todas las sociedades relacionadas, con sus parientes por afinidad o consanguinidad hasta el cuarto grado.

(Fdo.): Camilo Escalona Medina,

Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORES LARRAÍN (DON HERNÁN), ESCALONA, ESPINA, FREI (DON EDUARDO), GARCÍA, KUSCHEL, LARRAÍN (DON CARLOS), LONGUEIRA, PÉREZ VÁRELA, QUINTANA, RUIZ-ESQUIDE, SABAG Y TUMA, RELATIVO A LA ANUNCIADA FUSIÓN DE LAS EMPRESAS NESTLÉ Y SOPROLE

(S 1341-12)

1º -Que la fusión de las empresas elaboradoras de productos lácteos Soprole y Nestlé, tendrá un impacto negativo en la actividad agrícola chilena y perjudicaría a los consumidores Chilenos desde Arica a Punta Arenas.

2°.-Que resulta ineludible conocer los fundamentos de una fusión de estas características y tener presente las consecuencias que tendría una asociación de este tipo si lograra materializarse.

3°.-Que el Ministerio de Agricultura, en opinión expresada por su Ministro don José Antonio Galilea ha expresado su rechazo a esta fusión por considerarla “perjudicial para los productores de leche en el país” y porque, adicionalmente, podría “atrasar el desarrollo del sector” y que esto va “en sentido contrario a las políticas del Gobierno, en cuanto a buscar mejorar la transparencia de los mercados agrícolas, estimulando la participación de más actores en el comercio de bienes primarios y no al contrario, como se pretende con esta fusión”.

4°.-Que la Fiscalía Nacional Económica ha manifestado respecto de esta operación que: “es del parecer la operación consultada implica la creación de un agente económico dotado de una posición dominante en la industria láctea, capaz de obstaculizar el mantenimiento de una competencia efectiva en los mercados en que opera, y obrar, en buena medida, de forma independiente con respecto a sus competidores, proveedores y, en último término, de los consumidores. De acuerdo a lo expuesto, los riesgos asociados a dicha condición de dominancia no se ven acotados de manera suficiente ni por las eficiencias aducidas, ni por las medidas de mitigación propuestas.”
El Senado de la República acuerda:

1. Rechazar de manera de manera categórica la fusión de las Empresas Nestlé-Soprole, ya que es un hecho evidente y notorio que de ella, es decir, de la fusión, se provocarían serios perjuicios en un futuro no lejano a los consumidores, que dañaría la competencia entre las empresas del sector y muy especialmente afectaría negativamente a los productores de leche.

2. Informar-a los Ministro de Hacienda, Economía y Agricultura de esta posición del Senado.

(Fdo.):Hernán Larraín Fernández, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador, Alberto Espina Otero, Senador.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.-José García Ruminot, Senador.- Carlos Ignacio Kuschel Silva, Senador.- Carlos Larraín Peña, Senador.- Pablo Longueira Montes, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Hosain Sabag Castillo, Senador.-Eugenio Tuma Zedán, Senadora.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ADELANTA LA PLENA VIGENCIA DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN AL CONTRIBUYENTE DEL IMPUESTO ESPECÍFICO A LOS COMBUSTIBLES (SIPCO), PREVISTO EN LA LEY N° 20.493

(7527-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto, concurrieron los siguientes representantes del Poder Ejecutivo:

Del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Felipe Larraín; y los asesores, señores Salvador Valdés y Jaime Salas. 

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señorita Egle Zavala.

Estuvieron presentes, además:
Del Instituto Libertad y Desarrollo, el asesor, señor Daniel Montalvo.

De la Corporación de Estudios para América Latina, la asesora, señorita Macarena Lobos.

El asesor del Honorable Senador señor Escalona, señor Jaime Romero.

- - -


Se hace presente que por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

El proyecto de ley pretende adelantar la entrada en vigencia del Sistema de Protección al Contribuyente del Impuesto Específico a los Combustibles (SIPCO), previsto en la ley N° 20.493, de 14 de febrero de 2011, con el propósito de proteger a los contribuyentes ante las variaciones en los precios internacionales de los combustibles.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:


I.- ANTECEDENTE JURÍDICO
- Ley N° 20.493, que crea un nuevo sistema de protección al contribuyente ante las variaciones en los precios internacionales de los combustibles. 
II.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje que da origen al presente proyecto de ley se fundamenta en las siguientes consideraciones:

Refiere, en primer lugar, que la ley N° 20.493 estableció dos nuevos mecanismos de protección del contribuyente ante las variaciones en los precios internacionales de algunos combustibles derivados del petróleo, modificando el sistema que ha operado sobre la base del Fondo de Estabilización del Precio del Petróleo (FEPP) y sustituyendo el Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo (FEPC), cuya vigencia expiró el 30 de junio de 2010.

Se estructuró, el nuevo sistema, en dos etapas: la primera, con un nuevo Sistema de Protección al Contribuyente del Impuesto Específico a los Combustibles (SIPCO), que crea un componente variable para el Impuesto Específico a los Combustibles (IEC). Dispuso, asimismo, un procedimiento especial para aquellos contribuyentes del Impuesto al valor Agregado (IVA) que tengan derecho a recuperar el IEC y cuyos ingresos anuales del año calendario anterior, por ventas, servicios u otras actividades de su giro, hayan sido inferiores a 15.000 unidades tributarias mensuales. Respecto del petróleo diesel, en tanto, en que el usuario recupera íntegramente el IEC con ocasión del siguiente pago mensual de IVA (tal es la situación de la industria, la minería y la generación eléctrica) la recuperación de este impuesto será variable.
En el caso de las gasolinas automotrices, en fin, el beneficio se hace extensivo para todos los consumidores, quienes deben pagar el IEC.
En la segunda etapa, se perfecciona el sistema de protección del contribuyente frente a las alzas de precios de los combustibles, reemplazando el cálculo del componente variable del Impuesto Específico a los Combustibles, por un sistema de seguros financieros contratados por el Ministerio de Hacienda, denominado "Seguro de Protección del Contribuyente ante Variaciones en los Precios de Combustibles" (SEPCO).

Enseguida, da cuenta el Mensaje de la, por todos conocida, situación de alzas en el precio del petróleo, que ha recrudecido en todo el mundo producto de los conflictos políticos internos que se han sucedido en los países del norte de África y medio oriente, zona en la que se concentran los principales proveedores mundiales de esa materia prima.
En efecto, los recientes cambios políticos en Túnez, Egipto y Libia hicieron subir el precio del petróleo crudo WTI (West Texas Intermediate) a valores superiores a 100 dólares por barril, muy por sobre el precio del segundo semestre de 2010, que fue cercano a US$85 por barril. Chile, se destaca, se encuentra preparado para enfrentar este escenario, gracias al nuevo mecanismo del SIPCO previsto en la ley N° 20.493, que entró a regir  a mediados del pasado mes de febrero, que establece un componente variable del IEC que se restará al componente base del mismo, arrojando un menor tributo cuando los precios de los combustibles se eleven significativamente a nivel mundial.
Con todo, añade el Mensaje que para la plena puesta en marcha del nuevo sistema, la ley fijó un período de cuatro semanas, que se cumplirán próximamente, el jueves 24 de marzo del presente. Dicho término impide que el sistema opere, durante el período que resta para dicha fecha, con todos sus mecanismos para enfrentar la situación de alza de los precios internacionales de los combustibles.

A partir de todo lo señalado se propone, mediante la iniciativa legal en informe, adelantar la entrada en plena vigencia del SIPCO, para disminuir el impacto en los precios internos de las alzas bruscas en los precios internacionales de los combustibles, enfrentando de mejor manera la inesperada coyuntura internacional antes referida. De esta forma, el Gobierno busca proteger y amparar a los consumidores y a las pequeñas y medianas empresas frente a las significativas alzas desatadas en los últimos días, cuestión que amerita el despacho de este proyecto de ley con la mayor rapidez posible.
A continuación, detalla el Mensaje el contenido del proyecto de ley, que junto con anticipar la plena vigencia del SIPCO, se hace cargo de la necesidad de elaborar, por parte de la Comisión Nacional de Energía, un nuevo informe que reemplace a aquellos que se hayan emitido el día lunes anterior a la vigencia de esta ley, a fin de ajustar el mecanismo a la actual coyuntura.
Por otra parte, precisa la iniciativa el número de semanas a considerar para el cálculo del precio de paridad de los combustibles afectos a la ley, para lo cual se perfecciona la redacción de la norma pertinente, eliminando posibles ambigüedades que podrían dar origen a interpretaciones contrapuestas.
Finalmente, culmina el Mensaje, el proyecto de ley flexibiliza la determinación de los precios de referencia, que constituye uno de los parámetros fundamentales para la operatividad del mecanismo.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

En relación con esta iniciativa, el Ministro de Hacienda, seño Felipe Larraín, efectuó una presentación del siguiente tenor:

Proyecto de ley:

Adelantar plena vigencia del Sistema de Protección ante Variaciones de Precios de Combustibles
Hitos previos

- El 30 junio de 2010 expiró el FEPCO, creado en 2006. Automáticamente, el 1° de julio de 2010 se reactivó el FEPP, creado en 1991. Pero los saldos del FEPP eran ínfimos, por lo que no daban protección. 

- Para superar esto, el Gobierno propuso proyecto de ley el 13 de julio de 2010. Aprobada el 12 de enero. El 14 de febrero 2011 se publicó la ley 20.493.

- Creó protección para gasolinas y diesel  por medio de un impuesto específico variable (SIPCO es con cargo fiscal, SEPCO es con cargo a seguros).

- Esta ley también dotó de 5,4 millones de dólares al fondo FEPP para la parafina, que estaba agotado.

Primeros pasos de la ley 20.493
Parafina, Gasolina y Diesel

- A partir del jueves 10 de marzo, el FEPP entregó subsidio a la parafina, de $14 por litro.

SIPCO para gasolina y diesel:

- El “centro de la banda” se calcula de la siguiente manera:

Promedio de los precios pasados, en “n” semanas hacia atrás; 

Promedio de precios en mercado de futuros, con plazos hasta “m” meses hacia adelante, observados en los últimos 10 días hábiles; 

Ponderando precios pasados y futuros con 50% cada uno; y

Sumando el diferencial de refinación, que es (P gasolina- P crudo); se obtiene promediando el diferencial en “s” semanas hacia atrás.

- La primera fijación de parámetros ocurrió el 21 de febrero, fecha Informe CNE, cuando el conflicto en Libia aún no ocurría.

- Ese 21 de febrero se mantuvieron los parámetros que tuvo el Fepco en su última semana de operación, en junio de 2010.

- n = 13 semanas (3 meses); 

- m = 6 meses; y s = 9 semanas (2 meses).


[image: image1.emf]MINISTERIO DE HACIENDA
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Retraso en plena vigencia de SIPCO

- La ley SIPCO mantuvo un inciso del antiguo FEPCO: cada parámetro debe tener una vigencia mínima de 4 semanas. No se puede cambiar hasta el 24 de marzo sin aprobar este proyecto.

- El proyecto mejora la transición al adelantar en 2 semanas la plena vigencia del SIPCO.

Objetivo del gobierno con este proyecto: dada la crisis en el Norte de África, adelantar la entrega de protección a los consumidores.

El presente proyecto de ley propone adelantar la plena vigencia de SIPCO, para dar más protección.
- Nuevo artículo transitorio: la vigencia mínima prevista será de dos semanas, la primera vez que se fijen los parámetros.

- Crear una flexibilidad adicional, que permita ajustar la ponderación de los precios a futuro, a valores entre 50% y 0%.

Ambos valores fueron usados muchas veces por el antiguo FEPCO en 2006-2010. 

Con todo, la flexibilidad propuesta es menor que la que autorizaba el reglamento del antiguo FEPCO, que permitía que esta ponderación estuviera entre 100% y 0%.

Otros ajustes menores

- Instruir a la CNE para que, apenas esta ley sea aprobada, elabore de nuevo el informe semanal que fija los precios de referencia y sustituya el del lunes 14.

- Corregir un error gramatical en la versión original de la ley. Para ello se requiere reemplazar, en el artículo 2°, la expresión “las dos semanas anteriores”, por “las dos semanas inmediatamente anteriores o”.

Si bien el primer error se combinó con otro error del Diario Oficial, el segundo error acaba de ser reparado con una instrucción directa al Diario Oficial.
Efectividad de la reforma propuesta

- ¿Cumplirá SIPCO su función de dar tiempo a los consumidores para ajustarse a los efectos del conflicto en Libia? Sí. De aprobarse esta ley, el aumento en el precio anunciado por ENAP para el jueves 17 de marzo de 2011, respecto al precio anunciado para el jueves 10 de marzo, será mínimo o nulo.





Finalizada la exposición del señor Ministro de Hacienda, el Honorable Senador señor Frei recordó que en la discusión del proyecto aprobatorio de la ley N° 20.493, se manifestó, al igual que otros parlamentarios, en contra de la iniciativa, pues existían fundadas razones para pensar que los sistemas en ella planteados, no iban a funcionar.





Agregó que el proyecto propuesto importaría un efecto neutralizador de las alzas en los precios de los combustibles para las próximas dos semanas. Sin embargo, subsistiría la incertidumbre respecto de qué va a acontecer posteriormente, considerando la demanda que pueda provenir desde Japón a raíz del terremoto y tsunami y la crisis nuclear subsiguiente, y teniendo en cuenta que la situación de Libia y Bahrein, con sus crisis internas, tiende a normalizarse. En este sentido, instó porque se lleve a cabo una discusión global sobre el tratamiento que se dará a los precios de los combustibles en el futuro, pero que también se haga cargo de los altos precios que hoy por hoy debe asumir la ciudadanía, particularmente en regiones alejadas de la Metropolitana.

Finalmente, hizo referencia en que mientras fueron oposición, los partidarios del actual Gobierno criticaron el establecimiento de un sistema de bandas para la determinación del precio final de los combustibles, por la discrecionalidad que suponía para la Administración de turno. El modelo ahora propuesto, empero, más allá de los porcentajes, abre espacios para las mismas prácticas que antes se reprocharon.

El Honorable Senador señor Escalona hizo ver que el que se discute es un proyecto de ley que viene a modificar un sistema que el propio Gobierno creó hace sólo un par de meses, respecto de cuyas carencias se hicieron numerosas advertencias y que, no obstante, fue llevado adelante, dejando que acabara la existencia del antiguo sistema de estabilización de los precios. Todo esto, sin que el Ejecutivo haya asumido la responsabilidad política que le corresponde.

Entre las prevenciones que en su momento diversos actores hicieron, añadió, estuvo la referencia a la inestabilidad geopolítica de oriente medio. Los conflictos que en los últimos meses se han producido en diversos países de esa y otras regiones, dan cuenta de un error de previsión que no se puede soslayar.

El Honorable Senador señor Kuschel consultó por si la sostenida alza en los precios de los combustibles supondrá un impacto en los precios de otros insumos y en la inflación del país, habida consideración que se esperan alzas del dólar y de las tasas de interés. 
El Honorable Senador señor Lagos manifestó que el presente proyecto denota una improvisación por parte del Ejecutivo, por cuanto viene a modificar una ley de reciente entrada en vigor.

Destacó que la discrecionalidad con que se podía operar el FEPCO se supeditaba, a fin de cuentas, a los fondos en él disponibles. Con el modelo que el Gobierno propone, subsiste la discrecionalidad, pero ya no asociada a un fondo.

Del mismo modo, señaló comprender que no se baraje la posibilidad de reducir el IEC, por el impacto en la recaudación que supondría. Una alternativa para ello, sugirió, sería diluir esa carga tributaria entre quienes se encuentran exentos hoy en día. 

Finalmente, expresó su inquietud por tener que verse constantemente expuesto, como parlamentario, a concurrir a la aprobación de proyectos de ley sabidamente insuficientes, como el que se está discutiendo, más que por su mérito, por el costo político que podría representar su rechazo. Algo similar, graficó, ocurrió con proyectos como el denominado bono marzo, el año 2010, o el llamado bono bodas de oro, este año, que significaron altos desembolsos para el Fisco sólo para responder a ideas de campaña o a ideas que no fueron objeto de una deseable planificación.

El Honorable Senador señor Uriarte consultó cuál será el efecto final que habrá sobre el IEC, a partir del presente proyecto de ley. 
El señor Ministro de Hacienda señaló, en primer lugar, que no resulta razonable pronunciarse aún sobre si el SIPCO ha o no funcionado, pues su plena vigencia todavía no se produce. Llegado el momento, se harán las evaluaciones pertinentes.  
En cuanto a la discrecionalidad que podría existir en el nuevo sistema, resaltó que, en cada uno de sus parámetros, resulta más limitada que la que había en el FEPCO. En éste, agregó, por más que se tratara de un fondo, cuando se agotaba se le inyectaban más recursos, fuera recapitalizando o recurriendo a la ENAP.

Hizo ver, asimismo, que no es efectiva una falta de previsión ante las crisis desencadenadas en determinados países. Recordó, como expusiera en su presentación, que el problema directo que ha impedido que el sistema aprobado en la ley N° 20.493 se aplique en estos momentos, ha sido que al día siguiente de la fijación de parámetros por parte de la Comisión Nacional de Energía (CNE), que fue hecha en la oportunidad en que está obligada, se gatilló el conflicto en Libia. Una posible solución sería reducir los intervalos  de tiempo en que la CNE debe emitir sus informes, pero entonces, observó, las críticas de discrecionalidad se harían desde luego saber. 

Respecto del efecto inmediato de la iniciativa en estudio, indicó que, de ser aprobada por el Congreso Nacional el día de hoy, ya mañana redundaría en una disminución de 0,7 UTM, tanto en el impuesto al diesel (1,5 UTM) como a la gasolina (6UTM). El impacto para las semanas subsiguientes, en tanto, si bien debiera ser también a la baja, sólo se podrá precisar de acuerdo con los acontecimientos que se sucedan. La concepción del sistema vigente, hizo hincapié, implica evitar las alzas transitorias y moderar las permanentes. En este entendido, lo esperable sería que, de mantenerse los actuales precios del petróleo, operaran los subsidios durante las próximas 10 semanas; si, por el contrario, tales precios continuaren al alza y se acercaran a los US$120, dichos subsidios podrían mantenerse por unas 20 o 25 semanas. 
Si, por otra parte, el presente proyecto no se despachare con prontitud, los mayores precios que en relación con la Metropolitana se dan en otras regiones del país se verían acentuados, como lógica consecuencia de que, para trasladar el combustible, se requiere del mismo insumo, con lo que el encarecimiento se tornaría inevitable.
En cuanto al impacto que los altos precios de los combustibles pueda tener en otras variables, sostuvo que, efectivamente, aún tratándose de un efecto externo, se genera una cadena que incide al alza sobre la inflación, la que debiera verse, asimismo, influenciada si el Banco Central anuncia que va a subir la tasa de interés.
Finalmente, resaltó que una eventual eliminación del IEC, como algunos sectores han solicitado, supondría una merma para el Fisco de US$2.000 millones, aproximadamente. Si así se hiciese, otro análisis se haría necesario, a saber, qué otro impuesto se sube o qué gastos se rediseñan o suprimen. De todos modos, como antecedente a tener a la vista por parte de la Comisión, dio a conocer que un reciente estudio sobre la aplicación del IEC en 30 países de la OCDE, arrojó que el promedio es de 6,6 UTM para el diesel, y de 8,9 UTM para la gasolina. En ambos casos, consignó, por sobre la realidad chilena.

El Honorable Senador señor Lagos llamó la atención sobre que las cifras del estudio aludido por el señor Ministro de Hacienda, omiten una realidad insoslayable: que la distribución de la carga tributaria total en, probablemente, la mayoría de esos países, es mayor que la nacional. En Chile, subrayó, por más que el guarismo del impuesto sea inferior al promedio, la realidad es que el IEC representa un porcentaje más alto que el de otras latitudes, y resulta, en consecuencia, más caro. 
Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por tres votos a favor, uno en contra y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos y Uriarte, en contra el Honorable Senador señor Frei, y se abstuvo el Honorable Senador señor Escalona.
DISCUSIÓN PARTICULAR

Artículo 1°

El artículo 1° introduce, a través de dos numerales, enmiendas a la ley N° 20.493, que estableció un nuevo sistema de protección al contribuyente ante las variaciones en los precios internacionales de los combustibles.

Número 1)

Este numeral, que cuenta a su vez con dos letras, a) y b),  incide sobre el artículo 2° de la ley, que, en términos generales, prescribe los parámetros de cálculo del elemento variable de los impuestos específicos establecido en la ley N° 18.502.

Letra a)

Efectúa enmiendas en el inciso tercero, que contiene la forma en que se determina el valor del petróleo crudo West Texas Intermediate (WTI) a utilizar en la determinación del precio de referencia intermedio de los combustibles, que considera el promedio simple móvil de los precios promedio semanales del petróleo crudo WTI.

El literal i) reemplaza la palabra "simple" por la expresión "ponderado".

El literal ii) intercala, a continuación del punto seguido (.), la siguiente oración:
"El promedio ponderado a que se refiere este inciso se calculará aplicando a los precios de mercados de futuros un porcentaje que esté entre 0% y 50%, y aplicando a los demás precios el porcentaje remanente, hasta enterar el 100%.".

Letra b)
Reemplaza en el inciso décimo, que establece la manera de calcular el precio de paridad de cada combustible, la expresión "las dos semanas anteriores", por la siguiente: "las dos semanas inmediatamente anteriores o", las dos veces que aparece.

Número 2)

El número 2) agrega un artículo tercero transitorio, nuevo, del siguiente tenor:
"Artículo tercero.- La vigencia mínima prevista en el inciso quinto del artículo 2°, será de dos semanas, la primera vez que se fijen los parámetros indicados.".

Artículo 2°

Este artículo previene que la Comisión Nacional de Energía deberá elaborar un nuevo informe con los precios de referencia a que se refiere el artículo 2° de la ley N° 20.493, que sustituya aquellos que hubiese enviado el lunes anterior a la vigencia de la ley que el presente proyecto propone.
Puestos en votación los artículos 1° y 2° del proyecto de ley, resultaron aprobados por tres votos a favor, uno en contra y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos y Uriarte, en contra el Honorable Senador señor Frei, y se abstuvo el Honorable Senador señor Escalona.
- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 15 de marzo de 2011, señala lo siguiente:

El presente proyecto de ley propone adelantar la entrada en vigencia de la ley N° 20.493, que creó un Sistema de Protección al Contribuyente ante las variaciones en los precios internacionales de los combustibles (SIPCO), con el objetivo principal de suavizar el impacto en los precios internos de las recientes alzas en los precios internacionales de los combustibles.

Se contempla en el artículo 1° una modificación a la vigencia mínima del ponderador del número de semanas (n) hacia atrás y número de meses hacia adelante (m) en el valor del petróleo crudo considerados para la determinación del precio de referencia, sea de dos semanas la primera vez que se fijen en lugar de cuatro semanas. Adicionalmente, se propone que el ponderador de los precios de los mercados futuros se determine en un rango entre 0% y 50%.

El impacto financiero de estos cambios se ha dimensionado considerando el efecto que la aplicación de este artículo puede tener en la recaudación esperada del Impuesto Especifico a los Combustibles.  Es así como se estima, considerando un WTI de 100,84 USD/Barril, una menor recaudación de 31,7 millones de dólares de los Estados Unidos de América (dólares), hasta mayo de 2011. Esta menor recaudación corresponde a la diferencia entre el crédito fiscal a entregar a los contribuyentes si se aplicara el SIPCO como lo indica el texto vigente de ley N° 20.493 y el crédito fiscal a entregar si se aplicaran las modificaciones propuestas, siendo el crédito fiscal en el primer caso de 5,1 millones de dólares, y con las modificaciones propuestas de 36,8 millones de dólares.

El efecto sobre la recaudación del Impuesto Específico a los combustibles de la aplicación del SIPCO para las semanas siguientes dependerá de la evolución de variables tales como el valor del petróleo y los márgenes de refinación.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos que lo hiciera la Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente: 

PROYECTO DE LEY

"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.493, que Crea un Nuevo Sistema de Protección al Contribuyente ante las Variaciones en los Precios Internacionales de los Combustibles:
1) Incorpóranse las siguientes modificaciones al artículo 2°:

a) Modifícase el inciso tercero, del siguiente modo:

i) Reemplázase en la primera oración, la palabra "simple", por la expresión "ponderado".

ii)
 Intercálase a continuación del punto seguido (.), la siguiente oración:
"El promedio ponderado a que se refiere este inciso se calculará aplicando a los precios de mercados de futuros un porcentaje que esté entre 0% y 50%, y aplicando a los demás precios el porcentaje remanente, hasta enterar el 100%.".

b) Reemplázase, en el inciso décimo, la expresión "las dos semanas anteriores" por la siguiente: "las dos semanas inmediatamente anteriores o", las dos veces que aparece.

2) Agrégase el siguiente artículo tercero transitorio:

"Artículo tercero.- La vigencia mínima prevista en el inciso quinto del artículo 2°, será de dos semanas, la primera vez que se fijen los parámetros indicados.".

Artículo 2°.- La Comisión Nacional de Energía deberá elaborar un nuevo informe con los precios de referencia a que se refiere el artículo 2° de la ley N° 20.493, que sustituya aquellos que hubiese enviado el lunes anterior a la vigencia de esta ley.".
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 16 de marzo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Gonzalo Uriarte Herrera. 

Sala de la Comisión, a 16 de marzo de 2011.

(Fdo.):Roberto Bustos Latorre

Secretario de Comisión
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INFORME DE LA COMISION DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.628, SOBRE PROTECCIÓN DE LA VIDA PRIVADA, CON EL OBJETO DE GARANTIZAR QUE LA INFORMACIÓN CONTENIDA EN LOS PREDICTORES DE RIESGO COMERCIAL SEA EXACTA, ACTUALIZADA Y VERAZ

(6800-03)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informaros acerca del proyecto de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señoras Carolina Goic y María Antonieta Saa y señores Eugenio Tuma, Felipe Harboe, Jorge Burgos, Guillermo Ceroni, Marcelo Díaz, Ramón Farías y Alberto Robles.


La iniciativa en estudio inició su tramitación en el Senado el 12 de enero de 2010.

- - - - - - -

Si bien el proyecto en informe es de artículo único, visto lo dispuesto por el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión lo discutió y aprobó solamente en general y acordó proponer al Senado adoptar igual procedimiento.  
- - - - - - -

A las sesiones en que la Comisión estudió este asunto asistieron, además de sus integrantes, las siguientes personas:
Del Ministerio de Economía: el Fiscal, señor Eduardo Escalona Vásquez; el asesor legislativo, señor Alejandro Arriagada Ríos. De la Cámara de Comercio de Santiago A.G.: el Secretario General, señor Cristián García-Huidobro y el abogado, señor Francisco Arthur. De la Confederación Gremial Nacional Unida la la Mediana, Pequeña y Microindustria, Servicios y Artesanado de Chile “CONUPIA”: el Presidente, don Pedro Davis, y don Ivan Vuskovic. De la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras de Chile A.G.: el Fiscal, señor José Manuel Montes y el Gerente General Subrogante, señor Enrique Hasbún. De la empresa EQUIFAX: el Gerente General, señor Mario Godoy, el Gerente de Marketing Estratégico, señor Boris Strauss y el Fiscal, señor Absalón Valencia, los profesores de Estadística, señores Wilfredo Palma y Guido del Pino y la asesora comunicacional, señora Marcela Alt. El abogado señor Renato Jijena. De la Biblioteca del Congreso Nacional: El Analista del Área Economía, señor Carlos Balladares Toledo. Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Analista, señor Juan Pablo Rodríguez. Del Instituto Libertad y Desarrollo: el Abogado del Programa Legislativo, señor Daniel Montalva Armanet.
- - - - - - - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


Consta de un artículo único, que modifica el artículo 9° de la ley N° N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, con el objeto de garantizar que la información contenida en los predictores de riesgo comercial sea exacta, actualizada y veraz.

- - - - - - - -

CONSTANCIAS


La iniciativa en informe no contiene disposiciones para cuya aprobación se requiera un quórum especial ni que afecten alguna forma la organización o atribuciones de los tribunales de justicia.

- - - - - - -


I. ANTECEDENTES LEGALES


El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos 

-El artículo 19, Nº 4º, de la Constitución Política de la República, que asegura a todas las personas el respeto y protección a la vida privada y a la honra de la persona y de su familia.


-La ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.
- - - - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

La moción original destaca que la ley N° 19.628 consignó un marco normativo claro y preciso, que define los diferentes tipos de datos relativos a las personas que son almacenados en bases de datos, automatizadas o no; qué información es pública y en consecuencia no requiere autorización del titular para su difusión; quienes pueden hacer pública determinada información; cuál es la información que requiere autorización de su titular para ser publicada y, además, establece plazos y procedimientos para la publicación, corrección y eliminación de información vigente y caduca.


Su artículo 2° define palabras y expresiones, de manera que las normas de dicho cuerpo legal deben ser entendidas e interpretadas atendiendo a tales conceptos, según lo establecido en el artículo 20 del Código Civil, conforme al cual las palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso general de las mismas palabras; pero cuando el legislador las haya definido expresamente para ciertas materias, se les dará en éstas su significado legal. 


La amplitud de la definición de "datos personales",  ha permitido a las empresas que realizan tratamiento de datos incorporar entre éstos las consultas sobre información de que son objeto los titulares de los datos. De esta manera, si los datos de una persona son consultados, ello se considera un nuevo dato, que pasa a formar parte de la información sobre la persona.


Esas empresas construyen, a partir de la información recolectada, los denominados predictores, ranking o score, que, como su nombre lo indica, son instrumentos que aspiran a predecir el comportamiento futuro de una persona, sobre la base de su historia de comportamiento anterior, considerando además su nivel educativo, patrimonio, nivel de ingresos y endeudamiento, entre otras variables, incluyendo el número de veces que terceros han consultado por su información.


En el caso particular de la empresa DICOM, el predictor establece un nivel de riesgo en razón de 3 factores principales, a saber, 1) el número de protestos que posee la persona; 2) el número de morosidades, y 3) el número de consultas de sus antecedentes. Este predictor se gradúa entre 0 y 1.000 puntos, siendo 0 el más riesgoso y 1.000 el menos riesgoso.


Es posible que una persona que jamás ha tenido morosidades ni protestos de ningún tipo, sea calificada en nivel de riesgo alto, por ejemplo, 325 puntos en el predictor de DICOM, por el sólo hecho de ser motivo de consultas por terceros.


El artículo 9° de la ley N° 19.628 establece que la información recolectada o aquella proveniente de fuentes accesibles al público, debe ser exacta, actualizada y responder con veracidad a la situación real del titular de los datos, prescripción legal que claramente se ve alterada si se emplea para la elaboración de un ranking o predictor de riesgo, un factor absolutamente ajeno al comportamiento o voluntad del titular.


Por otra parte, la información sobre consultas, claramente no es de aquella calificada como información pública, y en consecuencia sólo podría ser utilizada en la medida que el titular lo autorizara expresamente. 

En efecto, conforme a lo establecido en el artículo 4° de la ley N° 19.628, sólo puede ser objeto de tratamiento aquella información expresamente autorizada, ya sea por el titular de los datos o por la ley. La disposición legal establece que no requiere autorización el tratamiento de datos personales que provengan o se recolecten de fuentes accesibles al público, cuando sean de carácter económico, financiero, bancario o comercial, se contengan en listados relativos a una categoría de personas que se limiten a indicar antecedentes tales como la pertenencia del individuo a ese grupo, su profesión o actividad, sus títulos educativos, dirección o fecha de nacimiento, o sean necesarios para comunicaciones comerciales de respuesta directa o comercialización o venta directa de bienes o servicios. De manera que, si las personas no han autorizado expresamente a DICOM para que utilice los datos relativos a la cantidad de veces que se ha consultado sobre sus antecedentes, el tratamiento de esos datos vulnera las normas del artículo 4° de la ley N° 19.628, siendo en consecuencia un acto ilegal.


Precisan los suscriptores de la Moción que la situación planteada, además de injusta, por no corresponder a hechos imputables al titular de los datos, constituye una alteración de la realidad, pues muchas personas honestas y trabajadoras, ejerciendo el legítimo derecho de cotizar, por ejemplo, un crédito hipotecario o de consumo con distintas entidades bancarias o financieras, incrementarán su riesgo cada vez que esas entidades realicen las consultas de rigor, con nefastas consecuencias para sus finanzas particulares, si se les niega el crédito o lo  obtienen a tasas más altas.


Incluso más, podría utilizarse esta herramienta de consulta para perjudicar el crédito o fama de cualquier persona, especialmente los de quienes realizan o ejercen funciones públicas. Un ministro de Estado, un juez, un jefe de servicio, un parlamentario, un dirigente o representante empresarial podría caer víctima de estos predictores, y, eventualmente, soportar el escarnio público, si algún inescrupuloso consultara sólo 20 veces sus antecedentes.


Cabe preguntarse qué riesgo puede presentar alguien que no ha tenido nunca un protesto ni incurrido en morosidad, cuyos datos han sido consultados por terceras personas Esta situación afecta a muchas personas honestas y esforzadas, micro o pequeños empresarios, cuya subsistencia depende de su capacidad crediticia, y este tipo de información antojadiza e irrelevante, puede marcar la diferencia entre el empleo o la cesantía, entre el emprendimiento o la frustración.


Señalan los diputados que, sin perjuicio de que el actuar de la empresa DICOM es ilegal y arbitrario, pues hace tratamiento de información no autorizada por la ley ni por los titulares de los datos, parece necesario reforzar las prescripciones de la ley N° 19.628, de manera que ni aún con el consentimiento del titular se pueda utilizar en la elaboración de predictores la información acerca de las consultas realizadas por terceros sobre los datos de una persona.


Recientemente la Corte de Apelaciones de Santiago ha acogido un recurso de protección contra la empresa “DICOM EQUIFAX”, rol 3937-2010, en que recoge precisamente los fundamentos de la moción que inició el proyecto en informe, y ha fallado que el predictor de riesgo de la recurrida vulnera las garantías constitucionales consagradas en los número 2°, 4° y 26 del artículo 19 de la Carta Fundamental. Y agrega la sentencia que, “no obstante la conciencia de estos sentenciadores en cuanto al efecto relativo de las sentencias, no puede omitir el dejar constancia de su parecer en el sentido de que resultan tan obvias las ilegalidades y arbitrariedades que comete la recurrida, con la elaboración y puesta a disposición del público del denominado “predictor de riesgo”, que estiman se trata de una práctica a la que debiera ponerse término, para evitar así el poder llegar a dañar injustamente el crédito y la imagen de las personas, sin que exista autorización legal que lo permita, ni razones objetivas que lo avalen”.

- - - - - - - -

- Sometida a votación la idea de legislar, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores García, Kuschel, Tuma y Zaldívar.


La Comisión sólo se pronunció en general sobre el proyecto de ley en informe, y recomienda al Senado hacer lo mismo, porque es necesario y conveniente introducir algunas precisiones en la redacción del precepto, a cuyo efecto es preciso abrir un plazo para que los colegisladores puedan formular las indicaciones que estimen del caso.

- - - - - - - - -


Se transcribe a continuación el texto del proyecto de ley cuya aprobación sólo en general propone la Comisión:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Introdúcese en el artículo 9º de la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, el siguiente inciso final, nuevo:


"Prohíbese la realización de ranking o predictores de riesgo comercial que sean basados en variables relativas a la frecuencia de consulta de los datos personales contenidos en un registro o banco de datos asociados a una determinada persona, incluyéndose en tal prohibición la entrega a terceros de la información relativa al número de consultas de sus datos. La infracción a estas prohibiciones dará derecho al titular de los datos a solicitar, a costo del infractor, la eliminación inmediata de dicha información, sin perjuicio de las responsabilidades civiles que el afectado pueda hacer efectivas en contra del que realice dichos ranking o predictores de riesgo comercial, o informe a terceros la cantidad de consultas de sus datos personales.".".

- - - - - - - - 

Acordado en sesiones de 5, 12 y 19 de mayo de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), Andrés Allamand Zabala, Jovino Novoa Vásquez, Eugenio Tuma Zedán y Andrés Zaldívar Larraín, Y en sesión de 14 de marzo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Eugenio Tuma Zedán y Andrés Zaldívar Larraín.

Sala de la Comisión, a 16 de marzo de 2011.

(Fdo.): FERNANDO SOFFIA CONTRERAS

Secretario
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORAS ALLENDE, ALVEAR Y RINCÓN Y SEÑORES BIANCHI, ESCALONA, GARCÍA, KUSCHEL, LARRAÍN (DON HERNÁN), LARRAÍN (DON CARLOS), LETELIER, LONGUEIRA, NOVOA, ORPIS, PÉREZ VARELA, PIZARRO, QUINTANA, RUIZ-ESQUIDE, SABAG, TUMA, URIARTE, WALKER (DON PATRICIO) Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), PARA EXPRESAR LA SOLIDARIDAD CON EL GOBIERNO Y EL PUEBLO DE JAPÓN

(S 1344-12)
1.- Que como es por todos sabido, el Viernes 11 de Marzo en horas de la tarde en la zona central de Japón se produjo un gran terremoto de magnitud 9.0 en la escala de Richter, cuyo epicentro se ubicó en el Mar, frente a las costas de Honshu, 130 kilómetros al este de Sendai en la prefectura de Miyagy de una duración de 2 minutos y que dejo miles de muertos y familias damnificadas.

2.- Que luego del sismo, y por el hecho de haber tenido epicentro en el Mar, se produjo posteriormente un gran tsunami con olas de hasta 10 metros que afectaron toda la costa Este de Japón, generando un estela de muerte y destrucción a su paso, no existiendo hasta hoy cifras claras respecto a la cantidad total de muertos y afectados producto de la catástrofe, pero que hasta el momento dan cuenta de más de 3.000 muertos y miles de desaparecidos.

3.- Que el 27 de Febrero de 2010 en la zona Centro Sur de nuestro país se produjo un terremoto de similares características, produciéndose posteriormente un tsunami que afectó la zona costera de cuatro regiones del país, generando centenares de muertos y destrucción.

4.- Que durante la tragedia y el grave momento que estábamos viviendo como país, recibimos la solidaridad internacional de decenas de países que nos enviaron ayuda, hospitales de campaña, insumes, víveres, y nos expresaron su solidaridad frente a la situación que vivíamos en plena emergencia.

5.- Que tanto el Gobierno, como todo el pueblo de Japón nos expresaron su profunda y completa solidaridad frente a la tragedia que enlutaba la zona central de nuestro país, enviándonos ayuda de todo tipo para enfrentar la dura catástrofe. A lo demás, se suma el compromiso y aporte concreto de dicho Gobierno en el proceso de reconstrucción del país, especialmente en lo que dice relación con cooperación en materia hospitalaria, de la cual estamos, y estaremos eterna y profundamente agradecidos.

6.- Que teniendo en consideración la grave tragedia que enluta a dicho país Asiático es que nos parece justo expresar nuestra completa solidaridad con el Gobierno y con el pueblo Japonés, haciendo votos para que la tragedia que viven pueda ser una vez más superada por un pueblo que ha sido capaz de levantarse en innumerables veces cada vez que suceden tragedias como la anteriormente descritas.

Por tanto, los Senadores que suscriben, vienen en presentar el siguiente:

Proyecto de Acuerdo
El Senado de la República acuerda lo siguiente:

Expresar la solidaridad del Senado de la República de Chile con el Gobierno y el pueblo japonés por la grave tragedia que afectó a dicho país el viernes 11 de marzo recién pasado producto del terremoto y posterior tsunami que afectó a las costas de dicho país.

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora .- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Carlos Ignacio Kuschel Silva, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Carlos Larraín Peña, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Pablo Longueira Montes, Senador.- Jovino Novoa Vásquez, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Mariano Ruiz- Esquide Jara, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Eugenio Tuma Zedán, Senador.- Gonzalo Uriarte Herrera, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORA ALLENDE, SEÑORES ESCALONA, GÓMEZ, GIRARDI, LETELIER, MUÑOZ ABURTO Y QUINTANA, SEÑORA RINCÓN Y SEÑORES WALKER (DON PATRICIO), Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), POR EL QUE SE SOLICITA AL EJECUTIVO UNA MORATORIA DE LA FIRMA DE PROTOCOLOS O CONVENIOS SOBRE ENERGÍA NUCLEAR

(S 1345-12)
Frente a la crisis nuclear que está viviendo Japón como consecuencia del terremoto y tsunami que asoló a ese país el viernes 11 de marzo, a la decisión de la Unión Europea de someter sus instalaciones nucleares a pruebas de resistencia para prevenir accidentes como el del país asiático, a las medidas anunciadas por países como Alemania de cerrar 7 centrales nucleares construidas antes de 1980 y a considerar que Chile es un país altamente sísmico, los abajo firmantes pedimos al gobierno chileno una moratoria en la firma de cualquier protocolo o convenio de cooperación sobre energía nuclear con EEUU, que debiera concretarse en el marco de la visita que realizará el próximo lunes 21 de marzo el presidente Barack Obama.

Una moratoria en esta materia sería una señal muy potente e importante para el país en estos momentos.

(Fdo.): Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Camilo Escalona Medina, Senador.- José Antonio Gómez, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.-Juan Pablo Letelier Morel, Senador.-  Pedro Muñoz Aburto, Senador.- jaime Quintana Leal, Senador.- Ximena Rincón González, Senadora.- Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORES TUMA, LAGOS Y QUINTANA, SEÑORAS ALLENDE, ALVEAR Y RINCÓN Y SEÑORES BIANCHI, CHAHUÁN, ESCALONA, FREI (DON EDUARDO), MUÑOZ ABURTO, NAVARRO, PIZARRO, ROSSI, RUIZ-ESQUIDE, WALKER (DON PATRICIO) Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), REFERIDO AL IMPUESTO ESPECÍFICO A LOS COMBUSTIBLES

(S 1346-12)
Considerando:

1° Que cada año en el país se venden más de 15 millones de metros cúbicos de combustibles.

2° Que la recaudación fiscal por aplicación del impuesto específico a los combustibles, establecido en la Ley 18.502, demuestra que, del total de combustibles comercializados en Chile, sólo una cifra de aproximadamente 3 millones de metros cúbicos es la que efectivamente queda gravada con el impuesto específico; es decir, aproximadamente un 20% del consumo soporta el impuesto específico, ya que éste, en principio, sólo grava las gasolinas automotrices, quedando sin gravamen el combustible que se utiliza en otros rubros, y aún las automotrices por la vía de numerosas exenciones totales y parciales.

En efecto, si tomamos la recaudación por impuesto específico a los combustibles del año 2008 y la dividimos por el total de metros cúbicos de gasolinas vendidas el mismo año 2008, se obtiene que el impuesto pagado por cada litro de gasolinas sería de $217. ($703.897.000.0007 3.244.480 m3 o $703.897.000.000/3.244.480.000 litros, luego de hacer la transformación a litros)

3° Que en la hipótesis de que el total de combustibles soportase efectivamente el impuesto específico, se obtendría evidentemente una recaudación fiscal incrementada que, para el año 2008, sumando la recaudación efectiva ($703.897.000.000) más el incremento proyectado ($145.089.000.000) nos daría un total de $848.986.405.482.

4° Que, tomando esta nueva recaudación y dividiéndola por el total de gasolinas, petróleo diesel y petróleo combustible expresados en litros, se obtiene que el nuevo monto de impuesto que se pagaría por cada litro de gasolina, sin importar su uso, sería de $ 56 ($848.986.405.482/ 15.153.374 litros =56 $/litro)

5° Que en palabras mas sencillas, si se eliminan las exenciones al impuesto específico a los combustibles y se divide la recaudación del impuesto entre cada litro de combustible vendido, en lugar de gravar sólo a las gasolinas que actualmente lo soportan efectivamente, se obtendría una rebaja de impuesto de $217 a $56 por litro.

6° Que la decisión de implementar lo que hemos denominado “la democratización del impuesto específico a los combustibles”, cuyo efecto se traducirá en una rebaja del precio de cada litro vendido, es una decisión de política fiscal que debe adoptar el gobierno -en este caso- del Presidente Sebastián Piñera, pues esta medida significará que todos quienes utilicen combustibles en Chile, independientemente del uso que le den, deberán pagar parte del impuesto específico, y no sólo el 20% que actualmente lo soporta. De esta manera, se obtiene la misma recaudación fiscal, es decir, sin sacrificio de los ingresos del fisco, pero con menor impacto para cada consumidor, pues la misma contribución se dividiría entre un mayor número de usuarios.

7° Que, a mayor abundamiento, es necesario tener presente que el Impuesto Específico a los Combustibles, fue adoptado en el marco de la reconstrucción luego del terremoto que en marzo de 1985 sacudiera a la zona central de Chile. Este impuesto tuvo una afectación bien concreta, cual fue reparar las calles, carreteras y caminos. Hoy la realidad de hace más de 25 años es otra muy distinta, pues cada días son más las carreteras y vía concesionadas, respecto de las cuales el fisco no concurre ni a su construcción, ni mantención ni reparación, de manera que el impuesto, al menos para el fin para el cual fue concebido, ha perdido toda vigencia.

Por tanto,
Con el mérito de lo expuesto, los senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente:

Proyecto de Acuerdo
Se oficie a S.E. el Presidente de la República, para que en uso de sus facultades constitucionales exclusivas, envíe al Congreso Nacional un proyecto de reforma al Impuesto Específico a los Combustibles, establecido en la ley 18.502, con la finalidad de modificar el sistema de exenciones, de manera que este impuesto grave al 100% de los combustibles que se comercializan en el país, y no sólo al 20% como ocurre en la actualidad, lo que permitiría que, para obtener idéntica recaudación fiscal, se pueda bajar la tasa impositiva, logrando que cada litro de bencina pague aproximadamente $50 de impuesto y no lo más de $200 que se pagan en la actualidad.

(Fdo.): Eugenio Tuma Zedán, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- .- Jaime Quintana Leal, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora .- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Mariano Ruiz- Esquide Jara, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR LETELIER, SEÑORAS ALLENDE, ALVEAR Y RINCÓN Y SEÑORES BIANCHI, CHADWICK, COLOMA, ESCALONA, FREI, GARCÍA, GIRARDI, KUSCHEL, LAGOS, LARRAÍN (DON HERNÁN), LARRAÍN (DON CARLOS), LONGUEIRA, NAVARRO, PÉREZ VARELA, PROKURICA, RUIZ-ESQUIDE, SABAG, TUMA, URIARTE, WALKER (DON PATRICIO) Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), SOBRE LA CREACIÓN DE UN FONDO PARA LA RECONSTRUCCIÓN DEL PATRIMONIO DE VALOR HISTÓRICO Y LA VIVIENDA RURAL

(S 1347-12)

Considerando:

Que el terremoto del 27 de Febrero del 2010, calificado como el sexto mas violento registrado por la historia de la humanidad, cobró vidas humanas, y destruyó viviendas, edificios, caminos, e infraestructura educativa y sanitaria, pero además causó un grave daño a gran parte de la riqueza histórica patrimonial de Chile.

Que la mayor parte de las iglesias, templos, monumentos, museos, construcciones coloniales, cascos históricos, molinos, estaciones de ferrocarril, teatros, mercados, santuarios, fuertes, etc. Sufrieron severos daños, corriendo el riesgo de perderse para siempre.

Que el patrimonio histórico, del que forma parte la vivienda rural del campo chileno, constituye un BIEN COMÚN, que es parte consustancial de nuestra identidad como nación. No se trata tan solo de un conjunto de edificios, monumentos y obras de infraestructura, sino de una “forma de ser”, de una idiosincrasia que comparte un conjunto de valores, que han ido configurando nuestra identidad nacional, plasmada en la forma de construir nuestros pueblos rurales, nuestros centros cívicos y también nuestros monumentos históricos.

Que el patrimonio, es el testigo material de este registro histórico y por tanto, es un legado que debemos preservar, para heredarlo dignamente a las generaciones que después de nosotros, construirán el porvenir de Chile.

Que la reconstrucción patrimonial, al igual que la reconstrucción post terremoto, debe ser una tarea de todos, y debe ser encarada como una CUESTIÓN NACIONAL, que reúna los esfuerzos del estado , de los poderes locales , del mundo privado, y de la cooperación internacional.

Que para afrontar con eficiencia la tarea de la reconstrucción patrimonial es imprescindible. Generar un catastro único de lo que hay que reconstruir o reparar, con su respectiva valoración. Establecer una institucionalidad para la reconstrucción patrimonial y vivienda rural de valor histórico. Establecer un orden normativo que facilite la reconstrucción patrimonial.

Que la reconstrucción patrimonial demandará grandes recursos humanos y materiales y que las iniciativas financiamiento de la construcción, no han reconsiderado el costo de la reconstrucción patrimonial y de la vivienda rural, que a criterio de los especialistas superarán los mil millones de dólares.

Que existen en el exterior importante inversiones de chilenos o residentes en Chile así como, existen en Chile, inversiones de chilenos o residentes que aparecen como inversión extranjera, domiciliadas en paraísos fiscales.

Que se estima que estas inversiones superan los 35 mil millones de dólares y que la tendencia moderna es a estimular la repatriación de inversiones, con el objeto de acrecentar la masa tributaría y optimizar la capacidad recaudadora del Estado (México, decreto 29 de marzo del 2009, Perú Ley 27.390; Argentina Ley 26.476 de diciembre del 2008).

Que en Chile con ocasión de financiar la reconstrucción de los daños causados por el terremoto de 1960, se expidió la Ley 14.453 del 6 de diciembre 1960, estableciendo franquicias tributarias para la declaración de rentas omitidas y de nuevos capitales con cuyo rendimiento se financio en parte la reconstrucción del país.

Que cálculos técnicos estiman que la aplicación de un tributo excepcional entre un 5% y un 10% por una sola vez para estimular la repatriación voluntaria de inversiones, rendiría al estado entre 1.500 a 2.500 millones de dólares al momento de su aplicación y entre 250 a 300 millones de dólares año a año por efecto del crecimiento de la masa tributaria

Los abajo firmantes proponen el siguiente Proyecto de Acuerdo

Oficiar al Señor Presidente de la República a objeto que en el marco de sus atribuciones, disponga la creación de un FONDO PARA LA RECONSTRUCCIÓN DEL PATRIMONIO DE VALOR HISTÓRICO Y LA VIVIENDA RURAL, financiado a partir de una Ley excepcional para incentivar la normalización tributaria de las inversiones que chilenos y residentes en Chile, mantienen en el extranjero y que no tributan en el país., y de las que mantienen en Chile, como inversión extranjera.
(Fdo.): Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora .- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Andrés Chadwick Piñera, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Carlos Ignacio Kuschel Silva, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Carlos Larraín Peña, Senador.- Pablo Longueira Montes, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Mariano Ruiz- Esquide Jara, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Eugenio Tuma Zedán, Senador.- Gonzalo Uriarte Herrera, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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